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P DEL S 191 

 
 

 
(Por el señor 

Hernández Mayoral) 
 

ASUNTOS MUNICIPALES 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para enmendar la Sección 2, Inciso (a)(7)(H), 
de la Ley Núm. 113 de 10 de julio de 1974, 
según enmendada, conocida como “Ley de 
Patentes Municipales”, a fin de que las 
compañías de teléfonos, tanto alámbricas como 
inalámbricas, paguen a prorrata la patente 
municipal correspondiente a cada municipio 
prorrateando el volumen de negocios y 
tomando como base el número de clientes que 
tienen en cada municipio durante el período 
contributivo del año natural a la fecha de 
radicación de la patente. 
 

P DEL S 1014 

 

 

 

(Por el señor 
Berdiel Rivera) 

 

AGRICULTURA 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

 

Para adicionar el inciso (8) al ArticuloArtículo 
7; añadir el inciso (4) al ArticuloArtículo 8 y 
enmendar el inciso (3) del ArticuloArtículo 9; de 
la Ley Núm. 61 de 23 de agosto de 1990, 
conocida como "Ley para el Fomento y 
Desarrollo de la Industria Pesquera y la 
Acuicultura", a fin de asignar la responsabilidad 
de otorgar las licenciasla licencia de pescador 
comercial a tiempo completo al Programa de la 
Industria Pesquera y Acuícola y la recopilación 
de estadísticas de pesca a la Oficina de 
Estadísticas Agrícolas del Departamento de 
Agricultura de Puerto Rico; establecer sus 
propósitos; y para otros fines. 
 

P DEL S 2086 

 

 
 
 

(Por el señor                 
Hernández Mayoral) 

BANCA, ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR Y 

CORPORACIONES 
PÚBLICAS 

 
(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

Para establecer que el Departamento de 
Asuntos del Consumidor (DACO) prohibirá a 
los comerciantes solicitar o requerir a los 
consumidores su código postal como requisito 
para completar transacciones de compras 
mediante tarjetas de crédito. 
 

P DEL S 2285 

 

 

 

(Por el señor 
Rivera Schatz) 

BIENESTAR SOCIAL; Y DE 
LO JURÍDICO PENAL 

 
 

(Con enmiendas en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar el Artículo 3, parte II, inciso 
(o), y los Artículos 8, 9 y 10 de la Ley Núm. 
121 de 12 de julio de 1986, según enmendada, 
mejor conocida como Ley de la Carta de 
Derechos de la Persona de Edad Avanzada, a 
los fines de incluir la explotación financiera 
como un elemento de maltrato; facultar a la 
Oficina del Procurador de las Personas 
Pensionadas y de la Tercera Edad a desarrollar 
un programa de alerta a la explotación 
financiera de personas de edad avanzada; y 
atemperar la Ley a las enmiendas recientes del 
Plan de Reorganización Núm. 1 de 22 de junio 
de 2011, y para otros fines. 
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P DEL S 2358 

 

 

 

 

(Por la señora 
Romero Donnelly) 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase) 

Para ordenar al Superintendente de la Policía 
de Puerto Rico y al Director Ejecutivo de la 
Comisión para la Seguridad en el Tránsito, para 
que en coordinación con la National Highway 

Traffic Safety Administration (NHTSA), 

organicen y coordinen el adiestramiento de los 
agentes de la División de Tránsito de la Policía 
de Puerto Rico, a los fines de instruirles sobre 
cómo realizar inspecciones de los asientos 
protectores para niños; certificarlos como 
técnicos en el uso e instalación correcta de los 
mismos; y para otros fines relacionados. 
 

P DEL 2469 

 

 

 

 

 

(Por la señora Arce Ferrer) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA; Y 
DE LO JURÍDICO PENAL 

 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar el inciso (e) del Artículo 7.09 
de la Ley Núm. 22-2000, según enmendada, 
conocida como “Ley de Vehículos y Tránsito 
en Puerto Rico”, a fin de disponer que un 
agente del orden público deberá requerir a una 
persona que se someta a una prueba inicial del 
aliento a ser practicada en el lugar de la 
detención, o u otra prueba química o física de 
su sangre o de cualquier sustancia de su 
cuerpo, o ambas pruebas, a ser practicada en el 
lugar de la detención, con el propósito de 
determinar el contenido de alcohol y la 
presencia de drogas o sustancias controladas 
en su cuerpo, si alguno, cuando tenga motivos 
fundados para creer que la misma se hallaba 
conduciendo o haciendo funcionar un vehículo 
de motor involucrado en un una colisión 
accidente, resultante en la muerte o grave daño 
corporal a otro ser humano; y que ésta causó o 
contribuyó al accidente. . ; y para disponer que 
si el intervenido se negare o por su estado no 
pudiere sometérsele a dicha prueba, o si el 
agente del orden público no tuviere el equipo 
necesario para realizar la misma, se procederá 
de conformidad con lo establecido en el inciso 
(a) del Artículo 7.09 de esta Ley. 
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(Por la señora                       
Arce Ferrer) 

 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECURSOS 

HUMANOS; Y DE 
HACIENDA 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar el Articulo 6 de la Ley 106-
2000, según enmendada, la cual dispone para 
el establecimiento del Cementerio Estatal de 
Veteranos en Aguadilla y otros propósitos, a 
los fines de establecer en trescientos mil 
dólares ($300,000.00) la asignación anual de 
fondos no comprometidos del Tesoro Estatal, 
para la administración y operación del 
Cementerio y para disponer para el ajuste 
anual automático de dicha asignación. 
 

P DEL S 2587 

 

 

 

 

 

(Por el señor Seilhamer 

Rodríguez) 
 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para añadir un subinciso (e) al inciso (1); 
añadir un subinciso (f) al inciso (19); 
enmendar los incisos (43) y el inciso (46) del 
Artículo 1.4; añadir un subinciso (8) al inciso 
(c) del Artículo 2.2  de la Ley Núm. 83-2010, 
conocida como “Ley de Incentivos de Energía 
Verde de Puerto Rico” a los fines de estimular 
el desarrollo y la eficiencia en el uso de la 
energía renovable; y para otros fines 
relacionados.    
 

P DEL S 2672 

LF-240 

 

(Por los miembros de la 

Delegación del PNP) 

HACIENDA 
 

 

(Sin enmiendas) 

Para crear la “Ley para la Reforma del Proceso 
de Concesión de Incentivos en Puerto Rico” a 
los fines de establecer el marco legal y 
administrativo que regirá la solicitud, 
evaluación, concesión o denegación de 
incentivos por el Gobierno de Puerto Rico; 
crear la Oficina de Incentivos para Negocios 
en Puerto Rico, definir sus funciones, 
facultades y obligaciones y disponer en torno a 
su organización; disponer en torno a la revisión 
administrativa y judicial de las decisiones 
tomadas conforme a esta Ley; para establecer 
un proceso de transición; y para otros fines 
relacionados. 
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P DEL S 2674 

 

 
 
 
 
 

(Por el señor Rivera 

Schatz) 

 

ESPECIAL SOBRE 
REFORMA 

GUBERNAMENTAL  
 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar los Artículos 1.001, 2.004, 
3.003, 3.005, 3.007, 3.008, 3.015, 6.001, 
6.004, 6.005, 6.007, 6.008, 6.010, 7.000, 
7.001, 7.003, 7.013, 8.000, 8.003, 8.005, 
8.006, 8.009, 8.011, 10.002, 10.004, 
11.004, 11.005 y añadir un nuevo Artículo 
11.004 a la Ley 222-2011, mejor conocida 
como “Ley para la Fiscalización del 
Financiamiento de Campañas Políticas en 
Puerto Rico”, a los fines de realizar 
enmiendas técnicas, aclarar definiciones,  y 
requisitos y procedimientos; autorizar a la 
Oficina del Contralor Electoral a 

  contratar directamente con los planes de 
seguros de servicios de salud a nombre de y 
para beneficio de sus empleados y 
funcionarios; permitir al personal de la 
Oficina del Contralor Electoral que sea 
participante del Sistema de Retiro del 
Gobierno la opción de permanecer en el 
mismo o seleccionar algún otro programa de 
retiro privado; y para otros fines.  
 

P DE LA C 551 

 

 

(Por el representante 

Torres Calderón y la 
representante Vega Pagán) 

 

AGRICULTURA 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decretase y en el Título) 

Para otorgar, a cambio de la preparación de un 
planes de conservación de energía, un crédito 
equivalente a veinte (20%) por ciento en la de 
acuerdo a la cantidad de energía renovable que 
produzca según su facturación mensual de 
energía eléctrica a todo agricultor que este 
certificado por el Departamento de Agricultura 
de Puerto Rico como agricultor bona fide; y 
para otros fines relacionados. 
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P DE LA C 803 

 
 
 
 
 
 

(Por los miembros de la  
Delegación del PPD) 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANO Y RECURSOS 

HUMANOS 
 

 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para añadir un inciso (f) del al Artículo 1-106 
de la Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, 
según enmendada, conocida como “Sistema de 
Retiro de los Empleados del Gobierno de 
Puerto Rico”, con el propósito de disponer la 
aportación patronal podrá ser pagada en su 
totalidad o en parte y de forma voluntaria por 
el patrono actual o por cualquier patrono 
anterior, para el cual el solicitante haya 
prestado servicios, incluyendo cualquier rama 
del Gobierno, agencia, dependencia, 
organismo o instrumentalidad gubernamental, 
municipios y corporaciones públicas; por la 
unión u organización obrera a la cual 
pertenezca el solicitante, y establecer que el 
servicio no cotizado se reconocerá, una vez se 
reciban en el Sistema el pago de ambas 

  aportaciones.   
 

P DE LA C 910 

 

 

 

(Por el representante Peña 

Ramírez)  

 

DE LO JURÍDICO CIVIL 
 
 

 

(Sin enmiendas) 

Para añadir un nuevo Artículo 5.005-A a la 
Ley 201-2003, según enmendada, conocida 
como la “Ley de la Judicatura del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico de 2003”, a los fines 
de crear las Salas de Asuntos Laborales del 
Tribunal de Primera Instancia, establecer su 
autoridad, su fuente de financiamiento y para 
otros fines. 
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P DE LA C 1606 

 
 
 
 
 
 
 

(Por la representante 

González Colón) 

 

SEGURIDAD PÚBLICA Y 
ASUNTOS DE LA 

JUDICATURA;Y DE 
ASUNTOS DE LA MUJER 

 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar el Artículo 11 y añadir un 
inciso (g) al Artículo 17 de la Ley Núm. 108 
de 29 de junio de 1965, según enmendada, 
conocida como “Ley de Detectives Privados en 
Puerto Rico”, a fin de exigir que toda agencia 
de detectives privados o de seguridad para la 
protección de personas o propiedades mueble, 
suministre a los aspirantes a empleo con 
licencia para portar armas, a ser utilizadas 
como parte de su gestión laboral, la aprobación 
de un (1) examen psicológico, entre los 
requisitos para trabajar en la agencia; disponer 
que aquellos empleados que actualmente 
porten armas en el desempeño de sus 
funciones, serán sometidos a un (1) examen 
psicológico, el cual deberán aprobar al 
momento de renovar su licencia de armas, 
como condición para continuar portándolas 
mientras rindan sus servicios en la misma; y 
proveer que el incumplimiento de esta 
obligación, por parte de la agencia, constituirá 
causa para revocar o rehusar renovar la 
licencia para operarla. 
 

P DE LA C 1726 

 

 

 

 

(Por la representante 

González Colón) 

SALUD 
 

 

 

 

(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

Para enmendar la Sección 6 del Artículo VI, de 
la Ley Núm. 72 de 7 de septiembre de 1993, 
según enmendada, conocida como la “Ley de 
la Administración de Seguros de Salud de 
Puerto Rico” a los fines de incluir, de entre los 
beneficios de la cubierta  de la Reforma de 
Salud, las vacunas para la prevención y 
tratamiento del virus del papiloma humano. 
 

P DE LA C 1937 

 

 

 

 

(Por el representante 

Torres Ramírez) 

 

TRABAJO, ASUNTOS DEL 
VETERANOS Y 

RECURSOS HUMANOS 
 
 

(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

Para enmendar el Apartado (7) del inciso (e) 
del Artículo 1-106 de la Ley Núm. 447 de 15 
de mayo de 1951, según enmendada, conocida 
como “Sistema de Retiro de los Empleados del 
Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 
Rico”, con el objetivo de incluir como 
servicios acreditables los prestados por los 
empleados de los Consorcios y/o de las Áreas 
Locales establecidos para administrar los 
fondos Título I de la Ley de Inversión en la 
Fuerza Trabajadora (WIA).  
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P DE LA C 2702 

 

 

(Por el representante Pérez 

Ortiz y suscrito por el 
representante Rodríguez 

Miranda) 
 

GOBIERNO 
 
 

 

(Sin enmiendas) 

Para designar la Autopista PR-5, que ubica 
entre los Municipios de Bayamón y  Cataño, 
con el  nombre del señor Rafael Torres Ortega, 
en reconocimiento a su trayectoria y 
contribución a la sociedad puertorriqueña, a 
través de los diferentes campos donde ha 
incursionado.  Así como  en su desarrollo 
profesional, que ha dado realce  y prestigio a 
nuestro País,  y alrededor del mundo. 
 

P DE LA C 2717 

 
 
 
 
 

(Por el representante 
Cintrón Rodríguez) 

RECURSOS NATURALES 
Y AMBIENTALES; Y DE 

LA MONTAÑA 
 
 
 

(Con enmiendas en el 

Decrétase) 

Para enmendar los Artículos 3 y 4 de la Ley 
Núm. 192 de 13 de diciembre de 2007, la cual 
declara el área que comprende el Cerro las 
Planadas y sus áreas adyacentes como área de 
Reserva Natural, a los fines de autorizar al 
Departamento de Recursos Naturales y 
Ambientales, a rotular las áreas designadas 
como Reserva Natural, realizar los estudios de 
títulos correspondientes; y para otros fines 
relacionados. 

P DE LA C 3013 

 
(Por la representante 

González Colón) 

SALUD 
 

(Sin enmiendas) 

Para crear la “Ley de Permisos para 
Facilidades de Servicios de Bronceado 
Artificial”, a los fines de establecer los 
requisitos necesarios para obtener y mantener 
un permiso para operar una facilidad de 
servicios de bronceado artificial; imponer 
multas; y para otros fines relacionados. 
 

P DE LA C 3027 

 

 

 

 

 

(Por el representante 
Rodríguez Miranda) 

 

EDUCACIÓN Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA 

 
 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decretase y en el Título) 

Para añadir un nuevo Artículo 4.00, y 
reenumerar los subsiguientes, enmendar el 
Artículo 3.10 en de la Ley 110-2006 149-1999, 
conocida como “Carta de Derechos y 
Responsabilidades de la Comunidad Escolar 
para la Seguridad en las Escuelas” “Ley 
Orgánica del Departamento de Educación de 
Puerto Rico”, a los fines de requerir la 
prestación de servicio comunitario a todo 
estudiante del nivel escolar superior que viole 
las disposiciones de dicha Ley como condición 
para que pueda pasar de grado; y para otros 
fines relacionados. 
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P DE LA C 3160 

 

 

 

 
(Por la representante Vega 

Pagán) 

 

SEGURIDAD PUBLICA Y 
ASUNTOS DE LA 

JUDICATURA 
 
 

(Sin enmiendas) 

Para añadir unos nuevos incisos (e), (f) y (g), y 
redesignar el actual inciso (e), como (h), en el 
Artículo 42 de la Ley Núm. 53 de 10 de junio 
de 1996, según enmendada, conocida como 
“Ley de la Policía de Puerto Rico de 1996”, a 
los fines de añadirle nuevas funciones al 
Superintendente con respecto a los consejos 
comunitarios de seguridad. 
 

P DE LA C 3344 

 

 
(Por el representante 

Bulerín Ramos  y suscrito 
por el representante Chico 

Vega) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 
 
 

Para añadir un nuevo inciso (j) y renumerar 
redesignar el actual inciso (j) como inciso (k) 
del Artículo 12.07 de la Ley Núm. 22-2000, 
según enmendada, conocida como “Ley de 
Vehículos y Tránsito de Puerto Rico”, a fin de 
disponer que constituirá delito menos grave y 
fijar pena el cobro en exceso del precio 
establecido en el Artículo 12.06, para las 
inspecciones periódicas de vehículos de motor. 
 

P DE LA C 3443 

 

 
(Por la representante 

González Colón)  

 
 

DE LO JURIDICO PENAL 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para establecer la Unidad de Delitos no 
Esclarecidos adscrita a la Policía de Puerto 
Rico; crear un Registro de Delitos no 
Esclarecidos en el “Sistema de Información de 
Justicia Criminal”, creado por virtud de la Ley 
Núm. 129 del 30 de junio de 1977, sólo para el 
uso exclusivo de las agencias del orden 
público, con el propósito de dar un paso 
adicional en la lucha contra el crimen, en 
particular el esclarecimiento de delitos. 

P DE LA C 3459 

 

 
 

 
(Por la representante 

González Colón) 

 

BANCA, ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR Y 

CORPORACIONES 
PÚBLCIAS 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para enmendar el inciso (b) del Artículo 
26.030 de la Ley Num. 77 de 19 de junio de 
1957, según enmendada, conocida como 
“Código de Seguros de Puerto Rico” a los 
fines de reducir el plazo incluido en la 
definición de “fondos no reclamados” de siete 
(7) años a dos (2)cinco (5) años. 
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P DE LA C 3709 

 

 

 

(Por el representante 

Rivera Ortega y suscrito 
por el representante Chico 

Vega) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para establecer la "Ley Especial de Apoyo a 
Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de 
Puerto Rico"; enmendar el primer y tercer 
párrafo del inciso (a); enmendar los incisos (c), 
(d), (e) y (f) del Artículo 25-A; añadir un 
nuevo Artículo 27; y reenumerar los actuales 
artículos 27 al 33, como 28 al 34, 
respectivamente, en la Ley Núm.  44 -  de 21 
de junio de 1988, según enmendada, conocida 
como “Ley de la Autoridad para el 
Financiamiento de la Infraestructura de Puerto 
Rico”, a los fines de crear dentro de la 
Autoridad una denominada "División de 
Apoyo a Sistemas de Aguas Públicos No-AAA 
de Puerto Rico", con la finalidad de auxiliar a 
las juntas, asociaciones de residentes, 
comunidades incorporadas o juntas de 
acueductos rurales o comunales, debidamente 
incorporados y registrados en el Departamento 
de Salud, para la rehabilitación, conservación y 
mantenimiento de dichos acueductos; 
enmendar el Artículo 9 de la Ley Núm. 416-
2004, según enmendada, conocida como "Ley 
sobre Política Pública Ambiental", a los fines 
de ordenar al Laboratorio de Investigaciones 
Ambientales de Puerto Rico, llevar a cabo las 
pruebas y análisis sobre la calidad de agua 
requeridas a los antes aludidos acueductos 
rurales o comunales, de conformidad con lo 
dispuesto en esta Ley; y para otros fines 
relacionados.     
 

P DE LA C 3807 

 

 

(Por los miembros de la 
Delegación del PNP) 

 

HACIENDA 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para enmendar el Artículo 9A a la Ley 66-
1978,  según enmendada, conocida como “Ley 
de la Administración de Servicios Médicos de 
Puerto Rico”,  a los fines de disponer con 
meridiana claridad que la línea de crédito 
concedida a la Administración de Servicios 
Médicos de Puerto Rico, una vez satisfechas 
las deudas a los suplidores, agencias, 
instituciones, fondo de reserva por concepto de 
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  auto-seguro (responsabilidad profesional y 
deuda entre fondos) de la Administración; 
como en efecto se ha hecho, pueda ser 
utilizada por la Administración de Servicios 
Médicos de Puerto Rico para proveer liquidez 
operacional para aliviar su situación fiscal 
durante los Años Fiscales 2010-2011, 2011-
2012 y 2012-2013  según sea determinado 
mediante acuerdo con el Banco.  
 

P DE LA C 3820 

 

 

 

 
 

(Por el representante 
Torres Calderón)   

SEGURIDAD PÚBLICA Y 
ASUNTOS DE LA 

JUDICATURA 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para enmendar el inciso (g) del Artículo 7; y 
para añadir un nuevo inciso (e) en el Artículo 
20 de la Ley 211-1999, según enmendada, 
conocida como “Ley de la Agencia Estatal 
para el Manejo de Emergencias y 
Administración de Desastres de Puerto Rico”, 
a los fines de establecer que aquellos ingresos 
o recaudos que se generen por concepto del 
cobro de seminarios, adiestramientos, 
conferencias, talleres o cursos sobre el manejo 
de emergencias y desastres permanezcan o 
reviertan íntegramente a la Agencia; crear 
dentro de la Agencia un Fondo Especial al que 
ingresarán aquellos dineros que se recauden 
por concepto de las multas que se impongan en 
virtud del aludido Artículo 20 o de la 
reglamentación derivada de ésta; y para otros 
fines relacionados. 
 

P DE LA C 3924    

 

(Por los representantes 
López Muñoz, Méndez 

Núñez,  Silva Delgado y 

Chico Vega) 

                                

HACIENDA 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Decrétase y en el Título) 

Para añadir a la Ley 1-2011, según enmendada, 
conocida como “Código de Rentas Internas 
para un Nuevo de Puerto Rico de 2011” una 
nueva sección 1023.10 y un nuevo párrafo (13) 
al apartado (b) de la Sección 1031.01 de dicha 
Ley, con el propósito de incentivar las 
permutas o transferencias indirectas de 
contratos de anualidades variables.   
 

P DE LA C 3967 

LF-231 

 

 
(Por los miembro de la 
Delegación del PNP) 

EDUCACIÓN Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA 

 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar los artículos 1.03, 3.02, 3.03, 
3.09, 4.08 y 9.01 de la Ley 149-1999, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica del 
Departamento de Educación”, a los fines de 
propiciar que la escuela cuente con alternativas 
de aceleración y servicios educativos dirigidos 
a atender las necesidades de la población de 
estudiantes dotados; disponer para la creación 
de un registro de estudiantes dotados dentro 
del sistema de educación pública; definir el 
concepto de "estudiante dotado"; asignar 
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  fondos iniciales para la debida implantación de 
esta Ley; y para otros fines relacionados. 
 

P DE LA C 3970 

LF-234 

 

 
(Por los miembro de la 
Delegación del PNP) 

HACIENDA 
 
 
 

SEGUNDO INFORME 

(Con enmiendas en el Título) 

Para enmendar los Artículos 2.2, 3.2, 5.1, 7.2, 
7.3, y 8.3 de la Ley 27-2011, conocida como la 
“Ley de Incentivos Económicos para la 
Industria Fílmica de Puerto Rico”, a los fines 
de incorporar enmiendas técnicas, aclarar 
definiciones, disposiciones y otros términos y 
para otros fines.  

P DE LA C 3984 

LF-235 

 

 

(Por los miembros de la 
Delegación del PNP) 

SEGURIDAD PÚBLICA Y 
ASUNTOS DE LA 

JUDICATURA 
 

(Sin enmiendas) 

 
 

Para crear la “Ley de Procedimientos 
Administrativos Expeditos Para el Bienestar de 
la Niñez”; enmendar las secciones 21 y 22 de 
la Ley Núm. 186-2009, según enmendada, 
conocida como “Ley de Reforma Integral de 
Procedimientos de Adopción de 2009”;  para 
enmendar los artículos 21-A y 21-D de la Ley 
Núm. 24 de 22 de abril de 1931, según 
enmendada; y para enmendar los artículos 23, 
37, 32, 39, 42, 49 y 52 de la Ley 246-2011, 
conocida como “Ley para la Seguridad, 
Bienestar y Protección de Menores”, a los 
fines de establecer un procedimiento expedito 
y flexible para procedimientos de adopción, 
custodia de emergencia, relevo de esfuerzos y 
privación de patria potestad; autorizar la 
imposición de multas administrativas, fijar 
penalidades; y para otros fines.   
 

P DE LA C 3985 

LF-237 

 

 

 

 

 

(Por los miembros de la 
Delegación del PNP) 

SEGURIDAD PÚBLICA Y 
ASUNTOS DE LA 

JUDICATURA 
 
 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para enmendar el inciso (b) del Artículo 2, 
enmendar el Artículo 81,  de la Ley 205-2004, 
según enmendada a los fines de aclarar la 
forma en que se crearán los cargos de 
procuradores de familia y de menores y 
realizar enmiendas técnicas  y clarificaciones; 
añadir un subinciso (12) al inciso (c), eliminar 
el inciso (h) y renumerar los incisos (l) y (j) 
como incisos (h) e (i) del Artículo 3, enmendar 
el Artículo 4, Artículo 7, Artículo 8, Artículo 
10 de la Ley 183-1998, según enmendada, 
conocida como la “Ley de Compensación y 
Servicios a las Víctimas y Testigos de Delito” 
para clarificar las funciones de la nueva 
Oficina; y para enmendar el Artículo 87 del 
Plan de Reorganización Núm. 5-2011 para 
aclarar la cláusula derogatoria. 
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RC DEL S 772 

 

 

 

(Por la señora Santiago 

González) 
 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA; Y 

DE HACIENDA 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar a la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados de Puerto Rico, a que realice 
un estudio para determinar la viabilidad de 
reemplazar la tubería del agua potable que 
fluye en transcurre por la carretera municipal 
Carretera Municipal conocida como “Molino 
Rojo” en el sector Medianía del Barrio Peña 
Pobre del Municipio de Naguabo. 
 

RC DEL S 836 

 

 

 

 

(Por el señor Berdiel 

Rivera) 
 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA;Y DE 

HACIENDA 
 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar al Departamento de Educación, 
llevar a cabo un estudio de viabilidad, a fin de 
determinar la posibilidad de establecer una 
escuela especializada en deportes dentro de la 
jurisdicción geográfica de algunos de los 
siguientes municipios: Naranjito, Corozal, 
Barranquitas o Comerío; y para otros fines 
relacionados. 

 
RC DEL S 907 

 

 

(Por el señor Seilhamer 

Rodríguez) 

 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar a la Autoridad de Carreteras y 
Transportación (ACT) a repavimentar incluir 
en su Programa de Peticiones de Proyectos la 
repavimentación de la Carretera PR-10, a la 
altura del Municipio de Adjuntas, desde el km 
26.6 hasta la intersección que conecta con el 
nuevo tramo construido en esta vía.  
 

RC DE LA C 694 

 

 
(Por la representante              

Vega Pagán) 

EDUCACIÓN Y ASUNTOS 
DE LA FAMILIA 

 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar al Departamento de Educación 
llevar a cabo un estudio de viabilidad, a fin de 
determinar la posibilidad de establecer que la 
escuela que se construye en el Barrio Sabana 
Hoyos en el Municipio de Vega Alta pueda ser 
designada como una escuela especializada en 
bellas artes; establecer un comité interagencial 
colaborador para la realización del estudio; y 
para otros fines relacionados. 
 

RC DE LA C 705 

 

(Por el representante  
Ramírez Rivera) 

GOBIERNO 
 

(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos) 

 

Para ordenar al Departamento de Educación 
que transfiera las facilidades de la Escuela 
Rafael García Cabrera ubicada en el Municipio 
de San Germán a la Administración de dicho 
Municipio con el fin de establecer el Early 
Head Start; y para otros fines relacionados.   
 



 
 
  

14 
CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

SENADO DE PUERTO RICO / COMISIÓN DE REGLAS Y CALENDARIO 

RC DE LA C 757 

 

 

(Por la representante  
Nolasco Ortiz) 

GOBIERNO 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar a la Compañía de Fomento 
Industrial de Puerto Rico que transfiera, libre 
de costo, al Municipio de Yauco el edificio 
industrial S-1244-0-79 que ubica en el solar 1 
del Parque Industrial Jacanas, de dicho 
municipio.  
 

RC DE LA C 916 

 

 

(Por el representante  
Quiles Rodríguez) 

GOBIERNO 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar al Departamento de 
Transportación y Obras Públicas transferir, 
libre de costo al Municipio de Lares, el terreno 
y la estructura donde ubicó la Escuela Julián 
Blanco para que dicho municipio desarrolle 
allí un proyecto de oficinas municipales para 
darle servicio directo a la ciudadanía en 
general; y para otros fines relacionados. 
 

RC DE LA C 1008 

 

 

(Por la representante   
Rodríguez Homs y suscrito 

por el representante                  
Rodríguez Aguiló) 

 

 

 

 

GOBIERNO 
 
 

(Sin enmiendas) 

 

Para ordenar a la Compañía de Fomento 
Industrial de Puerto Rico (PRIDCO, por sus 
siglas en inglés), transferir a la Policía de 
Puerto Rico, Región de Arecibo, por el valor 
nominal de un dólar ($1.00), el local S-0664, 
ubicado en la Zona Industrial Víctor Rojas II 
de Arecibo, para la relocalización de la 
División de Drogas y Narcóticos de la 
mencionada Región; y establecer los términos 
y condiciones. 

RC DE LA C 1277  

 

 

(Por la representante 

Casado Irizarry)   

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA  

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar al Departamento de 
Transportación y Obras Públicas, que inicie un 
estudio encaminado a determinar los costos y 
maneras para ensanchar a que incluya en el 
Programa de Peticiones y Proyectos de la 
Autoridad de Carreteras y Transportación el 
ensanche de la Carretera PR-190, a la altura de 
la intersección con la Avenida Pontezuela en la 
Urbanización Vistamar de la Ciudad de 
Carolina. 
 

RC DE LA C 1367 

 

 

(Por el representante                    
Jiménez Valle) 

 

GOBIERNO 
 

 
(Sin enmiendas) 

 

Para  designar la Carretera 653 que discurre 
del Municipio de Hatillo al Municipio de 
Arecibo como “Carretera Estatal Doña Elba 
Otero de Jové”; y para otros fines 
relacionados.  
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RC DE LA C 1421 

 

 

(Por el representante 
Ramírez Rivera) 

URBANISMO E 
INFRAESTRUCTURA 

 
(Con enmiendas en la 

Exposición de Motivos, en el 

Resuélvase y en el Título) 

Para ordenar al Departamento de la Vivienda 
de Puerto Rico, transferir libre de costos  costo 
los terrenos que ubican en el barrio Barrio 
Llanos Costa, aledaños a la Playa de Combate, 
entre Villa Pesquera y Moja Casabe, en el 
Municipio de Cabo Rojo, al Departamento de 
Recursos Naturales y Ambientales para que 
puedan tener injerencia en el mantenimiento de 
los terrenos y para otros fines. 
 

RC DE LA C 1465 

 

(Por el representante Alfaro 

Calero) 

 

HACIENDA 
 

(Sin enmiendas) 

Para enmendar el inciso 25 de la Sección 1 de 
la R. C. 9-2012, con el propósito de aclarar la 
utilización de los fondos. 
 

 



















































































































































































































GOBIERNO DE PUERTO RICO
ta

ma.c,16 Asamblea 7 esioflLegislativa Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

INFORME POSITIVO
sobre el

P. del S. 2587

de junio de 2012

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico previo
estudio y consideración del Proyecto del Senado 2587, recomienda a este Honorable Cuerpo
Legislativo, su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico.

ALCANCE DE LA MEDIDA
El P. del S. 2587 persigue afiadir un subinciso (e) al inciso (1); añadir un subinciso (f) al

inciso (19); enmendar el inciso (46) del Artículo 1.4; añadir un subinciso (8) al inciso (c) del
Artículo 2.2 de la Ley Núm. 83-2010, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de
Puerto Rico” a los fines de estimular el desarrollo y la eficiencia en el uso de la energía
renovable; y para otros fines relacionados.

La Exposición de Motivos de la medida explica que la Ley Núm. 83-2010, conocida
como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, tiene como fin fomentar la
generación de energía renovable, conforme a las metas compulsorias a corto, mediano y largo
plazo La legislacion faculta a la Admimstracion de Asuntos Energeticos a mcentivar el
cumplimiento con las metas compulsorias y el desarrollo de energías renovables sostenibles y
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energías renovables alternas, así como crear medidas encaminadas a estimular el desarrollo de
sistemas energéticos sostenibles que fomenten el ahorro y la eficiencia en el uso de la energía,
mediante el establecimiento del denominado Fondo de Energía Verde. Señala la medida en su
parte pertinente:

Actualmente Puerto Rico enfrenta una crisis energética la cual afecta a los
ciudadanos, por lo que existe una necesidad de desarrollar medidas que faciliten y
propicien la producción de energía mediante fuentes renovables. En nuestra Isla
el setenta por ciento (70%) de la energía eléctrica proviene producto del petróleo,
lo cual no sólo impide que los costos energéticos disminuyan, sino que también
contribuye a la contaminación ambiental. Como cuestión de hecho, se estima que
actualmente el costo actual de energía eléctrica en Puerto Rico es dos (2) veces
mayor al costo promedio en el resto de los Estados Unidos, ya que actualmente se
pagan sobre veinte (20) centavos por kilovatio-hora (kWh). Además, el aumento
en el precio de los combustibles fósiles derivados del petróleo han sido pieza
clave en el aumento de los costos de la energía eléctrica.

Continua expresando que el Gobierno ha desarrollado un sinnúmero de medidas
legislativas para incentivar el uso de energía renovable para la generación de electricidad y
menciona que entre los mecanismos a ser utilizados para implementar la política pública
energética de Puerto Rico se encuentran medidas de conservación de energía y el uso de los
Certificados de Energía Renovable (CER).

Mediante el Fondo de Energía Verde de Puerto Rico se establecen incentivos que
propician el establecimiento de proyectos de energía renovable en Puerto Rico. Este Fondo es
establecido por el Departamento de Hacienda como un fondo especial y se nutre de diversas
fuentes de recaudos provenientes de impuestos, incentivos estatales y federales, donaciones de
entes privados no gubernamentales y multas. Las cantidades asignadas y acreditadas al Fondo
serán utilizadas solamente para actividades y desembolsos consistentes con los intereses y la
política pública que persigue la Ley Núm. 83, antes citada.

Finalmente, explica que luego de la aprobación de la Ley Núm. 83, antes citada, han
surgido interrogantes entre las agencias gubernamentales encargadas de implementar la misma y
demás componentes de la sociedad en cuanto a la adición y enmienda de ciertas definiciones a la
Ley para clarificar su concepto. La medida estimula el desarrollo y la eficiencia en el uso de la
energía renovable consciente de la necesidad de que la Isla se mueva hacia una mayor
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independencia energética que propicie un desarrollo sustentable y reduzca los costos de la

energía eléctrica.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

La Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico analizó los

memoriales explicativos sometidos por la Autoridad de Energía Eléctrica, el Departamento de

Desarrollo Económico y Comercio y la Administración de Asuntos Energéticos, la Asociación

de Industriales de Puerto Rico, la Asociación de Constructores de Hogares de Puerto Rico y el

Puerto Rico Energy Cluster. Además, solicitó memorial al Departamento de Hacienda, no

obstante, éste no se había recibido al momento de redactar este informe.

La Autoridad de Energía Eléctrica ayala la aprobación del P. del S. 2587 y manifiesta

que la medida “concuerda con la política de la Autoridad dirigida a la diversWcación defuentes

de energía.” Señala la corporación pública que la Agencia Federal de Protección Ambiental
(EPA, por sus siglas en inglés) identifica la eficiencia como “la mejor alternativa para controlar
el costo de la energía eléctrica, el impacto ambiental de las tecnologías que se utilizan para

producirla, y así fortalecer la seguridad de su suministro.” Explica que el aumento en la

eficiencia en el uso de la electricidad hace que sean más productivas las alternativas de energía

renovable.

Indica la Autoridad de Energía Eléctrica que el plan de diversificación tiene el propósito

de reducir la dependencia de los derivados del petróleo, considerando el uso de otras fuentes

fósiles, como el gas natural, y de fuentes de energía renovable. Dicha diversificación considera

un balance entre el impacto al ambiente, el comportamiento de la demanda y el costo de

producción de energía para proveer un servicio confiable.

El Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC) y la Administración
de Asuntos Energéticos (AAE) endosan parcialmente la pieza legislativa, aunque “apoyan elfin
que persigue el PS 2587’ Las entidades avalan que la medida sea enmendada a los efectos de
asignar mayores recursos al Fondo de Energía Verde, creando un sub-fondo para atender las
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medidas de conservación energética contempladas en la pieza legislativa y que su configuración

y operación se mantenga separada del Fondo de Energía Verde, pero bajo la administración de la

AAE. Para las entidades la asignación de recursos del Fondo de Energía Verde se vería afectada

al compartir los incentivos disponibles para la industria de proyectos de energía verde con

proyectos de conservación energética y eficiencia en el consumo de energía.

Reconocen que Puerto Rico enfrenta una crisis energética la cual afecta a los ciudadanos,

por lo que “están de acuerdo que existe una necesidad de desarrollar medidas que promuevan

una mayor independencia energética, la cual asista a reducir los costos de la energía eléctrica.”

Las agencias mencionan los esfuerzos que realiza el Departamento de Energía Federal mediante

el Weatherization Assistance Program (WAP, por sus siglas en inglés), el cual permite que

familias de bajos recursos reduzcan sus costos energéticos de manera permanente, al hacer sus

residencias más eficientes en el consumo de energía eléctrica. La “Ley de Recuperación y

Reinversión Americana” inyecté sesenta y cinco millones doscientos mil dólares

($65,200,000.00) en Puerto Rico, a través del WAP, lográndose climatizar, mediante la

implementación de medidas de conservación de energía, quince mil (15,000) residencias. Por tal

razón, el DDEC y la AAE apoyan la asignación de fondos adicionales para la creación del sub

fondo especial, aparte del Fondo de Energía Verde, que continúe la labor que comenzó la AAE y

el WAP.

Finalmente, las agencias recomiendan eliminar la enmienda propuesta a la definición de

“subestación”, lo que fue acogido por la Comisión suscribiente.

La Asociación de Industriales de Puerto Rico endosa la aprobación del P. del S. 2587.

Informan que al reunir compaílías, desde pequefias empresas familiares hasta entidades

multinacionales, la entidad constituye el ente representativo de quienes contribuyen al cuarenta y
dos por ciento (42%) de la producción económica de Puerto Rico; sobre noventa y ocho por
ciento (98%) de las exportaciones, y a quienes aportan sobre el cincuenta por ciento (50%) de las

contribuciones corporativas al fisco de Puerto Rico. Debido a su influencia e importancia en el
desarrollo economico de la Isla, la entidad “aboga por la aprobacion de toda medida
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encaminada a estimular el desarrollo económico-social, que fomente la competitividad

industrialy empresarial tanto a nivel local como global.”

La Asociación de Industriales de Puerto Rico recalca que el propuesto submciso (8), del

inciso (c), del Artículo 2.2 de la Ley Niim. 83, antes citada, que persigue realizar estudios de

impacto ambiental de proyectos de energía verde, permitirá atender ágilmente la aprobación de

los permisos requeridos para proyectos de energía renovable, especialmente ante la gran cantidad

de regulaciones federales que hacen del proceso uno cada vez más oneroso.

Finalmente, señala la Asociación que el P. del S. 2587 es cónsono con su compromiso de

fomentar el desarrollo de oportunidades empresariales “a través de mecanismosjustos, seguros y

eficientes, que promuevan la competitividad.”

La Asociación de Constructores de Bogares de Puerto Rico también avalé la

aprobación del P. del S. 2587. La Asociación sometió a la Comisión suscribiente varias

recomendaciones dirigidas a considerar la posibilidad de que los incentivos disponibles bajo la

Ley Núm. 83, antes citada, cobijen a los proyectos de viviendas nuevas cuyos parámetros de

construcción y diseño les hagan elegibles para ser consideradas estructuras verdes con un grado

particular de eficiencia energética.

Puerto Rico Energy Cluster favorece la pieza legislativa que nos ocupa. La entidad es

una alianza colaborativa que representa, promueve, informa y educa a sus miembros en asuntos

de la industria energética, con el fin de que logren los objetivos de sus negocios. La

organización identifica, consolida y organiza estrategias para implementar proyectos de energía a
todas las escalas, con la colaboración de agencias gubernamentales, la academia, organizaciones

profesionales y comunidades.

La entidad recalca que el P. del S. 2587 extiende los beneficios del Fondo de Energía
Verde para realizar estudios de impacto ambiental de proyectos de energía verde, lo que atiende
“una de las mayores dificultades que atraviesa el sector energético” debido a la dificultad en el
proceso de permisos y el cumplimiento con las regulaciones de la Junta de Calidad Ambiental de
Puerto Rico y la United States Environmental Protection Agency.
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En conclusión, considera el Puerto Rico Energy Cluster que el P. del S. 2587 cumple con

los propósitos que persigue la citada Ley Núm. 83, al extender el alcance de los beneficios y

esclarecer cualquier ambigüedad relacionada con los proyectos de energía renovable.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 - 2006, conocida como “Ley para la

Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006”, de que no se

aprobará ninguna Ley o Resolución que requiera la erogación de fondos públicos sin antes

mediar certificaciones bajo juramento del Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y del

Secretario del Departamento Hacienda, ambas por separado, sobre la disponibilidad de fondos

recurrentes o no recurrentes, para financiar las mismas, identificando su fuente de procedencia; y

que de existir un impacto fiscal, el informe legislativo deberá contener recomendaciones que

subsané el efecto negativo que resulte de la aprobación de la medida, como también deberán

identificarse los recursos a ser utilizados por la entidad afectada para atender tales obligaciones;
la Comisión suscribiente han determinado que esta medida no tiene impacto fiscal sobre las

arcas del Gobierno Central.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

A tenor con el Artículo 3 de la Ley Núm. 321 - 1999, conocida como “Ley de Impacto

Fiscal Municipal”, la Comisión ha determinado que esta medida no tiene impacto fiscal
significativo sobre las finanzas de los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

Evaluada toda la información, la Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de
Puerto Rico está convencida del beneficio de aprobar el P. del S. 2587.

La legislación persigue, entre otras cosas, que se extiendan los beneficios que concede la
Ley Núm. 83 — 2010, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, a
nuevos negocios afines a sus propósitos. En especial, se añade el negocio dedicado a ofrecer
servicios y productos para aumentar la eficiencia del uso de electricidad, entre las actividades
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elegibles. Ello considerando la necesidad apremiante de que Puerto Rico se mueva hacia una

mayor independencia energética que propicie a su vez un desarrollo más sustentable y reduzca

los costos de la energía eléctrica.

Por las razones antes expuestas, la Comisión recomienda la aprobación del P. del

S. 2587 con las enmiendas presentadas en el entfrillado electrónico que se acompaña.

Respetuosamente sometido,

Pre idente
Comisión de Urbanismo e Infraestructura
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LEY

Para afiadir un subinciso (e) al inciso (1); afiadir un subinciso (f) al inciso (19); enmendar les
incisos (43) y el inciso (46) del Artículo 1.4; añadir un subinciso (8) al inciso (c) del Artículo
2.2 de la Ley Núm. 83-20 10, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto
Rico” a los fines de estimular el desarrollo y la eficiencia en el uso de la energía renovable; y
para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS
La Ley Núm. 83-20 10 conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”

tiene como fin primordial el fomentar la generación de energía renovable, conforme a las metas

compulsorias a corto, mediano y largo plazo. La Ley Núm. 83, supra además faculta a la

Administración de Asuntos Energéticos a incentivar el cumplimiento con las metas compulsorias

y el desarrollo de energías renovables sostenibles y energías renovables alternas, así como crear

medidas encaminadas a estimular el desarrollo de sistemas energéticos sostenibles que fomenten

y ahorro y la eficiencia en el uso de la energía, mediante el establecimiento de un fondo

especial, denominado Fondo de Energía Verde.

Actualmente Puerto Rico enfrenta una crisis energética la cual afecta a los ciudadanos, por lo

que existe una necesidad de desarrollar medidas que faciliten y propicien la producción de

energía mediante fuentes renovables. En nuestra Isla el setenta por ciento (70%) de la energía

eléctrica proviene producto del petróleo, lo cual no sólo impide que los costos energéticos

disminuyan, sino que también contribuye a la contaminación ambiental. Como cuestión de

hecho, se estima que actualmente el costo actual de energía eléctrica en Puerto Rico es dos (2)
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veces mayor al costo promedio en el resto de los Estados Unidos, ya que actualmente se pagan

sobre veinte (20) centavos por kilovatio-hora (kwh). Además, el aumento en el precio de los

combustibles fósiles derivados del petróleo han sido pieza clave en el aumento de los costos de la

energía eléctrica.

El Gobierno actual ha desarrollado un sinnúmero de medidas legislativas para incentivar el

uso de energía renovable para la generación de electricidad. Cabe mencionar que entre los

mecanismos a ser utilizados para implementar la política pública energética de Puerto Rico se

encuentran medidas de conservación de energía y el uso de los Certificados de Energía

Renovable (CER). Un CER es un bien mueble que constituye un activo o valor económico

mercadeable y negociable, que puede ser comprado, vendido, cedido y transferido entre personas

para cualquiera fin lícito, y que de forma íntegra e inseparable: representa el equivalente de un

(1) megavatio-hora (MWh) de electricidad generada por una fuente de energía renovable

sostenible o energía renovable alterna y a su vez comprende todos los atributos ambientales y

sociales.

Por su parte, mediante el Fondo de Energía Verde de Puerto Rico se establecen incentivos

que propician el establecimiento de proyectos de energía renovable en Puerto Rico. Este Fondo

es establecido por el Departamento de Hacienda como un fondo especial y separado de los

demás fondos gubernamentales, el cual se nutre de diversas fuentes de recaudos provenientes de

impuestos, incentivos estatales y federales, donaciones de entes privados no gubernamentales y

multas. Las cantidades asignadas y acreditadas al Fondo serán utilizadas solo para actividades y

desembolsos consistentes con los intereses y la política pública que persigue la Ley Núm. 83,

antes citada.

Luego de la aprobación de la Ley Núm. 83, conocida como “Ley de Incentivos de Energía

Verde de Puerto Rico” han surgido varias interrogantes entre las agencias gubernamentales

encargadas de implementar la misma y demás componentes de la sociedad en cuanto a la adición

y enmienda de ciertas definiciones a la Ley en ánimos de que su concepto sea más claro.

Esta Asamblea Legislativa está consciente de la necesidad de que Puerto Rico se mueva

hacia una mayor independencia energética que propicie a su vez un desarrollo más sustentable y

reduzca los costos de la energía eléctrica. Por todo les lo cual, es meritorio enmendar la Ley

Núm. 83-20 10, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico”, a los fines de

estimular el desarrollo y la eficiencia en el uso de la energía renovable.
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DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1.- Se añade un nuevo inciso (e), al inciso (1); se añade un subinciso (1) al

2 inciso (19); se enmiendan lo incico (43) y enmienda el inciso (46) del Artículo 1.4 de la Ley

3 Núm. 83-20 10, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico” para que se

4 lea:

5 “Artículo 1.4.- Definiciones

6 Para los fines de esta Ley, los siguientes términos o frases tendrán el significado que a

7 continuación se expresa, excepto donde claramente indique lo contrario, y los términos

8 utilizados en singular incluirán el plural y viceversa:

9 1) Actividad elegible — significa:

10 (a)...

11 (b)...

12 (e)...

13 (d)...

14 (e) Negocio dedicado a ofrecer servicios y productos para aumentar la eficiencia

15 en el uso de electricidad a escala comercial.

16 2) Administración -

17 3) Atributos Ambientales y sociales -

18 4) Atributos Energéticos -

19 5) Autoridad -

20 6) Biomasa renovable -

21 7) Certificado de Energía Renovable o “CER” -

22 8) Código de Rentas Internas de Puerto Rico -.
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1 9) Comité Evaluador -.

2 10) Cooperativa Participante -

3 11) Costo de instalación -.

4 12) Decreto de Exención Contributiva por Producción de Energía Verde - . . *

5 13) Desarrollador -.

6 14) Desperdicios sólidos municipales -

7 15) Director -.

8 16) Director de Fomento -.

9 17) Director Ejecutivo -

10 18) Dueño o Dueña -

11 19) Energía renovable alterna — significa la energía derivada o conservada de las

12 fuentes:

13 (a)...

14 (b).

15 (e)...

16 (e)...

17 J) uso de tecnología para aumentar la eficiencia en el uso de la energía eléctrica

18 en ed/icios comerciales públicos o privados.

19 20) Energía renovable sostenible -

20 (a)...

21 (b)...

22 (e)...

23 (d)...
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1 (e)...

2 (f)...

3 (g)...

4 (u)

5 (i)...

6 (j)...

7 21) Energía verde -

8 22) Fondo de Energia Verde -

9 23) Fuente de energia renovable sostenible -

10 24) Fuente de energía renovable alterna -

11 25) Fuerza mayor -

12 26) Grupo controlado corporaciones o sociedades -

13 27) Ingreso de energía verde (lEV) -

14 (a)...

15 (b)...

16 (0)...

17 (d)...

18 28) Institución financiera - .

19 29) Leyes de incentivos industriales o contributivos -

20 30) Negocio exento -

21 31) Negocio exento antecesor -

22 (a)

23 (1)
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1 (2)...

2 32) Negocio Sucesor -

3 33) Oficina de Exención -

4 34) Operador -

5 35) Persona-

6 36) Productor de energía renovable sostenible -

7 37) Productor de energia renovable alterna -

8 38) Propiedad dedicada a la producción de energía verde -.

9 (a)...

10 (b)...

11 39) Propiedad intangible -

12 40) Proyecto de energía verde a gran escala -

13 41) Proyecto de energía verde a mediana escala -

14 42) Proyecto de energía verde a pequeña escala -

15 43) Subestación — significa una instalación eléctrica diseñada para convertir la

16 energia producida por un aerogcneradorJ productor de energia vcrdc al voltaje ncocano

17 para er conectado con 1w; linew; de tranmiión o distribución de energía eléctrica.

18 44) Secretario de Desarrollo -

19 45) Secretario de Hacienda -.

20 46) Tecnologia de energia verde — Isagnifica tecnologia dedicada a la producción de

21 energía, según provisto en los incisos (19) y (20) de este Artículo.] sign/ica tecnología con

22 que se produce energía eléctrica o se logra conservar energía, según provisto en los incisos

23 (19) y (20) de este Artículo.”
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1 Artículo 2.- Se afiade un nuevo subinciso (8) al inciso (c) del Artículo 2.2 de la Ley

2 Núm. 83-2010, conocida como “Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico” para

3 que se lea:

4 “Articulo 2.2 Creación del Fondo de Energía Verde; Depósito Especial.

5 (a)...

6 (1)...

7 (2)...

8 (3)...

9 (b)...

10 (1)...

11 (2)...

12 (3)...

13 (4)...

14 (5)...

15 (e) Para adelantar estos propósitos e intereses públicos, la Administración, mediante

16 desembolso del Fondos de Energía Verde, podrá otorgar incentivos, contratos, préstamos,

17 instrumentos de inversión, créditos de producción de energía, proveer ayuda financiera, y

18 tomar cualquier otra acción, en cualquier forma o en los términos y condiciones que

19 determine, según los criterios y procedimientos que la Administración estime adecuados, de

20 conformidad con la política pública establecida en esta Ley y consistente con buenas

21 prácticas de negocios, incluyendo pero sin limitarse a lo siguiente:

22 (1)...

23 (2)...
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1 (3)...

2 (4)...

3 (5)...

4 (6)...

5 (7)...

6 (8) Estimular el desarrollo de estudios de impacto ambiental de proyectos de

7 energía verde.

8 (d)...

9 (e)...

10 (±)...“

11 Articulo 3.- Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.

/{
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SENADO DE PUERTO RICO

±L de junio de 2012

Informe Positivo sobre el P. del S. 2672

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Hacienda, previo estudio y consideración del P. del S. 2672,
tiene el honor de recomendar a este Alto Cuerpo su aprobación sin enmiendas.

ALCANCE DE LA MEDIDA
El P. del 5. 2672 tiene el propósito de crear la “Ley para la Reforma del Proceso de

Concesión de Incentivos en Puerto Rico” a los fines de establecer el marco legal yadministrativo que regirá la solicitud, evaluación, concesión o denegación de incentivos por
el Gobierno de Puerto Rico; crear la Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico,
definir sus funciones, facultades y obligaciones y disponer en torno a su organización;
disponer en torno a la revisión administrativa y judicial de las decisiones tomadas conforme

esta Ley; para establecer un proceso de transición; y para otros fines relacionados.

Ante la crisis fiscal y económica que ha estado atravesando Puerto Rico, una de las
principales prioridades de este Gobierno ha sido promover el desarrollo económico en la
Isla. Con este fin en mente, y a tenor con los objetivos del Modelo Estratégico para una
Nueva Economía (MENE), se han aprobado más de una decena de leyes de incentivos
económicos fomentando tanto las industrias que tradicionalmente han logrado impulsar
nuestra economía, como industrias de innovación, las cuales han demostrado tener un
impacto inmediato en nuestra isla. Leyes tales como la Ley de Desarrollo Turístico de 2010
(Ley 74-2010), Ley de Incentivos para el Desarrollo Económico y Turístico Municipal (Lev
118-2010), Ley de Turismo Médico de Puerto Rico (Ley 196-2010), y la Ley de Turismo



Náutico de 2010 (Ley 241-2010) han tenido el propósito de reforzar los mecanismos
existentes para incentivar el turismo en Puerto Rico y atraer un nuevo segmento de turistas.
Por otro lado, leyes como la Ley de Incentivos Económicos para la Industria Fílmica de
Puerto Rico (Ley 27-2011), Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico (Ley 83-2010),
Ley para Fomentar la Exportación de Servicios (Ley 20-2012), la Ley Para Incentivar el
Traslado de Individuos Inversionistas a Puerto Rico (Ley 22-2012), la Ley Reguladora del
Centro Financiero Internacional (Ley XXX-2012) y la Ley de Fondos de Capital Privado (Ley
XXX-2012) establecen incentivos noveles y creativos que proyectan a Puerto Rico a los
mercados de capital externo como una alternativa atractiva y competitiva, a la vez que leyes
como las enmiendas a la Ley del Fideicomiso para Ciencia, Tecnología e Investigación de
Puerto Rico (Ley 208-2011) ofrecen los incentivos necesarios para poder crear la
infraestructura de la economía del conocimiento a través de la creación de un Distrito de
Ciencia, Tecnología e Investigación de Puerto Rico.

La mayoría de estas leyes de incentivos proveen beneficios contributivos y
económicos mediante un mecanismo de concesión de incentivos recogidos en un decreto,
conforme al cual el Gobierno llega a un acuerdo con el negocio y/o inversionista.
Generalmente, estas concesiones son evaluadas y aprobadas por diversas agencias y/u

\ oficinas gubernamentales que administran las leyes de incentivos. Sin embargo, el proceso
de evaluación y concesión de incentivos muchas veces atenta contra la viabilidad de un
proyecto, cuando la misma depende de la agilidad con que se maneja dicha evaluación, o
cuando la agencia evaluadora carece de información relevante que podría afectar algún
proyecto ante su consideración.

Por todo lo anterior, y cónsono con los objetivos del MENE, entre ellos, el de
reformar el marco reglamentario para convertir al Gobierno en un agente facilitador del
desarrollo saludable del sector privado, mediante esta pieza legislativa, se persigue
reestructurar los procesos de concesión de incentivos para las diferentes industrias que

2



reciben beneficios contributivos y económicos en Puerto Rico mediante la creación de la
Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico, a través de la cual se centralizará el
proceso de solicitud, evaluación y concesión de beneficios bajo diversas leyes de incentivos,
y creando un sistema electrónico de solicitud y almacenamiento de datos de los
concesionarios.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA
El P. del S. 2672 es una medida de origen ejecutivo, para el cual su equivalente es el

P. de la C. 4029. Para atender la iniciativa propuesta en esta medida consideramos el
memorial explicativo del Departamento de Hacienda entregado a ambos cuerpos
legislativos.

El Departamento de Hacienda nos señala que como bien establece la Exposición de
Motivos de la presente pieza legislativa, ante la crisis fiscal y económica que ha estado
atravesando Puerto Rico, una de las principales prioridades de este Gobierno ha sido
promover el desarrollo económico en la Isla. Con este fin en mente, se han aprobado más de
una decena de leyes de incentivos económicos fomentando tanto las industrias que\jsJJ4 tradicionalmente han logrado impulsar nuestra economía, como industrias de innovación,
las cuales han demostrado tener un impacto inmediato en nuestra isla.

La mayoría de estas leyes de incentivos proveen beneficios contributivos y
económicos mediante un mecanismo de concesión de incentivos recogidos en un decreto,
conforme al cual el Gobierno llega a un acuerdo con el negocio y/o inversionista.
Generalmente, estas concesiones son evaluadas y aprobadas por diversas agencias y/u
oficinas gubernamentales que administran las leyes de incentivos. Sin embargo, el proceso
de evaluación y concesión de incentivos muchas veces atenta contra la viabilidad de un
proyecto, cuando la misma depende de la agilidad con que se maneja dicha evaluación, o
cuando la agencia evaluadora carece de información relevante que podría afectar algún
proyecto ante su consideración.
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Por todo lo anterior, y en aras de reformar el marco reglamentario para convertir al
Gobierno en un agente faciitador del desarrollo saludable del sector privado, mediante esta
pieza legislativa se persigue reestructurar los procesos de concesión de incentivos para las
diferentes industrias que reciben beneficios contributivos y económicos en Puerto Rico
mediante la creación de la Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico, a través de
la cual se centralizará el proceso de solicitud, evaluación y concesión de beneficios bajo
diversas leyes de incentivos, y creando un sistema electrónico de solicitud y
almacenamiento de datos de los concesionarios.

Es importante destacar que, luego de evaluar el proyecto de referencia, el
Departamento de Hacienda concurre con su intención legislativa. Asimismo, indican que
los términos y parámetros que contiene la medida proveen agilidad al sistema.

De igual modo, en torno al impacto fiscal del presente proyecto, advierten que el
mismo será uno positivo, ya que al simplificar los procesos de concesión de decretos, se
atrae a su jurisdicción una actividad económica mayor que no ha sido explotada
adecuadamente y con capacidad de inyectar a la economía capital adicional. Por lo tanto, el
Departamento de Hacienda endosa el que se continúe con el trámite del presente proyecto
de ley.

IMPACTO FISCAL ESTATAL
En cumplimiento con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103-2006, según enmendada,

consideramos los comentarios emitidos por el Departamento de Hacienda el cual indica que
en torno al impacto fiscal advierten que el mismo será uno positivo, ya que al simplificar los
procesos de concesión de decretos, se atrae a nuestra jurisdicción una actividad económica
mayor que no ha sido explotada adecuadamente y con capacidad de inyectar a nuestra
economía capital adicional.
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IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, esta
Comisión evaluó la presente medida y concluye que la misma no tiene impacto fiscal
negativo sobre los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

Por las razones antes expuestas, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación
de la medida sin enmiendas.

Respetuosamente sometido,

Comisión de Hacienda
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Referido a la Comisión de Hacienda

\J’ LEY

Para crear la “Ley para la Reforma del Proceso de Concesión de Incentivos en PuertoRico” a los fines de establecer el marco legal y administrativo que regirá lasolicitud, evaluación, concesión o denegación de incentivos por el Gobierno dePuerto Rico; crear la Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico, definirsus funciones, facultades y obligaciones y disponer en torno a su organización;disponer en torno a la revisión administrativa y judicial de las decisionestomadas conforme a esta Ley; para establecer un proceso de transición; y paraotros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Ante la crisis fiscal y económica que ha estado atravesando Puerto Rico, una delas principales prioridades de este Gobierno ha sido promover el desarrollo económicoen la Isla. Con este fin en mente, y a tenor con los objetivos del Modelo Estratégico parauna Nueva Economía (MENE), se han aprobado más de una decena de leyes deincentivos económicos fomentando tanto las industrias que tradicionalmente hanlogrado impulsar nuestra economía, como industrias de innovación, las cuales han



demostrado tener un impacto inmediato en nuestra isla. Leyes tales como la Ley deDesarrollo Turístico de 2010 (Ley 74-2010), Ley de Incentivos para el DesarrolloEconómico y Turístico Municipal (Ley 118-2010), Ley de Turismo Médico de PuertoRico (Ley 196-2010), y la Ley de Turismo Náutico de 2010 (Ley 241-2010) han tenido elpropósito de reforzar los mecanismos existentes para incentivar el turismo en PuertoRico y atraer un nuevo segmento de turistas. Por otro lado, leyes como la Ley deIncentivos Económicos para la Industria Fílmica de Puerto Rico (Ley 27-2011), Ley deIncentivos de Energía Verde de Puerto Rico (Ley 83-2010), Ley para Fomentar laExportación de Servicios (Ley 20-2012), la Ley Para Incentivar el Traslado de IndividuosInversionistas a Puerto Rico (Ley 22-2012), la Ley Reguladora del Centro FinancieroInternacional (Ley XXX-2012) y la Ley de Fondos de Capital Privado (Ley XXX-2012)establecen incentivos noveles y creativos que proyectan a Puerto Rico a los mercados decapital externo como una alternativa atractiva y competitiva, a la vez que leyes como lasenmiendas a la Ley del Fideicomiso para Ciencia, Tecnología e Investigación de PuertoRico (Ley 208-2011) ofrecen los incentivos necesarios para poder crear la infraestructurade la economía del conocimiento a través de la creación de un Distrito de Ciencia,Tecnología e Investigación de Puerto Rico.

La mayoría de estas leyes de incentivos proveen beneficios contributivos yeconómicos mediante un mecanismo de concesión de incentivos recogidos en undecreto, conforme al cual el Gobierno llega a un acuerdo con el negocio y/oinversionista. Generalmente, estas concesiones son evaluadas y aprobadas por diversas
1ç agencias y/u oficinas gubernamentales que administran las leyes de incentivos. Sin\JJ’ embargo, el proceso de evaluación y concesión de incentivos muchas veces atenta‘% contra la viabilidad de un proyecto, cuando la misma depende de la agilidad con que semaneja dicha evaluación, o cuando la agencia evaluadora carece de informaciónrelevante que podría afectar algún proyecto ante su consideración.

Por todo lo anterior, y cónsono con los objetivos del MENE, entre ellos, el dereformar el marco reglamentario para convertir al Gobierno en un agente facilitador deldesarrollo saludable del sector privado, mediante esta pieza legislativa, se persiguereestructurar los procesos de concesión de incentivos para las diferentes industrias quereciben beneficios contributivos y económicos en Puerto Rico mediante la creación de laOficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico, a través de la cual se centralizará elproceso de solicitud, evaluación y concesión de beneficios bajo diversas leyes deincentivos, y creando un sistema electrónico de solicitud y almacenamiento de datos delos concesionarios.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

CAPÍTULO 1- DISPOSICIONES PRELIMINARES

2 Artículo 1.1.-Título
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1 Esta Ley se conocerá como la “Ley para la Reforma del Proceso de Concesión de
2 Incentivos en Puerto Rico”.

3 Artículo 1.2.-Declaración de Política Pública

4 (a) Será la política pública del Gobierno de Puerto Rico:

5 (1) Proveer el ambiente, las oportunidades y las herramientas
6 adecuadas para fomentar el desarrollo económico de Puerto Rico
7 con el fin de ofrecer una mejor calidad de vida;

8 (2) Garantizar una relación entre las diferentes industrias que
9 contribuyen al desarrollo económico de Puerto Rico y el Gobierno

10 de Puerto Rico que se fundamente en la estabilidad, certeza y
11 credibilidad;

12 (3) Mejorar la calidad y eficiencia en la administración de los procesos

de evaluación de solicitudes para el otorgamiento o denegación de
14 Concesiones de Incentivos bajo las diversas leyes de incentivos en
15 Puerto Rico;

16 Artículo 1.3.-Alcance

17 Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación a toda persona, natural o
18 jurídica que solicite o interese solicitar una Concesión de Incentivos bajo las Leyes de
19 Incentivos, según se definen en esta Ley.

20 Artículo 1.4.-Norma de interpretación

21 Las disposiciones de esta Ley se interpretarán de modo que aseguren que la
22 evaluación y concesión de incentivos se lleve a cabo de modo transparente, certero,
23 confiable, uniforme, ágil y garantizando el debido procedimiento de ley.
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1 Artículo 1.5.-Definiciones

2 (a) Definiciones — Para los fines de esta Ley, los siguientes términos, frases y

3 palabras tendrán el significado y alcance que se expresa a continuación:

4 (1) Código — Ley 1-2011, según enmendada, conocida como el “Código

5 de Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, o cualquier ley

6 posterior que la sustituya.

7 (2) Comisionado de Instituciones Financieras — significa el

8 Comisionado de Instituciones Financieras creado por la Ley Núm. 4

9 de 11 de octubre de 1985, según enmendada.

10 (3) Concesión — decreto emitido por el Secretario de Desarrollo, a tenor

11 con el procedimiento establecido en esta Ley, permitiendo a un

12 negocio elegible, según dicho término se define en este Artículo,

13 gozar de los incentivos correspondientes a dicho negocio elegible,

14 según establecidos en la ley de incentivos aplicable.

15 (4) Concesionario — significa cualquier negocio elegible que haya

16 obtenido una concesión de incentivos conforme al procedimiento

17 establecido en esta Ley.

18 (5) Créditos Contributivos u otros beneficios — incentivos establecidos

19 por las Leyes de Incentivos para fomentar ciertas actividades y/o

20 negocios elegibles, mediante la concesión de créditos contributivos

21 o reembolsos.

22 (6) Director de Incentivos — significa el Director de la Oficina de

23 Incentivos para Negocios en Puerto Rico.
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1 (7) Fondos Especiales — fondos especiales establecidos por las Leyes de

2 Incentivos para fomentar ciertas actividades y/o negocios elegibles,

3 mediante la concesión de incentivos a manera de subvención o

4 reembolso.

5 (8) Gobierno de Puerto Rico — el Gobierno de Puerto Rico y todos sus

6 municipios, instrumentalidades, subdivisiones políticas, agencias y

7 corporaciones públicas y cuasi-públicas.

8 (9) Incentivos — beneficios contributivos y económicos establecidos en

9 las diversas Leyes de Incentivos, incluyendo exenciones

10 contributivas, tributación a tasas especiales, Créditos Contributivos

11 u otros beneficios, y/o incentivos provenientes de Fondos

12 Especiales.

13 (10) Ley — Ley para la Reforma del Proceso de Concesión de Incentivos
14’> en Puerto Rico.

15 (11) Leyes de Incentivos — significa:

16 (A) Ley del Fideicomiso para Ciencia, Tecnología e Investigación

17 de Puerto Rico (Ley 214-2004);

18 (B) Ley de Aseguradores y Reaseguradores de Seguros

19 Internacionales de Puerto Rico (Ley 399-2004);

20 (C) Ley de Incentivos Económicos para el Desarrollo de Puerto

21 Rico (Ley 73-2008);

22 (D) Ley de Desarrollo Turístico de 2010 (Ley 74-2010);
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1 (E) Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico (Ley 83-

2 2010);

3 (F) Ley de Incentivos para el Desarrollo Económico y Turístico

4 Municipal (Ley 118-2010);

5 (G) Ley de Estímulo al Mercado de Propiedades Inmuebles (Ley

6 132-2010);

7 (H) Ley de Incentivos Económicos para la Industria Fílmica de

8 Puerto Rico (Ley 27-2011);

9 (1) Ley de Transición del Programa Impulso a la Vivienda (Ley

10 216-2011);

11 (J) Ley para Fomentar la Exportación de Servicios (Ley 20-

12 2012);

13 (K) Ley Para Incentivar el Traslado de Individuos Inversionistas

14 \ a Puerto Rico (Ley 22-2012);

15 (L) Ley Reguladora del Centro Financiero Internacional (Ley

16 XXX-2012);

17 (M) Ley de Fondos de Capital Privado (Ley XXX-2012);

18 (N) Cualquier ley análoga anterior o subsiguiente a las

19 mencionadas en las cláusulas (A) a la (M) de este párrafo,

20 que conceda beneficios económicos y contributivos para

21 negocios en Puerto Rico; y

22 (0) Cualquier ley que conceda incentivos, que el Secretario de

23 Desarrollo y el Secretario de Hacienda establezcan
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1 conjuntamente debe de ser incluida como una Ley de
2 Incentivos bajo esta Ley, mediante reglamento, carta circular
3 u orden administrativa.

4 (12) Negocio Elegible —se considerarán negocios elegibles para obtener
5 una Concesión de incentivos bajo los procedimientos establecidos
6 en esta Ley aquellos negocios y/o actividades descritas en las Leyes
7 de Incentivos.

8 (13) Oficina de Incentivos — significa la Oficina de Incentivos para
9 Negocios en Puerto Rico.

10 (14) Persona — significa cualquier individuo o entidad jurídica.
11 (15) Secretario de Desarrollo — significa el Secretario del Departamento
12 de Desarrollo Económico y Comercio de Puerto Rico.

(16) Secretario de Hacienda — el Secretario del Departamento de
14 Hacienda de Puerto Rico.

15 (b) Los demás términos que se emplean en esta Ley, a menos que
16 específicamente se disponga lo contrario, tendrán el mismo significado
17 que tienen en el Código y sus reglamentos.

18 Artículo 1.6.-Términos utilizados

19 Toda palabra usada en singular en esta Ley, se entenderá que también incluye el
20 plural cuando así lo justifique su uso; y de igual forma, el masculino incluirá el
21 femenino, o viceversa.

22 CAPÍTULO 2-OFICINA DE INCENTIVOS PARA NEGOCIOS EN PUERTO RICO
23 Artículo 2.1.-Creación
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1 Se crea la Oficina de Incentivos para Negocios en Puerto Rico (“Oficina de
2 Incentivos”) adscrita al Departamento de Desarrollo Económico y Comercio de Puerto
3 Rico.

4 Artículo 2.2.-Director de Incentivos

5 Esta oficina será dirigida y administrada por un Director de Incentivos, quien
6 será nombrado por el Secretario de Desarrollo. El Director de Incentivos ejercerá los
7 poderes inherentes a su cargo y cumplirá con los deberes y obligaciones que esta Ley le
8 impone.

9 Artículo 2.3.-Solicitudes de Concesión de Incentivos

10 (a) El Director de Incentivos será responsable de monitorear el recibo de
11 solicitudes de Concesión de Incentivos bajo el procedimiento establecido
12 en esta Ley y de asegurarse de circular las solicitudes a las agencias
13 pertinentes y de recibir comentarios de éstas, así como de hacer todas las
14 notificaciones requeridas, en cumplimiento con el procedimiento
15 establecido en el Capítulo 3 de esta Ley.

16 (b) Se ordena a la Oficina de Incentivos a establecer los sistemas y usar la
17 tecnología necesaria para:

18 (1) Facilitar la radicación y transmisión electrónica y en vivo (haciendo
19 uso del Internet) de solicitudes de Concesión de Incentivos y

20 documentos relacionados, de manera que se agilice la
21 consideración interagencial de solicitudes de Concesión de
22 Incentivos y los procesos en general; y
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1 (2) Mantener una base de datos y cuenta por caso radicado, la cual

2 tanto el Negocio Elegible solicitante o Concesionario, como las

3 agencias que consideren el caso puedan acceder. La información

4 provista por el solicitante, al igual que comentarios formales

5 provistos por las entidades gubernamentales según descrito en el

6 Artículo 3.1, estarán disponibles en la base de datos de la Oficina de

7 Incentivos desde su radicación para que tanto el solicitante como

8 las entidades gubernamentales puedan tener acceso a la

9 información intercambiada a través del sistema.

10 (c) Además, el Director de Incentivos podrá exigir de los solicitantes de

11 Concesión de Incentivos la presentación de aquella documentación

12 adicional que entienda necesaria para evaluar y justificar la Concesión de

Incentivos solicitada.

14 Artículo 2.4.-Investigación de Concesionarios

15 (a) El Director de Incentivos podrá llevar a cabo cualquier investigación que

16 entienda necesaria con relación a las operaciones de un Concesionario

17 para evaluar y asegurar que las actividades que un Concesionario lleva a

18 cabo cumplen con los términos de la Concesión. Todo Concesionario

19 deberá presentar cualquier informe y someter cualquier otra información

20 que le solicite el Director de Incentivos, de tiempo en tiempo, con relación

21 al objeto de una Concesión de Incentivos.

22 (b) El Director de Incentivos podrá examinar cualesquiera libros, papeles,

23 constancias o memorandos pertinentes al objeto de la Concesión de
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1 Incentivos, y tendrá facultad para citar testigos y tomar sus declaraciones
2 con respecto a los hechos alegados, o en cualquier otra forma relacionados
3 con la Concesión de Incentivos solicitada, tomar juramento a cualquier
4 persona que declare ante él, y someter un informe al Secretario de
5 Desarrollo con respecto a la prueba presentada, junto con sus
6 recomendaciones sobre el caso.

7 Artículo 2.5.-Revisión Administrativa

8 (a) El Director de Incentivos podrá celebrar cuantas vistas, públicas y/o
9 administrativas, considere necesarias para cumplir con los deberes y

10 obligaciones que esta Ley le impone, tales como:

11 (1) El proceso de revisión, de suspensión o revocación de una
12 Concesión de Incentivos según se dispone más adelante en esta
13\ Ley;y

14 (2) La revisión de multas establecidas conforme a esta Ley.

15 Artículo 2.6.-Cuenta Especial de la Oficina de Incentivos

16 Los derechos, cargos, penalidades y multas prescritas en virtud de esta Ley,
17 ingresarán en una Cuenta Especial creada para esos efectos en el Departamento de
18 Hacienda, con el propósito de sufragar los gastos ordinarios de funcionamiento de la
19 Oficina de Incentivos. Antes de utilizar los recursos depositados en la Cuenta Especial,
20 la Oficina de Incentivos deberá someter anualmente, para la aprobación de la Oficina de
21 Gerencia y Presupuesto de Puerto Rico, un presupuesto de gastos con cargo a los
22 fondos de la Cuenta Especial. Los recursos de la Cuenta Especial destinada a sufragar
23 los gastos ordinarios de funcionamiento de la Oficina de Incentivos, podrán
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1 complementarse con asignaciones provenientes del Departamento de Desarrollo
2 Económico y Comercio siempre que sea necesario.

3 Artículo 2.7.-Trasferencia de funciones y poderes

4 (a) A tenor con los propósitos de esta Ley, la Oficina de Exención
5 Contributiva Industrial descrita en la Ley 73-2008, según enmendada, y
6 leyes antecesoras, pasará sus poderes funciones, activos y recursos a la
7 Oficina de Incentivos a Negocios en Puerto Rico creada bajo esta Ley.
8 Tanto el Director Ejecutivo como el personal de la antes Oficina de
9 Exención Contributiva Industrial, deberán ejercitar los poderes y

10 desempeñar los deberes y cumplir las obligaciones impuestas por esta Ley
11 a la Oficina de Incentivos. Cualquier referencia a la Oficina de Exención

Contributiva Industrial en las Leyes de Incentivos, se entenderá que es
13 hecha con relación a la Oficina de Incentivos creada bajo esta Ley.
14 (b) Salvo lo dispuesto en el apartado (c) de este Artículo, todas las agencias,
15 instrumentalidades o entes gubernamentales que antes administraban el
16 proceso de concesión de incentivos bajo las Leyes de Incentivos,
17 transferirán al Secretario de Desarrollo y a la Oficina de Incentivos, según
18 aplique, los asuntos dispuestos en esta Ley a partir de la fecha establecida
19 en el Artículo 6.3 de esta Ley, incluyendo todo lo relacionado a:
20 (1) El proceso de solicitud, evaluación, aprobación, emisión,
21 denegación, administración y revocación de Concesiones de
22 Incentivos para todos Negocios Elegibles cobijados por esta Ley;
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1 (2) La aprobación y concesión final de beneficios provenientes de
2 Fondos Especiales; y

3 (3) Cualquier otra función que por virtud de esta Ley se asigne
4 expresamente al Secretario de Desarrollo o al Director de
5 Incentivos, o que de no asignarse expresamente, se considere
6 necesario sea llevada a cabo por el Secretario de Desarrollo o el
7 Director de Incentivos, a manera de evitar una incompatibilidad
8 con los propósitos de esta Ley.

9 (c) El Secretario de Hacienda retendrá todos los derechos y poderes
10 concedidos conforme se dispone en las respectivas Leyes de Incentivos
11 que conceden Créditos Contributivos u otros beneficios.

12 (d) El Secretario de Desarrollo podrá delegar al Director de Incentivos
1 cualesquiera de las facultades a él conferidas en esta Ley o en las Leyes de
14 Incentivos, en lo que respecta a los asuntos cobijados en esta Ley, excepto:
15 (1) La aprobación de Concesiones de Incentivos originales; y
16 (2) La aprobación y concesión final de beneficios provenientes de
17 Fondos Especiales.

18 (e) Cualquier reglamento que rija la operación de la Oficina de Exención
19 Contributiva Industrial, que esté vigente a la fecha en que tenga
20 efectividad la transferencia autorizada en esta Ley y que no sea contrario a
21 los propósitos de esta Ley, continuará en vigor hasta que sea enmendado
22 o derogado por la autoridad administrativa correspondiente.

23 CAPÍTULO 3- PROCEDIMIENTOS
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1 Artículo 3.1.-Procedimiento Ordinario

2 (a) Solicitudes ante la Oficina de Incentivos.

3 (1) Cualquier persona que ha establecido, o propone establecer en

4 Puerto Rico un Negocio Elegible, según dicho término se define en

5 esta Ley, podrá solicitar los beneficios de las Leyes de Incentivos,

6 mediante la radicación de una solicitud ante la Oficina de

7 Incentivos, utilizando el sistema electrónico establecido para ello.

8 (2) El Director de Incentivos establecerá mediante reglamento, carta

9 circular o determinación administrativa la información y/o

10 documentación que requerirá dicha solicitud.

11 (3) Al momento de la radicación, el Director de Incentivos cobrará los

12 derechos por concepto del trámite correspondiente, los cuales serán

13 pagados mediante transferencia electrónica en el portal establecido

14 para esto por la Oficina de Incentivos.

15 (4) El Director de Incentivos establecerá mediante reglamento, carta

16 circular o determinación administrativa, los derechos a cobrarse

17 por concepto del trámite.

18 (5) Toda comunicación oficial con relación a una solicitud de

19 Concesión de Incentivos se hará accediendo la cuenta del solicitante

20 que se habrá creado en el portal electrónico que para estos

21 propósitos establecerá la Oficina de Incentivos. El Director de

22 Incentivos podrá establecer otros medios de comunicación, pero en



14

1 todo momento mantendrá el sistema previamente descrito en este
2 párrafo.

3 (6) Toda Concesión de Incentivos emitida conforme a lo dispuesto en
4 este Artfculo estará sujeta al fiel cumplimiento de lo establecido en
5 la Ley de Incentivos aplicable, esta Ley, la Concesión de Incentivos,
6

y los reglamentos y determinaciones aplicables. La Oficina de
7 Incentivos se reserva el derecho de evaluar, luego de emitida una

8 Concesión de Incentivos, las operaciones del Concesionario para
9 confirmar la información suministrada por éste e imponer multas o

10 penalidades en caso de incumplimiento, así como la suspensión,
11 revocación o nulidad de la Concesión de Incentivos, según
12 corresponda.

1 (b) Consideración Interagencial de las Solicitudes.-

14 (1) Una vez recibida cualquier solicitud completa por la Oficina de
15 Incentivos, el sistema automatizado de solicitudes enviará, dentro
16 de un período de veinticuatro (24) horas desde el momento de la
17 radicación de la solicitud completa, una notificación electrónica al
18 enlace interagencial designado por el Secretario, Director Ejecutivo

19 o Jefe de Agencia de la(s) agencia(s) o entidad(es)
20 gubernamental(es) que tenga(n) el peritaje adecuado para opinar
21 sobre la solicitud de Concesión de Incentivos, considerando la Ley
22 de Incentivos bajo la cual el solicitante se considera Negocio
23 Elegible, incluyendo al Departamento de Hacienda. La notificación
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1 indicará que una solicitud ha sido radicada y está disponible para

2 revisión en la base de datos de la Oficina de Incentivos.

3 (A) Si la solicitud sometida carece de alguna información, la

4 solicitud será circulada según el párrafo (b)(1) del Artículo

5 3.1 una vez el Director de Incentivos determine que la

6 solicitud ha sido completada por el solicitante..

7 (2) Las entidades gubernamentales que reciban la notificación según

8 establecido en el Artículo 3.1(b)(1) tendrán un término de diez (10)

9 días laborables, contados a partir de que la Oficina de Incentivos

10 circule la solicitud de Concesión de Incentivos para someter

11 comentarios a la misma, incluyendo sobre la elegibilidad del

12 solicitante como Negocio Elegible considerando la información

l3\ provista por el solicitante. Los comentarios de dichas entidades

14 gubernamentales deberán ser enviados por medios electrónicos al

15 Director de Incentivos.

16 (A) Al evaluar la solicitud, el Departamento de Hacienda

17 verificará el cumplimiento del solicitante y sus accionistas o

18 socios, si aplica, con su responsabilidad contributiva bajo el

19 Código y Leyes de Incentivos aplicables y cualquier otro

20 asunto que pueda, a su entender, afectar directamente al

21 fisco. La falta de cumplimiento con dicha responsabilidad

22 contributiva será base para que el Secretario de Hacienda

23 objete la solicitud.
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1 (B) Pasados los diez (10) días laborables indicados en el párrafo

2 (2) de este Artículo, se continuará con el proceso ordinario

3 para la solicitud conforme se indica en el párrafo (3) de este

4 Artículo, incluso en casos en los cuales la Oficina de

5 Incentivos no haya recibido comentarios por las entidades

6 gubernamentales consultadas.

7 (3) La Oficina de Incentivos preparará un borrador de Concesión de

8 Incentivos dentro de un término de cinco (5) días laborables luego

9 de haberse recibido los comentarios de las entidades

10 gubernamentales descritas en el Artículo 3.1(b)(1) o haberse

11 cumplido el término establecido sin comentarios de las mismas,

12 tomando en consideración la información provista en la solicitud y

13 los comentarios de las entidades gubernamentales descritas en el

14 Artículo 3.1(b)(1), y utilizando el formato de decreto aplicable

15 según la Ley de Incentivos aplicable al caso. El borrador de

16 Concesión será circulado a las entidades gubernamentales descritas

17 en el Artículo 3.1(b)(fl, al igual que al municipio en el cual se vaya

18 a establecer el Negocio Elegible, y al Centro de Recaudación de

19 Ingresos Municipales. El borrador de Concesión será publicado en

20 la cuenta del solicitante en la base de datos de la Oficina de

21 Incentivos no más tarde de cinco (5) días laborables luego de

22 haberse recibido los comentarios de las entidades gubernamentales
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1 descritas en el Artículo 3.1(b)(1) o haber concluido el término
2 establecido para recibirlos.

3 (4) En casos de solicitudes de Concesión de Incentivos nuevas, cada
4 entidad gubernamental descrita en el Artículo 3.1(b)(3) tendrá un
5 término de treinta (30) días laborables, contados a partir de que la
6 Oficina de Incentivos circule el borrador de Concesión de
7 Incentivos, para someter comentarios al borrador de Concesión de

8 Incentivos considerando la información provista por el solicitante
9 al igual que las Leyes de Incentivos aplicables, y dicho borrador de

10 Concesión de Incentivos estará disponible en la base de datos de la
11 Oficina de Incentivos desde su radicación. Los comentarios deberán
12 ser enviados por medios electrónicos al Director de Incentivos.

13 (A) En el caso de enmiendas o extensiones a Concesiones de
14 Incentivos, el término de treinta (30) días laborables descrito
15 en el Artículo 3.1(b)(4) será de veinte (20) días laborables.
16 Todos los demás términos serán iguales en estos casos.

17 (5) Pasados los treinta (30) días laborables indicados en el párrafo (4)
18 de este Artículo sin que la Oficina de Incentivos haya recibido

19 objeción al borrador de Concesión de Incentivos por las agencias

20 consultadas, incluyendo el Departamento de Hacienda, el Centro

21 de Recaudación de Ingresos Municipales, y el municipio

22 concerniente, se continuará con el proceso ordinario para la

23 solicitud conforme se indica en el Artículo 3.1(c).
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1 (6) En el caso en que las agencias consultadas levantaran alguna
2 objeción con relación al borrador de Concesión de Incentivos ante
3 su consideración, la Oficina de Incentivos procederá a evaluar
4 dicha objeción y a tomar las acciones que estime pertinente,
5 notificando a las partes y a las agencias correspondientes sobre la
6 acción a tomar y/o sobre la información adicional requerida para
7 evaluar el caso, si alguna. Una vez dilucidada la controversia
8 planteada, el Director de Incentivos continuará con el proceso
9 ordinario para la solicitud conforme se indica en el Artículo 3.1(c).

10 De ser necesaria una extensión de tiempo para dilucidar la
11 controversia, el Director de Incentivos tendrá hasta un máximo de
12 quince (15) días laborables adicionales para resolver la
13 controversia, salvo en casos extraordinarios que el Director de
14 Incentivos le solicite una extensión adicional al Secretario de
15 Desarrollo.

16 (c) Determinación de Concesión de Incentivos.

17 (1) Una vez concluido el proceso de evaluación interagencial conforme
18 a lo establecido en el párrafo (b) de este Artículo, la Oficina de
19 Incentivos tendrá un término de cinco (5) días laborables para
20 evaluar los comentarios sometidos al borrador de Concesión de
21 Incentivos, al cabo de los cuales el Director de Incentivos hará la
22 recomendación que entienda procedente y someterá el caso al
23 Secretario de Desarrollo para su consideración final.
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1 (2) El Director de Incentivos podrá descansar en las recomendaciones

2 suministradas por aquellas agencias o municipios que fueron

3 consultadas y podrá solicitarles que suplementen las mismas al

4 momento de emitir su recomendación al Secretario de Desarrollo.

5 Sin embargo, la aprobación o denegación de la Concesión de

6 Incentivos será a discreción del Secretario de Desarrollo.

7 (3) Al momento de enviar su recomendación de Concesión de

8 Incentivos al Secretario de Desarrollo, el Director de Incentivos

9 notificará a las agencias correspondientes, incluyendo al

10 Departamento de Hacienda, de la presentación de la Concesión de

11 Incentivos ante la consideración del Secretario de Desarrollo y

12 publicará la Concesión de Incentivos enviada al Secretario de

13 Desarrollo en la cuenta del solicitante en la base de datos de la

14 Oficina de Incentivos. En los casos en que las Leyes de Incentivos

15 que conceden Créditos Contributivos u otros beneficios facultan al

16 Secretario de Hacienda a endosar la concesión de dichos beneficios,

17 el Secretario de Hacienda tendrá un término de cinco (5) días

18 laborables, luego de recibida la notificación mencionada en este

19 párrafo, para comentar sobre la Concesión de Incentivos, luego de

20 los cuales, de no haber objeción sobre la Concesión de Incentivos

21 por parte del Secretario de Hacienda, el Secretario de Desarrollo

22 podrá emitir su aprobación o denegación de la Concesión de

23 Incentivos en cualquier momento. En todos los demás casos, el
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1 Secretario de Desarrollo podrá emitir su aprobación o denegación
2 de la Concesión de Incentivos en cualquier momento luego de
3 haberla recibido.

4 (4) Para propósitos de su determinación final, el Secretario de
5 Desarrollo podrá pedir al solicitante información adicional o
6 requerir una reunión.

7 (A) En caso de aprobación, el Secretario de Desarrollo emitirá
8 una notificación electrónica al solicitante con la Concesión de
9 Incentivos, la cual deberá ser aceptada por el solicitante bajo

10 juramento para entrar en vigor.

11 (B) En caso de denegación, el Secretario de Desarrollo emitirá
12 una notificación electrónica al solicitante, con una breve
13 explicación de las razones para su denegación y advirtiendo
14 de los derechos de solicitud de reconsideración y procesos
15 permitidos bajo esta Ley.

16 Artículo 3.2.-Denegación de Solicitudes

17 (a) Denegación si no es en Beneficio de Puerto Rico.

18 (1) El Secretario de Desarrollo podrá denegar cualquier solicitud
19 cuando determinare que su aprobación no resulta en los mejores
20 intereses económicos y sociales de Puerto Rico, luego de considerar
21 factores tales como la naturaleza del negocio, las facilidades físicas,
22 el número de empleos, el montante de la inversión, la localización
23 del proyecto y cualquier otro factor que a su juicio amerite tal
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1 determinación, tomando en consideración los parámetros,

2 directrices, condiciones y política establecida en las Leyes de
3 Incentivos bajo la cual se cobija dicha solicitud.

4 (2) El solicitante, luego de ser notificado electrónicamente de la
5 denegación, podrá solicitar al Secretario de Desarrollo, por
6 conducto del Director de Incentivos una reconsideración, dentro de
7 treinta (30) días laborables después de recibida la notificación,

8 aduciendo los hechos y argumentos respecto a su solicitud que
9 entienda a bien hacer, incluyendo la oferta de cualquier

10 consideración en beneficio de Puerto Rico que estime haga
11 meritoria su solicitud de reconsideración.

(3) En caso de reconsiderar la solicitud, el Secretario de Desarrollo

13 podrá, dentro de quince (15) días laborables de haberse recibido la
14 solicitud de reconsideración, aceptar cualquier consideración

15 ofrecida a beneficio de Puerto Rico y podrá requerir y disponer
16 cualquier otro término o condición que sea necesario para asegurar

17 que la Concesión de Incentivos será para los mejores intereses de

18 Puerto Rico y los propósitos de desarrollo económico e industrial

19 que proponen las Leyes de Incentivos. Pasados quince (15) días

20 laborables de haberse recibido la solicitud de reconsideración, sin

21 emitirse contestación a lo solicitado, se entenderá que la

22 reconsideración fue denegada.
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1 (4) En casos en los que la reconsideración por parte del Secretario de

2 Desarrollo conlleve cambios a la Concesión de Incentivos, dicha

3 Concesión de Incentivos revisada será publicada en la base de

4 datos de la Oficina de Incentivos para consideración interagencial,

5 siguiendo el procedimiento establecido para los borradores de

6 Concesión de Incentivos en el Artículo 3.1(b)O.

7 (5) Todas las decisiones y determinaciones del Secretario de Desarrollo

8 bajo esta Ley, en cuanto a la aprobación de la Concesión de

9 Incentivos y su contenido, serán finales y contra las mismas no

10 procederá revisión judicial o administrativa u otro recurso, a menos

11 que específicamente se disponga de otra forma. Disponiéndose, que

una vez concedida una Concesión de Incentivos bajo esta Ley,

13 ninguna agencia, instrumentalidad pública, subdivisión política,

14 corporación pública, o municipio del Gobierno de Puerto Rico

15 podrá impugnar la legalidad de dicha Concesión de Incentivos o

16 cualquiera de sus disposiciones, excepto según dispuesto en el

17 Artículo 4.3 de esta Ley.

18 (6) El Secretario de Desarrollo podrá denegar cualquier solicitud

19 cuando determinare, a base de los hechos presentados a su

20 consideración, que la solicitud está en conflicto con el interés

21 público de Puerto Rico, que el solicitante no mantiene un negocio

22 bona fide con carácter permanente en Puerto Rico, o en vista de la

23 reputación moral o financiera de las personas que lo constituyen,
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1 los planes y métodos para obtener financiamiento, o cualquier otro

2 factor que pueda indicar que existe una posibilidad razonable de

3 que la Concesión de Incentivos resultará en perjuicio de los

4 intereses económicos y sociales de Puerto Rico.

5 (7) Todo solicitante adversamente afectado o perjudicado por

6 cualquier acción tomada por el Secretario de Desarrollo denegando

7 una solicitud bajo esta Ley, debidamente radicada, tendrá derecho

8 a revisión judicial de la misma a tenor con los términos y

9 condiciones establecidos por el reglamento a ser promulgado por el

10 Director de Incentivos a estos efectos, conforme a las disposiciones

11 de la Ley 110-1988, según enmendada.

CAPÍTULO 4- CONCESIONES DE INCENTIVOS

13 Artículo 4.1.-Naturaleza de las Concesiones de Incentivos

14 (a) En General.- Las Concesiones de Incentivos emitidas en forma de decreto

15 bajo el procedimiento establecido en esta Ley, se considerarán un contrato

16 entre el Concesionario, sus accionistas, socios o dueños y el Gobierno de

17 Puerto Rico, y dicho contrato será la ley entre las partes. Dicho contrato se

18 interpretará liberalmente, de manera cónsona con el propósito de esta Ley

19 y de las Leyes de Incentivos de promover el desarrollo socioeconómico de

20 Puerto Rico. El Secretario de Desarrollo tiene discreción para incluir, a

21 nombre de y en representación del Gobierno de Puerto Rico, aquellos

22 términos y condiciones, concesiones y exenciones que sean consistentes

23 con el propósito de esta Ley y las Leyes de Incentivos y que promuevan el
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1 desarrollo socioeconómico de Puerto Rico, tomándose en consideración la

2 naturaleza de la petición o acción solicitada, así como los hechos y

3 circunstancias relacionadas de cada caso en particular que puedan ser de

4 aplicación.

5 (b) Obligación de Cumplir con lo Representado en la Solicitud.- Todo

6 Concesionario llevará a cabo sus operaciones exentas sustancialmente

7 como las representó en su solicitud, excepto cuando las mismas han sido

8 variadas mediante enmiendas que, a petición del Concesionario, el

9 Secretario de Desarrollo le autorice de acuerdo a las disposiciones de esta

10 Ley.

11 (c) Término de la Concesión.- Un Negocio Elegible que posea una Concesión

12\jI’ de Incentivos otorgada bajo esta Ley podrá disfrutar de la Concesión de

13 Incentivos por el período del beneficio establecido en la Ley de Incentivos

14 correspondiente.

15 (1) Después de la fecha de vigencia de esta Ley, no se recibirán nuevas

16 solicitudes bajo los procedimientos establecidos en las Leyes de

17 Incentivos.

18 (2) Las solicitudes de Concesión de Incentivos que hayan sido

19 radicadas bajo dichas Leyes de Incentivos que no hayan sido

20 adjudicadas antes de la fecha de vigencia de esta Ley, podrán ser

21 procesadas, a elección del solicitante, bajo el proceso establecido en

22 el Capitulo 3 de la presente Ley.
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1 (3) Las reclamaciones, limitaciones y condiciones de Créditos

2 Contributivos u otros beneficios serán conforme a lo establecido en

3 las Leyes de Incentivos y sus reglamentos aplicables.

4 Artículo 4.2.-Transferencia de Concesión de Incentivos

5 (a) Regla General.- La transferencia de una Concesión de Incentivos, o de las

6 acciones, propiedad u otro interés de propiedad en un Concesionario,

7 deberá ser aprobada previamente por el Director de Incentivos, Si la

8 misma se lleva a cabo sin la aprobación previa, la Concesión de Incentivos

9 quedará anulada desde la fecha en que ocurrió la transferencia, excepto en

10 los casos que se enumeran en el apartado (b) de este Artículo. No obstante

11 lo anterior, el Director de Incentivos podrá aprobar retroactivamente

cualquier transferencia efectuada sin su aprobación previa, cuando a su

13 juicio, las circunstancias del caso así lo ameriten, tomando en

14 consideración los mejores intereses de Puerto Rico y los propósitos de

15 desarrollo económico de esta Ley y las Leyes de Incentivos.

16 (b) Excepciones.

17 (1) Las siguientes transferencias serán autorizadas sin necesidad de

18 consentimiento previo:

19 (A) La transferencia de los bienes de un finado a su haber

20 hereditario o la transferencia por legado o herencia;

21 (B) La transferencia dentro de las disposiciones de las Leyes de

22 Incentivos;
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1 (C) La transferencia de acciones o cualquier participación social

2 cuando tal transferencia no resulte directa o indirectamente

3 en un cambio en el dominio o control de un Concesionario;

4 (D) La transferencia de acciones de una corporación que posea u

5 opere un Concesionario, cuando la misma ocurra después

6 que el Director de Incentivos haya determinado que se

7 permitirán cualesquiera transferencias de acciones de tal

8 corporación sin su previa aprobación;

9 (E) La prenda, hipoteca u otra garantía con el propósito de

10 responder de una deuda “bona fide”. Cualquier transferencia

11 de control, título o interés en virtud de dicho contrato estará

sujeta a las disposiciones del procedimiento establecido en el

13 Artículo 3J de esta Ley;

14 (F) La transferencia por operación de ley, por orden de un

15 tribunal o por un juez de quiebra a un síndico o fiduciario.

16 Cualquier transferencia subsiguiente a una tercera persona

17 que no sea el mismo deudor o quebrado anterior estará

18 sujeta a las disposiciones del procedimiento establecido en el

19 Artículo 3.1 de esta Ley; y

20 (G) La transferencia de todos los activos de un Concesionario, a

21 un negocio afiliado. Para fines de este párrafo, negocios

22 afiliados son aquellos cuyos accionistas o socios poseen en

23 común el ochenta por ciento (80%) o más de las
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1 participaciones, o de las acciones con derecho al voto,

2 emitidas y en circulación de dicho Concesionario.

3 (c) Notificación.-

4 (1) Toda transferencia incluida en las excepciones del apartado (b) de

5 este Artículo será informada al Director de Incentivos por el

6 negocio Concesionario, dentro de los treinta (30) días de efectuada

7 la transferencia, excepto las incluidas bajo el párrafo (D) del

8 apartado (b) que no conviertan en accionista en un tenedor de diez

9 por ciento (10%) o más del capital emitido de la corporación, y las

10 incluidas bajo el párrafo (G) del apartado (b), las cuales deberán ser

11 informadas por el Concesionario al Director de Incentivos, previo a

la fecha de la transferencia.

13 Artículo 4.3.-Procedimientos para Suspensión, Revocación Permisiva y

14 Revocación Mandatoria

15 (a) Suspensión y Revocación Permisiva.- El Secretario de Desarrollo (o el

16 Director de Incentivos en la medida en que el Secretario de Desarrollo le

17 haya delegado esta función) podrá suspender la efectividad y los

18 beneficios de cualquier Concesión de Incentivos por un período

19 determinado o podrá revocar cualquier Concesión de Incentivos

20 permanentemente bajo cualquiera de los siguientes casos:

21 (1) Cuando el Concesionario no cumpla con cualesquiera de las

22 obligaciones que le hayan sido impuestas por esta Ley, Leyes de
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1 Incentivos u otras leyes aplicables y sus reglamentos, o por los

2 términos de la Concesión de Incentivos;

3 (2) Cuando el Concesionario no comience operaciones dentro del

4 período fijado para esos propósitos en la Concesión de Incentivos,

5 tomando en consideración y según sea aplicable dado el tipo de

6 actividad que se está fomentando en las Leyes de Incentivos; o

7 (3) Cuando el Concesionario deje de cumplir con su responsabilidad

8 contributiva bajo la Ley de Incentivos aplicable o el Código.

9 (b) Revocación Mandatoria.

10 (1) El Secretario de Desarrollo revocará cualquier Concesión de

11 Incentivos concedida cuando la misma haya sido obtenida por

12 representaciones falsas o fraudulentas sobre la naturaleza del

13 negocio elegible, o la naturaleza o extensión de la actividad

14 elegible, o cualesquiera otros hechos o circunstancias que, en todo o

15 en parte, motivaron la Concesión de Incentivos.

16 (2) En caso de esta revocación, todo el ingreso neto previamente

17 informado como ingreso exento, haya sido o no distribuido, se

18 recalculará y quedará sujeto a las contribuciones impuestas bajo las

19 disposiciones del Código. El Concesionario, además, será

20 considerado como que ha radicado una planilla falsa o fraudulenta

21 con intención de evitar el pago de contribuciones y por

22 consiguiente, quedará sujeto a las disposiciones penales del

23 Código. La contribución adeudada en tal caso, así como
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1 cualesquiera otras contribuciones hasta entonces exentas y no

2 pagadas, quedarán vencidas y pagaderas desde la fecha en que

3 tales contribuciones hubieren vencido y hubieren sido pagaderas a

4 no ser por la Concesión de Incentivos, y serán imputadas y

5 cobradas por el Secretario de Hacienda, los municipios, o las

6 agencias pertinentes, de acuerdo con las disposiciones del Código y

7 otras leyes aplicables.

8 (c) Procedimiento.-

9 (1) En los casos de suspensión y de revocación de una Concesión de

10 Incentivos, el Concesionario tendrá derecho a una vista, conforme

11 al reglamento establecido al efecto por el Secretario de Desarrollo,

luego de la cual el Director de hcentivos o cualquier Examinador

13 Especial de la Oficina de Incentivos designado para ese fin,

14 informará sus conclusiones y recomendaciones al Secretario de

15 Desarrollo.

16 CAPÍTULO 5-INFORMES

17 Artículo 5.1.-Informes Requeridos a Concesionarios y a sus Accionistas o

18 Socios

19 (a) Todo Concesionario radicará anualmente ante el Secretario de Hacienda

20 una planilla de contribución sobre ingresos, independientemente de la

21 cantidad de su ingreso bruto o neto, separada de cualquier otra planilla

22 que por otros motivos esté obligado a rendir con relación a las operaciones

23 de la activad o negocio cubierto por los beneficios provistos en las Leyes



30

1 de Incentivos, y de acuerdo con el Código. El Secretario de Hacienda

2 podrá compartir con el Secretario de Desarrollo y con el Director de

3 Incentivos la información así recibida, siempre y cuando se proteja la

4 confidencialidad de dicha información.

5 (b) Todo accionista o socio de un Concesionario, deberá rendir anualmente

6 ante el Departamento de Hacienda una planilla de contribución sobre

7 ingresos conforme a las disposiciones del Código, siempre que bajo dicho

8 Código tuviera la obligación de así hacerlo.

9 (c) El Concesionario tendrá la obligación de mantener en Puerto Rico, de

10 forma separada, la contabilidad relativa a sus operaciones, así como los

11 récords y expedientes que sean necesarios, además de prestar y someter

12 aquellas declaraciones juradas y cumplir con las reglas y reglamentos en

13 vigor para el debido cumplimiento de los propósitos de las Leyes de

14 Incentivos, esta Ley y que el Secretario de Hacienda pueda prescribir de

15 tiempo en tiempo con relación a la imposición y recaudación de toda clase

16 de contribuciones.

17 (d) Todo Concesionario anualmente radicará electrónicamente con la Oficina

18 de Incentivos, no más tarde de treinta (30) días después de la fecha

19 prescrita por ley para la radicación de la correspondiente planilla de

20 contribución sobre ingresos, incluyendo las prórrogas concedidas para

21 este propósito, un informe autenticado con la firma del Presidente, socio

22 administrador, o su representante autorizado.
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1 (1) Este informe deberá venir acompañado por los derechos que se

2 dispongan por reglamento, carta circular o determinación

3 administrativa y los mismos serán pagados mediante transferencia

4 electrónica.

5 (2) Dicho informe deberá contener una relación de datos que reflejen el

6 cumplimiento de las condiciones establecidas en la Concesión de

7 Incentivos para el año contributivo inmediatamente anterior a la

8 fecha de radicación, conforme a la naturaleza de su negocio y su

9 actividad exenta, así como también cualquier otra información o

10 documentación que se pueda requerir en el formulario que se

11 establezca para estos propósitos, o que se requiera por reglamento,

12 carta circular o determinación administrativa. El Director de

13 Incentivos compartirá dichos informes con el Secretario de

14 Desarrollo y el Secretario de Hacienda.

15 (3) La información ofrecida en este informe anual será utilizada para

16 propósitos de estadísticas y estudios económicos. Los informes

17 estarán disponibles en la base de datos de la Oficina de Incentivos y

18 se notificará de su radicación a las agencias que conforme al

19 Artículo 3.1 generalmente comentan sobre las actividades del

20 Concesionario. Una vez recibida la notificación, las agencias

21 deberán revisar los informes no más tarde de treinta (30) días

22 laborables y notificar al Director de Incentivos sobre cualquier falta
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1 de información o irregularidad detectada tan pronto advengan en

2 conocimiento de la misma.

3 (4) La Oficina de Incentivos realizará auditorías de cumplimiento

4 respecto a los términos y condiciones de la Concesión de

5 Incentivos.

6 (e) Todo Concesionario deberá radicar debidamente cumplimentados los

7 informes que le requiera el Comisionado de Instituciones Financieras, si

8 alguno.

9 (f) El Director de Incentivos podrá imponer una multa administrativa de

10 hasta diez mil dólares ($1O,000) a cualquier Concesionario que deje de

11 radicar los informes que el Secretario de Hacienda, el Secretario de

12 Desarrollo, el Director de Incentivos o el Comisionado de Instituciones

Financieras le requiera, si alguno, o que radique los mismos después de la

14 fecha de su vencimiento. Los ingresos provenientes de estas multas se

15 depositarán en la Cuenta Especial creada para esos efectos en el

16 Departamento de Hacienda. La Oficina de Incentivos podrá iniciar una

17 acción civil para el cobro de dicha multa administrativa en el Tribunal

18 General de Primera Instancia de Puerto Rico, Sección Superior, Sala de

19 San Juan, el cual tendrá jurisdicción exclusiva para entender en ese

20 procedimiento, o podrá considerar el caso para la sanción que

21 corresponda. La radicación de un informe incompleto se considerará como

22 no radicado si la Oficina de Incentivos notifica al Concesionario de alguna

23 omisión en el informe requerido y dicho Concesionario no somete la
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1 información que falta dentro de quince (15) días de haber sido notificada,

2 o no justifica razonablemente la falta de la misma.

3 Artículo 5.2.-Informes Periódicos al Gobernador y a la Asamblea Legislativa

4 (a) En General.- Anualmente, e independientemente de cualquier otro

5 informe requerido por ley, el Secretario de Desarrollo, en consulta con el

6 Secretario de Hacienda, rendirá un informe al Gobernador y a la

7 Asamblea Legislativa sobre el impacto económico y fiscal de las Leyes de

8 Incentivos. Dicho informe deberá ser sometido dentro de los ciento

9 ochenta días (180) después del cierre de cada año fiscal, comenzando con

10 el año fiscal 2012-2013.

11 (b) Información Requerida.- El Secretario de Desarrollo solicitará la

12 información que se dispone a continuación a las agencias del Gobierno, los

13”4S%,1 municipios o a los Concesionarios, según aplique, a fines de realizar el

14 informe dispuesto en el apartado (a) de este Artículo:

15 (1) el número de solicitudes de Concesión sometidas y aprobadas,

16 clasificadas por tipo de negocio y clasificación de actividad;

17 (2) el total de la inversión, empleo y nómina de los Concesionarios;

18 (3) descripción sobre cualquier incentivo adicional que reciba el

19 Concesionario ya sea de fondos del Gobierno local o municipal;

20 (4) el total de activos, pasivos y capital de la firma;

21 (5) las contribuciones pagadas por los Concesionarios por concepto de

22 ingresos, propiedad, regalías, y otros, y la utilización de beneficios,

23 tales y como créditos contributivos y deducciones especiales;
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1 (6) los pagos de contribuciones municipales;

2 (7) comparación de los compromisos contraídos por los

3 Concesionarios con relación al nivel de empleo y otras condiciones

4 establecidas por Concesión; y

5 (8) cualquier otra información que sea necesaria para informar al

6 Gobernador y a la Asamblea Legislativa los alcances y efectos de la

7 implantación de las Leyes de Incentivos.

8 (c) Información Adicional.- Estos informes deberán incluir una evaluación de

9 factores que inciden sobre el desarrollo económico de Puerto Rico, tales

10 como: el impacto del trámite gubernamental de permisos, licencias,

11 autorizaciones, concesiones y cualesquiera otros similares; la

disponibilidad de propiedades y mano de obra diestra.

13 (d) Informe por el Secretario de Hacienda - Anualmente, e

14 independientemente de cualquier otro informe requerido por ley, el

15 Secretario de Hacienda, en consulta con el Secretario de Desarrollo, deberá

16 rendir un informe al Gobernador y a la Asamblea Legislativa sobre las

17 tendencias identificadas en cuanto al pago de contribuciones por los

18 Concesionarios, con una comparación respecto del año anterior y una

19 proyección de tal comportamiento para los próximos tres (3) años

20 siguientes a aquél que corresponda el informe. Dicho informe deberá ser

21 sometido dentro de los ciento ochenta (180) días después del cierre de

22 cada año fiscal, comenzando con el año fiscal 2012-2013. El Departamento

23 de Hacienda, en conjunto con el Secretario de Desarrollo, deberá
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1 establecer los cuestionarios y los reglamentos necesarios para lograr los
2 objetivos de este Artículo.

3 (e) Cooperación entre las Agencias.- Las agencias del Gobierno y los
4 municipios deberán proveer la información dispuesta en este Artículo al
5 Secretario de Desarrollo y al Secretario de Hacienda. El Secretario de
6 Desarrollo podrá establecer mediante reglamento las formas y procesos
7 necesarios para asegurar el intercambio de información requerido por este
8 Artículo.

9 (f) El Secretario de Desarrollo, con la asistencia de el Departamento de
10 Hacienda y el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico,
11 establecerá un repositorio electrónico de datos que permita la
12 acumulación y la actualización de la información acerca de los
13 Concesionarios, así como el acceso por parte de las agencias concernidas,
14 tomando medidas para proteger la confidencialidad de dicha información.
15 Esta información será utilizada para fiscalizar el cumplimiento de las
16 condiciones impuestas a los negocios exentos y desarrollar un sistema de
17 inteligencia promocional que permita identificar y ayudar de manera
18 oportuna a Concesionarios en situación precaria, establecer estrategias de
19 promoción, y asegurar el cumplimiento de los Concesionarios con las
20 condiciones de las Concesiones.

21 CAPÍTULO 6- DISPOSICIONES SUPLEMENTARIAS

22 Artículo 6.1.-Reglamentos bajo esta Ley
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1 (a) El Secretario de Desarrollo preparará, en consulta con las agencias o

2 instrumentalidades que conforme a la materia reglamentada tengan el

3 peritaje adecuado, aquellos reglamentos, cartas circulares,

4 determinaciones administrativas, guías u otras órdenes que sean

5 necesarias para hacer efectivas las disposiciones y propósitos de esta Ley.

6 Dichos reglamentos estarán sujetos, además, a las disposiciones de la Ley

7 170-1988, según enmendada, conocida como Ley de Procedimiento

8 Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Ricoh.

9 (b) Los reglamentos sometidos bajo las Leyes de Incentivos, continuarán

10 siendo aplicables en cuanto no sean incompatibles o inconsistentes con las

11 disposiciones y propósitos de esta Ley.

2 (c) La ausencia de algún reglamento contemplado por esta Ley no impedirá

13 la aplicación de la misma.

14 Artículo 6.2.-Separabilidad y Reglas de Interpretación en Caso de Otras Leyes

15 Conflictivas

16 (a) Si cualquier Artículo, apartado, párrafo, inciso, cláusula, frase o parte de

17 esta Ley fuese declarada inconstitucional por un tribunal de jurisdicción

18 competente, la sentencia dictada a ese efecto no afectará, perjudicará o

19 invalidará el resto de esta Ley, quedando sus efectos limitados al Artículo,

20 apartado, párrafo, cláusula, frase o parte de esta Ley que fuere así

21 declarada inconstitucional.

22 (b) Esta Ley regirá sobre cualquier otra ley o reglamentación relacionada a

23 esta materia. Cualquier otra ley aplicable, incluyendo las Leyes de
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1 Incentivos, deberá enmendarse acorde a lo aquí dispuesto. Sin embargo,
2 podrá utilizarse de manera suplementaria en todo aquello que no
3 contradiga lo expresado por esta Ley.

4 Artículo 6.3.-Vigencia

5 Esta Ley aplicará a todas las solicitudes de Concesión de Incentivos radicadas
luego del 31 de diciembre de 2012, a menos que el Secretario de Desarrollo, en consulta

7 con el Secretario de Hacienda, pida una extensión de tiempo para asegurar el
8 cumplimiento con esta Ley, en cuyo caso esta Ley aplicará a todas las solicitudes de
9 Concesión de Incentivos radicadas luego de la fecha que el Secretario de Desarrollo

10 indique mediante carta circular u orden administrativa, pero dicha fecha no será más
11 tarde del 30 de junio de 2013. En la medida que el Secretario de Desarrollo, en consulta
12 con el Secretario de Hacienda, indique que el nuevo sistema está listo antes del 31 de
13 diciembre de 2012, esta Ley aplicará a todas las solicitudes de Concesión de Incentivos
14 radicadas luego de la fecha que el Secretario de Desarrollo establezca mediante carta
15 circular u orden administrativa.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

La Comisón Especial sobre Reforma Gubernamental del Senado de Puerto Rico, tras haber
estudiado y considerado, de conformidad con las disposiciones del Reglamento del Senado,

recomienda la aprobación del Proyecto del Senado Núm. 2674, con las enmiendas contenidas en
el entirillado electrónico que se acompaña.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado Núm. 2674 propone enmendar la Ley 222-2011, conocida como

“Ley para la Fiscalización del Financiamiento de Campañas Políticas en Puerto Rico”; a fin de

aclarar definiciones, requisitos y procedimientos; autorizar a la Oficina del Contralor Electoral

(OCE) a contratar directamente con los planes de seguros de servicios de salud a nombre de y
para beneficio de sus empleados y funcionarios; permitir al personal de la OCE que sea
participante del Sistema de Retiro del Gobierno la opción de permanecer en el mismo o

seleccionar algún otro programa de retiro privado; y para otros fines.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

La Oficina del Contralor Electoral (OCE) se creó por virtud de la Ley Núm. 222-2011,
conocida como Ley para la Fiscalización del Financiamiento de Campañas Políticas en Puerto

Rico, aprobada el 18 de noviembre de 2011. La creación de esta Oficina surge por varias

razones, entre estas la necesidad de atemperar la legislación estatal a la jurisprudencia

establecida como consecuencia de la determinación del Tribunal Supremo de los Estados Unidos

en el caso Citizens United y. Federal Election Cominission, 558 U.S. 50, 2010. Dicha decisión
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invalidó la prohibición aplicada a los entes jurídicos, de realizar gastos con fines electorales con
fondos propios. Ante esta nueva realidad y el pobre desempeño observado en la gestión de la
antigua Oficina del Auditor Electoral, se estableció la OCE con la misión de velar por la pureza
de los procesos y financiamiento de las campañas políticas en Puerto Rico; además, tiene la
responsabilidad de fiscalizar la pauta en medios, con la finalidad de lograr que las campañas
políticas en medios se realicen de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables.

La OCE y la Comisión Estatal de Elecciones (CEE) se complementan para atender los
asuntos relacionados a los procesos sufragistas en la Isla. La CEE atiende lo electoral y fiscaliza
la pauta en medios de las agencias gubernamentales, mientras la OCE atiende lo relativo a las
campañas eleccionarias. Al igual que la CEE, la OCE tiene autonomía administrativa y puede
hacer acuerdos con agencias gubernamentales y otros entes para utilizar y compartir recursos y
servicios. Sin embargo, el marco legal en que operan estas Oficinas no es uniforme.

Se han identificado áreas de la Ley 222-2011 que deben ser aclaradas por la Asamblea
Legislativa, a través de enmiendas técnicas, para que la “aplicación textualista de la Ley” no
impida que la intención legislativa sea lo que prevalezca en el proceso de la fiscalización de las
campañas políticas en Puerto Rico.

HALLAZGOS Y RECOMENDACIONES

La Ley Núm. 78-2011, conocida como “Código Electoral de Puerto Rico para el Siglo XXI”,
excluyó a la CEE de las disposiciones de algunas leyes, pero la Ley 222-2011 no hizo lo propio
con la OCE. Esto causa disparidad en el marco legal en que operan las dos agencias del Gobierno
de Puerto Rico que tienen la responsabilidad de atender los asuntos eleccionarios en la Isla.

La Comisión Especial sobre Reforma Gubernamental del Senado de Puerto Rico (Comisión),
a la cual se le refirió el Proyecto del Senado Núm. 2674, recibió comentarios sobre la medida de
parte de la Oficina del Contralor Electoral, del Partido Nuevo Progresista y del Partido Popular
Democrático.

La Oficina del Contralor Electoral, entre los comentarios que presentó a la Comisión, resaltó
como algo positivo que, entre las defmiciones que se aclaran, se enmiende la definición de
“Agrupación de ciudadanos” para distinguir a los comités de acción política inscritos en otras
jurisdicciones de los estados Unidos, pues estos “no tienen el propósito principal de participar en
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las elecciones de Puerto Rico”; y que cónsono con ello, el Proyecto propone enmendar los

Artículos 7.001 y 8.000 para que a dichas organizaciones sólo se les requiera informar a la OCE

los donativos recibidos de residentes de Puerto Rico y los gastos para respaldar u oponerse a
candidatos en Puerto Rico.

La OCE mostró preocupación por la eliminación de la definición de donativos, las
comunicaciones coordinadas que haga un comité para apoyar a una plancha o grupo de
candidatos. Según el Contralor Electoral, permitir que los gastos coordinados no se imputen
como donativos a los candidatos quebrantaría el sistema de fiscalización que la misma Ley
establece. Para subsanar dicha situación, recomendó enmendar el inciso (b) del Artículo 7.004 de
la Ley, para incluir una disposición específica para los comités que se creen para apoyar a una
plancha. La Comisión Especial sobre Reforma Gubernamental acogió dicha recomendación.

La OCE no presentó objeción a que los informes de ingresos y gastos que rinden las personas

y los comités sean confidenciales por el término de 90 días, que es el tiempo que tiene la OCE
para evaluar dichos informes. De igual forma, tampoco presentó objeción a que los documentos e
informes que se utilizan para realizar las auditorías sean confidenciales hasta que se publique el
informe final de la misma.

El Contralor también destacó como positivo que los recaudos por concepto de multas
impuestas por la OCE se destinen al Fondo para el Financiamiento de Campañas, ya que esto
evita que haya la apariencia de conflicto de interés al imponerlas. La OCE reconoce como
positivas otras enmiendas propuestas en el Proyecto, plantea que se debe enmendar el Artículo
2.002 de la Ley 222-2011 para que sus disposiciones apliquen a todos los eventos electorales en
Puerto Rico exceptuando la candidatura a Comisionado Res idene. de Puerto Rico en
Washington; y finalmente expresa que ayala la aprobación del P. del S. Núm. 2674.

El Partido Nuevo Progresista (PNP) presentó sus comentarios a través de comunicación
suscrita por el Secretario General, Sr. Omar Negrón Judice. En la misma, el Secretario indicó
que concurren con la exposición de motivos del Proyecto en tanto que la Ley 222-2011 es una
legislación que mantiene elementos de la antigua ley electoral y contiene figuras de nueva
creación, por lo que en su aplicación, puede haber necesidad de atemperarla a las realidad.

Al igual que la OCE, el PNP presentó preocupación sobre la exclusión de las comunicaciones
coordinadas de la definición de donativos. Además, se expresa a favor de que se le de autonomía
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administrativa a la OCE; que se mantengan confidenciales por el término de 90 días los informes
de ingresos y gastos que presentan las personas y comités; que los recaudos por concepto de
multas vayan al Fondo Especial para el Financiamiento de Campañas en lugar de ir al Fondo de
la OCE, como está en la Ley vigente; y de otras enmiendas técnicas propuestas en el Proyecto.

El Partido Popular Democrático (PPD), a través de comunicación suscrita por el Secretario
General, Lcdo. Víctor Suárez Meléndez, expresó que, en cuanto este tipo de legislación, es
lamentable que no haya consenso entre los partidos y enfatiza su preocupación porque la Ley
está siendo enmendada luego de iniciado el presente ciclo electoral Sin embargo, aceptaron la
invitación a comentar sobre el Proyecto y reconocen que la mayoría de las enmiendas que se
insertaron en el Proyecto, en realidad son enmiendas técnicas.

El PPD no coincide con las enmiendas propuestas sobre las agrupaciones de ciudadanos
porque su posición es que toda entidad que se proponga o de alguna manera realice cualquier
tipo de gasto de campaña en Puerto Rico, debe registrarse y estar sujeta a la OCE. En cuanto a la
definición de fondos segregados, recomiendan que se revise el lenguaje porque como está
“sugiere la posibilidad de que este tipo de comité puede hacer cualquier tipo de aportación con
fines electorales en cualquier campaña. Indica el Secretario del PPD que este mecanismo
terminará siendo un subterfugio para canalizar donativos que de otra manera resultarían ilegales
de hacer directamente a un partido o candidato.

El PPD expresó que en esta legislación existen diferencias extraordinarias que deben ser
corregidas, entre las agrupaciones obreras y las corporaciones. Sin embargo, no presentaron
recomendaciones para corregir dichas diferencias. Sobre la deuda de los partidos políticos, el
PPD expresó que la deuda susceptible a ser eliminada, mediante el mecanismo dispuesto en el
Artículo 7.013 de la Ley 222-2011, no debe incluir deudas cuyo acreedor es el Gobierno.

Por último, el PPD recomienda que se reduzca el término que tiene la OCE para publicar sus
informes sobre las auditorias, de veinticuatro (24) a doce (12) meses; y que se reconsideren las
exigencias del Articulo 8 009 “Comunicaciones hechas por los candidatos o personas
autorizadas”. Indica el Secretario que este lenguaje es entendible si el gasto lo realiza un comité
de acción política, pero no tiene no tiene sentido cuando el que paga el anuncio es el candidato o
el partido que se está anunciando.
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La Comisión suscribiente realizó el mayor esfuerzo para acoger las recomendaciones que se

entendió mejoran la pieza legislativa objeto de evaluación, así como para armonizar otros

señalamientos.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

La Comisión suscribiente entiende que esta medida no tiene impacto fiscal sobre las fmanzas

de los gobiernos municipales.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

La Comisión suscribiente entiende que ninguna de las enmiendas propuestas en el P. del 5.
Núm. 2674 a la Ley 222-2011 tiene impacto fiscal sobre el Fondo General.

CONCLUSIÓN

La creación de una oficina especializada e independiente para fiscalizar los asuntos
relacionados al financiamiento de campañas electorales en la Isla fue una iniciativa cónsona con
la polftica pública establecida en el Gobierno de Puerto Rico sobre la cual se han identificado
áreas que requieren ser atendidas a través de la realización de enmiendas técnicas al lenguaje de
la Ley El P del 5 Núm 2674, recoge los requerimiento de enmiendas técnicas que hasta el
momento se han identificado, tanto por la Asamblea Legislativa como por los partidos políticos y
la misma Oficina del Contralor Electoral,

A tenor con lo anterior, la Comisión Especial sobre Reforma Gubernamental del Senado de
Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del Proyecto del Senado
Núm. 2674, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que le acompaña.

Respetuosamente sometido,

Hon / ita Nolas o Santiago
PreskJi
Comisión special sobre Reforma Gubernamental
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LEY
Para enmendar los Artículos 1.001, 2.004, 3.003, 3.005, 3.007, 3.008, 3.015, 6.001, 6.004, 6.005,

6.007, 6.008, 6.010, 7.000, 7.001, 7.003, 7.013, 8.000, 8.003, 8.005, 8.006, 8.009, 8.011,
10.002, 10.004, 11.004, 11.005 y añadir un nuevo Artículo 11.004 a la Ley 222-2011,
mejor conocida como “Ley para la Fiscalización del Financiamiento de Campañas
Políticas en Puerto Rico”, a los fmes de realizar enmiendas técnicas, aclarar defmiciones
y requisitos y procedimientos autorizar a la Oficina del Contralor Electoral a contratar
directamente con los planes de seguros de servicios de salud a nombre de y para
beneficio de sus empleados y funcionarios: permitir al personal de la Oficina del
Contralor Electoral que sea participante del Sistema de Retiro del Gobierno la opción de
permanecer en el mismo o seleccionar algún otro programa de retiro privado, y para otros
fines.

EXPOSICION DE MOTIVOS
La Ley 222-2011, mejor conocida como “Ley para la Fiscalización del Financiamiento de

Campañas Políticas en Puerto Rico” fue aprobada el 18 de junio noviembre de 2011. Esta Ley

establece la Oficina del Contralor Electoral con autonomía administrativa, legal y presupuestaria,

separada de la Comisión Estatal de Elecciones. Asimismo, crea la figura del Contralor Electoral,

autoridad nominadora y oficial ejecutivo de la Oficina del Contralor Electoral. Es a este a quien

la Ley 222-2011, le delega la fiscalización del financiamiento de las campañas políticas en

Puerto Rico.

Con este estatuto, Puerto Rico se convirtió en una de las primeras jurisdicciones de los

Estados Unidos en atemperar su legislación electoral al caso Citizens United y. Federal Election
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Commision, 558 liS. 50, 2010, decisión del Tribunal Supremo de los Estados Unidos que

invalidó las limitaciones legales que prohibían a las corporaciones realizar gastos con fines

electorales utilizando sus propios fondos. La Ley 222-2011, en cumplimiento con lo anterior

crea las figuras del comité de fondos segregados y del comité de gastos independientes y le

impone requisitos de registro e informes. Con lo anterior se salvaguardan la libertad de expresión

de las corporaciones, pero se le provee al electorado información sobre la identidad y la fuente

de los recursos utilizados para los mensajes políticos que intentan influenciarlo.

Por ser la Ley 222-20 1 1, una legislación de vanguardia, la cual, aunque mantiene elementos

de la antigua ley electoral, contiene figuras de nueva creación, es en su aplicación que sea

hace aparento imperante la necesidad de atemperarla a la realidad. De esta forma se evita que en

la aplicación textualista de la Ley la misma se convierta inoperante ante la gie gama de

situaciones que rodean el proceso de campañas políticas en Puerto Rico.

Por todo lo anterior, esta Asamblea Legislativa entiende necesario enmendar la Ley 222-

2011, mejor conocida como “Ley para la Fiscalización del Financiamiento de Campañas

Políticas en Puerto Rico” para adaptarla a la realidad de las campañas políticas en Puerto Rico.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Artículo 1. - Se enmienda el Artículo 1.001, de la Ley 222-2011, para que lea como sigue:

2 “Artículo 1.001.- Tabla de contendido

3 CAPÍTULO II DISPOSICIONES PRELIMINARES

4

5 CAPITULO Vi DOÑATIVOS

6 Artículo 6.000

7

8 Artículo 6.004 Donativos [en efectivo] anónimos

9

10 CAPÍTULO XI FISCALIZACIÓN Y CUMPLIMIENTO

11
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1 Artículo 11.003 Recibo de Recomendaciones

2 Artículo 11.004 Auditorías

3 Artículo [11.004] 11.005 Procedimiento Judicial para Solicitar Interdicto

4 Artículo [11.005] 11.006 Designación de jueces y juezas en casos electorales

5

6 Artículo 2. * Se enmienda el Artículo 2.002 de la Lev 222-2011. para que lea como sigue:

7 “Artículo 2.002. - Alcance

8 Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación a toda persona, natural o jurídica, que

9 recaude gaste contribuva o de alguna forma reciba recaudos o donativos o participe en el

10 financiamiento de una campaña eleccionaria relacionada con puestos electivos, fórmulas de

11 status, o alternativas para evaluación y selección de los electores en un referéndum, plebiscito

12 o consultas que se establezcan a través de legislación a ese respecto Las disposiciones de esta

13 Ley no serán aplicables a campañas para el puesto de Comisionado Residente de Puerto Rico

14 en Washington. ni a las campañas de los partidos nacionales. La organización,

15 financiamiento overación y fiscalización gubernamental de las campañas para cargos a nivel

16 federal se regirán por los requisitos aplicables a candidaturas federales expuestos en la

17 legislacion federal y estaran sujetos a la jurisdiccion de la Comision Federal de Elecciones”

18 Artículo 3.- Se enmiendan los incisos 2, 14, 15, 17, 21, 23, 25, 35, 36, 40, 41, 4 53 y

19 56, se reenumeran los incisos subsiguientes, se añade un nuevo inciso 7 y se elimina el inciso

20 19 del Artículo 2.004, de la Ley 222-2011, para que lea como sigue:

21 “Artículo 2.004.- Definiciones

22 1)...
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1 2) “Agrupación de ciudadanos”: grupo de personas que se organiza con [la

2 intención de] el propósito principal de participar en el proceso electoral en

3 Puerto Rico. También se conocerá como comité. Podrá constituirse y operar

4 como comité de campaña, comité autorizado o comité de acción política.

5 Pero, aunque no se constituya como comité, deberá cumplir con los requisitos

6 de registro, informes y con las limitaciones dispuestas en esta Ley yio en los

7 reglamentos aplicables a los comités, según sea el caso.

8

9 6)...

10 7) “Auditoría”: examen objetivo, independiente, sistemático y profesional de las

11 actividades financieras, administrativas y operacionales, ejecutadas por todas

12 aquellas personas, partidos políticos, candidatos, comités de acción política y

13 grupos independientes sujetos a las disposiciones de esta Ley.

14 [7)] 8) “Candidato”:

15 [8)] 9) “Campaña independiente”:

16 [9)] ¡0) “Cámara de Representantes”:

17 [10)] 11) “Comisión o Comisión Estatal de Elecciones”:

18 [11)] ¡2) “Comisionado Electoral”:

19 [12)] 13) “Comité”:

20 [13)] 14) “Comité Autorizado”:

21 [14j ¡5) “Comité de Acción Política”:

22 a. comité que:
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1 (1) se organiza con el propósito principal de promover, fomentar o

2 abogar a favor o en contra del triunfo de un partido político o de

3 cualquier asunto que se presente en un plebiscito, consulta o

4 referéndum; o por la elección o derrota de un aspirante en primarias o

5 de un candidato en una elección general o especial a un cargo electivo

6 en el Gobierno de Puerto Rico; y

7 (2)...

8 b.

9 [15)] 16) “Comité de Campaña”: comité designado como tal por un partido

10 político,

11 aspirante o candidato con el propósito de [agrupación de ciudadanos

12 dedicada a] dirigir, promover, fomentar, ayudar yio asesorar en [la]

13 su campaña [de cualquier partido político, aspirante o candidato]

14 con la anuencia del propio partido político, aspirante o candidato.

15 Podrá recibir donativos e incurrir en gastos. Los donativos que reciba

16 se entenderán hechos al aspirante, candidato o partido político

17 correspondiente, y las actividades que planifique, organice o lleve a

18 cabo, así como los gastos en que incurra, se entenderán coordinados

19 con aquellos.

20 [16)] 17) “Comité de Partido Político”:

21 [17)] 18) “Comité [o Fondo Segregado] de Fondos Segregados”: comité

22 establecido por una persona jur(dica. en cumplimiento con el Artículo

23 6.007 de esta Ley, con elfin de [comité de acción política que deberá
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1 registrarse en la Oficina del Contralor Electoral, rendir informes y

2 cumplir con todos los requisitos de esta Ley. Si hace] hacer

3 donaciones a: aspirantes, candidatos, otros comités, agentes o

4 representantes autorizados de cualesquiera de los anteriores, le

5 aplicaran los límites de donaciones, según dispuesto por esta Ley. Si

6 por el contrario, el comité [de acción política] no aporta a, ni coordina

7 con ninguno de los entes antes indicados, esta Ley no le impone límites

8 a las aportaciones o gastos con fines electorales que haga dicho comité;

9 pero, sí le aplican las disposiciones de autorización para el

10 establecimiento de un comité [o fondo segregado] dispuestas en el

11 Artículo 6.010 de esta Ley. Además, deberá cumplir con las

12 disposiciones de registro e informes dispuestas en esta Ley requeridos

13 a los Comiks de Acción Política.

14 [18)] 19) “Comunicación”:

15 [19) “Comunicación coordinada”: una comunicación:

16 (a) que es pagada o financiada por alguien distinto a un partido

17 político, aspirante o candidato, o por el comité de campaña,

18 agente, representante o comité autorizado de cualquiera de los

19 anteriores;

20 (b) que tiene fines electorales; y

21 (e) que es creada, producida o distribuida:

22 (1) con la anuencia o a petición o sugerencia de, o en

23 común acuerdo con un partido político, aspirante,
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1 candidato, comité de campaña o agente,

2 representante o comité autorizado de cualquiera de

3 los anteriores; o

4 (2) luego de acordar el contenido, lugar o frecuencia de

5 la comunicación entre:

6 (i) la persona o entidad que financió o pagó por la

7 comunicación o sus agentes, representantes o

8 empleados, y

9 (ji) un partido político, aspirante o candidato, o el

10 comité de campaña, agente, representante o comité

11 autorizado de cualesquiera de los anteriores; o

12 (3) la persona que pagó o financió la comunicación,

13 emplea o utiliza un suplidor para crear, producir o

14 distribuir la comunicación y dicho suplidor

15 (i) está al mismo tiempo proveyendo servicios, o

16 (II) ha dado servicios al partido político, aspirante o

17 candidato o al comité de campaña, comité

18 autorizado, agente o representante de

19 cualesquiera de los anteriores durante los

20 noventa (90) días anteriores a la creación,

21 producción o distribución de la comunicación, de

22 manera que
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1 (a) coloca al suplidor en posición de adquirir

2 infonnación sobre los planes, proyectos,

3 estrategia, actividades o necesidades del

4 partido, aspirante, candidato o al comité de

5 campaña, comité autorizado, agente o

6 representante de cualquiera de éstos, y

7 (b) puede razonablemente inferirse que utiliza o

8 puede utilizar dicha información en la

9 creación, producción o distribución de la

10 comunicación.

11 La comunicación coordinada se considerará un donativo al partido

12 político, aspirante o candidato con quien se coordine la misma.]

13 20) “Comunicación electoral o con fines electorales”:

14 21) “Comunicación dirigida al electorado”: que la comunicación puede ser

15 recibida: [en el distrito senatorial o representativo que el aspirante o

16 candidato aspira a representar cuando la comunicación se refiere a un

17 candidato o aspirante claramente identificado a senador o representante;]

18 (a) en el distrito senatorial o representativo que el aspirante o candidato

19 aspira a representar cuando la comunicación se refiere a un candidato

20 o aspirante claramente identificado a senador o representante;

21 [(a)J(b) en cualquier municipio de Puerto Rico cuando se refiere a un

22 candidato o aspirante claramente identificado a Senador o

23 Representante por Acumulación;
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1 [(b)j(c)en un municipio cuando la comunicación se refiere a un candidato o

2 aspirante claramente identificado a alcalde,

3 [(c)](d)en cualquier municipio de Puerto Rico cuando se refiere a un candidato

4 o aspirante claramente identificado a Gobernador, o

5 [(d)J(e) en cualquier municipio de Puerto Rico cuando se hace para fomentar

6 la elección o derrota de una opción específica en cualquier referéndum

7 o consulta al electorado.

8 22) “Contralor Electoral”:

9 23) “Donativo”: (a)...

10 (b)...

11 (c)...

12 (d)...

13 No se considerará “donativo”:

14 (a)...

15

16 (g)...

17 (i)...

18 (u)...

19 (iii) tales pagos no se sufraguen con donativos hechos

20 a un aspirante o candidato; [y] y

21 (h) los gastos de un comité de acc

22 comumcacwncs coorduwdasy

23
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1 24) “Donativo en exceso”:

2 25) “Donativo tardío”: cualquier donativo:

3 (a) cuyo valor agregado sea mil (1,000) dólares o más y es hecho o recibido

4 por un partido, candidato, aspirante comité autorizado, comité de campaña

5 (b) o Comité de Acción Política, cuyo propósito principal sea apoyar u

6 oponerse a un candidato o a una alternativa en un referéndum o consulta; y

7 (c)...

8 26) “Elección o Elecciones”:

9

10 35) “Gasto coordinado”:

11 [(a) se hace de común acuerdo, o a solicitud o sugerencia de, o con la

12 anuencia de un partido político, aspirante o candidato, del comité

13 de campaña o el agente, representante o comité autorizado de

14 cualesquiera de los anteriores; o

15 (b) se planifica o realiza alguna actividad de cualquier tipo, incluyendo

16 pero sin limitarse a, la adquisición o arrendamiento de alguna cosa

17 o la compra de tiempo o espacio en un medio de difusión, luego de

18 discutir con el partido político, aspirante, o candidato, o con el

19 comité de campaña, o el agente, representante o comité autorizado

20 de cualesquiera de los anteriores, las necesidades, objetivos, planes

21 o estrategia de campaña de ese partido político, aspirante o

22 candidato, o del comité de campaña, comité autorizado, agente o

23 representante autorizado de cualesquiera de los anteriores.]
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1 Un gasto espec(fico:

2 (a) que es pagado o financiado por alguien distinto a un partido político,

3 aspirante o candidato, comité cte campaña, agente, representante o

4 comité autorizado de cualquiera de los anteriores;

5 (b) que tienefines electorales; y

6 (c) que es incurrido, producido o distribuido:

7 (1) a petición o sugerencia de, o en común acuerdo con un partido

8 político, aspirante, candidato, comité de campaña o agente,

9 representante o comité autorizado de cualquiera de los

10 anteriores; o

11 (2) luego de acordar el contenido, momento, lugar, modo o

12 frecuencia del gasto entre:

13 (i) la persona o entidad que financió o pagó por el gasto o sus

14 agentes, representantes o empleados, y

15 (u) un partido político, aspirante o candidato, o el comité de

16 campaña, agente, representante o comité autorizado de

17 cualesquiera de los anteriores; o

18 (3) la persona que pagó o J7nanció el gasto, emplea o utiliza un

19 suplidor para crear, producir o distribuir la comunicación y

20 dicho suplidor:

21 (i) está al mismo tiempo proveyendo servicios, o

22 (u) ha dado servicios al partido político, aspirante o candidato o al

23 comité de campaña, comité autorizado, agente o representante
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1 de cualesquiera de los anteriores durante los noventa (90) días

2 anteriores a la creación, producción o distribución de la

3 comunicación, de manera que:

4 (a) coloca al suplidor en posición de adquirir información

5 sobre los planes, proyectos, estrategia, actividades o

6 necesidades del partido, aspirante, candidato o al comité

7 de campaña, comité autorizado, agente o representante de

8 cualquiera de éstos, y

9 (b) puede razonablemente inferirse que utiliza o puede utilizar

lo dicha información en la creación, producción o

11 distribución de la comunicación.

12 Un gasto coordinado se considerará un donativo al partido político, aspirante

13 o candidato con quien se coordine el mismo.

14 36) “Gasto en exceso”: cualquier gasto [de propaganda] de campaña efectuado

15 por cualquier persona, natural o jurídica, en violación de los límites y

16 prohibiciones establecidos en esta Ley.

17

18 40) “[Medio o medios] Medios de comunicación”: organizaciones, [agencias de

19 publicidad,] negocios o empresas de radio, cine, televisión, cable tv, sistemas

20 de satélite, periódicos, revistas, rótulos, internet, medios electrónicos y otros

21 medios similares.

22 41) “[Medio o medios] Medios de difusión”: libros, radio, cine, televisión,

23 televisión por cable o satélite , internet, periódicos, revistas y publicaciones,
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1 [hojas sueltas, postales], rótulos, sistema de satélite, teléfono, [banco

2 telefónico, letreros, pasquines, pancartas, placas, tarjas, carteles,

3 altoparlantes, cruzacalles, inscripciones, afiches, objetos, símbolos,

4 emblemas, fotografías, ya sean en cintas, discos, discos compactos,] medios

5 electrónicos u otros medios similares.

6

7 53) “Partido principal”: partido político que participó en la elección general

8 precedente y que en la candidatura a gobernador obtuvo al menos veinticinco

9 por ciento (25%) de la cantidad de votos cn la candidatura a gobcrnador

10 emitidos por la totalidad de electores que participaron en esa elección general.

11

12 56) “Persona jurídica”: incluye a la corporación, la entidad de responsabilidad

13 limitada, la sociedad, la cooperativa, el fideicomiso, el grupo de personas que

14 se organiza como una asociación y la organización laboral. Para fines de las

15 exigencias que imponen los Artículos 6.007 al 6.010 de esta Ley, no se

16 considerará persona jurídica a una entidad que, sin importar su nombre,

17 constituya un comité de acción política o partido nacional o local, u otra

18 organización política bajo el Código de Rentas Internas de los Estados

19 Unidos, según su naturaleza y origen, y según definido por esta Ley. No

20 obstante, una persona jurídica no creada para propósitos electorales y que

21 desee destinar fondos segregados o hacer un gasto independiente, cumplirá

22 con todos los requisitos, limitaciones e informes exigidos a los comités de

23 acción política y con las exigencias del Capítulo VI de esta Ley.
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1

2 72)...”

3 Artículo
. 4. — Se enmienda los incisos (1) y (bb), se renumeran renominan los incisos (x),

4 (y), (z), (aa) y (cc) como (w), (x), (y), (z) y (cc) respectivamente del Artículo 3.003 de la Ley

5 222-2011, para que lea como sigue:

6 “Artículo 3.003.- Facultades, deberes y funciones del Contralor Electoral.

7 Serán facultades, deberes y funciones generales del Contralor Electoral los siguientes:

8 a.

9

10 f. expedir y notificar las determinaciones y comunicaciones que le requiere y

11 autoriza esta Ley; nombrar los funcionarios y empleados de la Oficina del

12 Contralor Electoral, los cuales deberán contar con la capacidad técnica y

13 experiencia requerida para lograr los propósitos de esta Ley, así como nombrar el

14 personal necesario para que realicen sus funciones, conforme esta Ley. La Oficina

15 del Contralor Electoral será un Administrador Individual, y su personal estará

16 excluido de las disposiciones de la Ley 184 - 2004, según enmendada, conocida

17 como “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio

18 Público del Gobierno de Puerto Rico”, [y] de la Ley 45 -1998, según enmendada,

19 mejor conocida como “Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio Público de

20 Puerto Rico” y de la Ley 95 de 29 de junzo de 1963, según enmendada, conocida

21 como “Ley de Beneficios de Salud para Empleados Públicos El personal de la

22 Oficina del Contralor Electoral podrá acogerse a los beneficios que brinde algún

23 Sistema de Retiro o de Inversión para Retiro que provea el Gobierno de Puerto
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1 Rico u otro al que estuviere cotizando o participando a la fecha de su

2 nombramiento o podrá seleccionar algún otro método de retiro privadoJ

3 Oficina del Contralor Electoral estará exenta del cumplimiento de acuellas leyes.

4 reglamentos y cartas circulares que no sean aplicables a la Comisión Estatal de

5 Elecciones”

6 g.

7

8 [x.] w.

9 [y.]x.

10 [z.]y.

11 [aa.J z.

12 [bb.] aa. establecer programas de educación y orientación en tomo a las obligaciones,

13 deberes y responsabilidades que impone esta Ley; la asistencia a estos programas

14 de educación y asesoramiento será obligatoria para todo aspirante y candidato y

15 para todo tesorero y sub tesorero de los comités que permite esta Ley; no más

16 tarde de treinta (30) días después de la radicación de una candidatura y no más

17 tarde de quince (15) días que se llene una vacante por reemplazo, el aspirante o

18 candidato deberá completar el adiestramiento que provea la Oficina del Contralor

19 Electoral; esta Oficina tendrá la responsabilidad de emitir la certificación

20 correspondiente y publicar una lista de los aspirantes y candidatos certificados; en

21 el caso de los tesoreros y sub tesoreros, éstos deberán tomar los cursos no más

22 tarde de treinta (30) días de su designación; el Contralor Electoral o la persona

23 que éste designe, deberá ofrecer estos cursos, fuera del horario regular de trabajo
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1 y fmes de semana cuando así lo solicite el aspirante, candidato, tesorero o sub

2 tesorero; disponiéndose que si algún aspirante, candidato, tesorero o sub tesorero

3 incumple con esta obligación estará sujeto a las multas administrativas que esta

4 Ley permite; e

5 [cc.] bb. Investigar posibles violaciones a las disposiciones y reglamentos de esta Ley.

6 Artículo -4- .- Se enmienda el inciso (h) del Artículo 3.005 de la Ley 222-2011, para que

7 lea como sigue:

8 “Artículo 3.005. - Facultades y deberes del Secretario de la Oficina del Contralor

9 Electoral.

10 Además de cualesquiera otras funciones o deberes dispuestos en esta Ley o sus

11 reglamentos, el Secretario tendrá los siguientes:

12 (a)

13

14 (h) presentar y mostrar los expedientes y documentos que competen al Contralor

15 Electoral a toda persona que así lo solicite, observando en todo momento que no

16 se alteren, mutilen o destruyan y sin permitir que se saquen de su oficina, excepto

17 documentos identificados como confidenciales por esta Ley;

18

19 (j)

20 Artículo S .- Se enmienda el inciso (b) del Artículo 3.007 de la Ley 222-2011, para que

21 lea como sigue:

22 “Artículo 3.007.- Reglamentación
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1 De modo que pueda descargar los deberes y facultades que esta Ley le impone, la Oficina

2 del Contralor Electoral está facultada para, según aplique, adoptar, enmendar yio derogar:

3 a.

4 b. los reglamentos para establecer el trámite que deberá seguirse en el desempeño de

5 las funciones de fiscalización y cumplimiento que establece esta Ley; los

6 reglamentos necesarios para establecer el cobro de derechos, aranceles y cargos,

7 previa aprobación, de conformidad con las disposiciones aplicables, los

8 reglamentos que garantizaran que las auditorías se realicen simultáneamente para

9 todos los candidatos a un mismo cargo, incluyendo los que no hayan resultado

10 electos.[; previo a la publicación de los informes de auditoría, el Contralor

11 Electoral brindará a los candidatos la oportunidad de enmendar, contestar y

12 exponer por escrito su explicación en torno a los señalamientos preliminares

13 contenidos en el borrador del informe; también brindará a éstos la opción de

14 reunirse para discutir los mismos de manera informal; todo informe de

15 auditoría incluira la contestación o explicación que el auditado bnndó en

16 relación a los señalamientos; en la etapa de borrador, los informes se

17 mantendrán confidenciales, la publicación de los informes se hará

i 8 simultáneamente para todos los candidatos a un mismo cargo; los informes

19 de auditoría se darán a la publicidad no más tarde de los doce (12) meses

20 posteriores a las elecciones generales, excepto que éstos respondan a querellas

21 juramentadas sobre alegadas violaciones cometidas durante el período de

22 campaña; el Contralor Electoral notificará a todos los candidatos la fecha en

23 que habrá de publicar los informes de auditoría, supliéndoles a éstos copia
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1 del informe final con un mínimo de cinco (5) días de antelación a dicha

2 publicación; el Contralor Electoral notificará al candidato auditado cualquier

3 hallazgo indicativo de que inadvertidamente haya recibido donativos de

4 dinero no conformes a las disposiciones de ley y reglamentos aplicables para

5 que tales aportaciones se devuelvan dentro de los treinta (30) días calendario

6 siguIentes a la notificación del Contralor Electoral; de no darse esa

7 devolución, el hallazgo se incluirá como parte de los señalamientos en el

8 informe de auditoría.]”

9 Artículo 4 2.- Se enmienda el Artículo 3.008 de la Ley 222-2011, para que lea como

10 sigue:

11 “Artículo 3.008. - Presupuesto.

12 El Contralor Electoral preparará y administrará el presupuesto de la Oficina del Contralor

13 Electoral. Los fondos necesarios para cumplir con los propósitos de esta Ley para el presente

14 año fiscal y los años fiscales subsiguientes, se consignarán anualmente en la Ley de

15 Presupuesto General de Gastos del Gobierno de Puerto Rico. Todos los dineros que reciba la

16 Oficina del Contralor Electoral en el cumplimiento de su tarea de implantar las disposiciones

17 de esta Ley, de las fuentes que se especifiquen en esta Ley y de cualesquiera otras fuentes,

18 ingresarán en un Fondo Especial quó se denominárá “Fondo Especial de la Oficina del

19 Contralor Electoral”. Se transfieren a la Oficina del Contralor Electoral los fondos, cuentas y

20 las asignaciones y remanentes presupuestarios que obren en poder de la Comisión Estatal de

21 Elecciones que hayan estado asignados a la Oficina del Auditor Electoral, inmediatamente

22 entre en vigencia esta Ley.
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1 La Asamblea Legislativa le proveerá anualmente a la Oficina del Contralor Electoral

2 fondos suficientes para su funcionamiento cualquier remanente al término del año fiscal

3 permanecerá en el Fondo Especial de la Oficina del Contralor Electoral y no revertirá al

4 erario Fondo General. A tal efecto, el Gobernador someterá a la consideración de la

5 Asamblea Legislativa el Presupuesto Funcional de Gastos de la Oficina del Contralor

6 Electoral para cada año fiscal, que nunca deberá ser menor al que rigió para el año fiscal

7 anterior, excepto [que el presupuesto de los años no electorales posteriores al del año en

8 que se celebre una elección general, podrá ser menor que éste, o] que el presupuesto del

9 Gobierno decrezca donde entonces podrá ser menor, pero proporcionalmente a la contracción

10 presupuestaria. El presupuesto de la Oficina del Contralor Electoral se contabilizará

11 prioritariamente, según lo solicite el Contralor Electoral. No se podrá invocar disposición de

12 ley general o especial para congelar el presupuesto o cuentas de la Oficina del Contralor

13 Electoral ni para posponer gastos o desembolsos.

14 Antes de utilizar los recursos depositados en el Fondo Especial, la Oficina del Contralor

15 Electoral deberá someter anualmente, para la aprobación de la Asamblea Legislativa, un

16 presupuesto de gastos. Los recursos del Fondo Especial destinado a sufragar los gastos

17 ordinarios de funcionamiento de la Oficina del Contralor Electoral, deberán complementarse

18 con asignaciones provenientes del Fondo General del Gobierno de Puerto Rico, siempre que

19 sea necesario.”

20 Artfculo 3 .- Se enmienda el Artículo 3.015 de la Ley 222-2011, para que lea como

21 sigue:

22 “Artículo 3.015. - Fondo Especial de la Oficina del Contralor Electoral.
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1 Todos los cargos, derechos [, multas administrativas, civiles, penalidades] o pagos

2 recibidos por la Oficina del Contralor Electoral, establecidos en esta Ley, ingresarán al Fondo

3 Especial de la Oficina del Contralor Electoral. Asimismo, ingresardn al Fondo Especial de la

4 Oficina del Contralor Electoral las contribuciones anónimas en exceso del límite

5 establecido.”

6 Artículo. 8 2 - Se enmienda el Artículo 6.001 de la Ley 222-2011, para que lea como

7 sigue:

8 “Artículo 6.001.- Personas naturales.

9 Ninguna persona natural podrá, en forma directa o indirecta, hacer donaciones en o fuera

10 de Puerto Rico a un partido político, aspirante, candidato, comité de campaña, comité

11 autorizado o a un comité de acción política en exceso de las [cantidades] afras estatuidas en

12 la Ley Federal [2 U.S.C. § 441(a)(1)(A) eL sec.] 2 U.S. C. 441a(a)(1)(A), según enmendada,

13 o cualquier ley federal que la sustituya. Los límites operarán por año natural, excepto lo

14 dispuesto en el Artículo 6.002 de esta Ley. Será responsabilidad del Contralor Electoral

15 informar al publico en general, pero prioritanamente a las personas naturales y jundicas con

16 interés en campañas electorales, sobre [las cantidades] los límites de los donativos

17 permitidos por ley, según [divulgadas] sean divulgados por la Comisión- Federal de

18 Elecciones. Además,- será responsabilidad dl Contralor Electoral orientar sobre las reglas,

19 los términos y las condiciones asociadas a las disposiciones de este Artículo.

20 Las disposiciones de este Artículo no aplicarán a los Comités de [Acción Política que

21 constituyan un fondo segregado o] Fondos Segregados o Comith para [gasto

22 independiente] Gastos Independientes que no coordinen o donen a algún partido, aspirante,

23 candidato o sus comites de campaña o comités autorizados
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1 Para efectos de esta Ley, si se hace un donativo a un comité [de acción polítical que no

2 coordina o dona a algún partido, aspirante, candidato o sus comités de campaña o comités

3 autorizados y este comité [de acción política] posteriormente coordina o dona a algún

4 partido, aspirante, candidato o sus comités de campaña o comités autorizados; ese comité [de

5 acción política] y sus fundadores, tesorero y sub tesorero deberán devolver a la Oficina del

6 Contralor Electoral todos los fondos recibidos bajo el estado anterior de no coordinación y

7 que no se haya utilizado para gastos no coordinados durante el estado anterior de no

8 coordinación. La Oficina del Contralor Electoral deberá identificar los contribuyentes para la

9 devolución y de no ser posible estas sumas ingresarán al Fondo Especial dispuesto en el

10 Artículo [10.004] 3.015 de esta Ley. Esta obligación es de carácter solidaria.”

11 Artículo 9 10.- Se enmiendan los incisos (a) y (b) y se añade un inciso (c) al Artículo

12 6.004 de la Ley 222-2011, para que lea como sigue:

13 “Artículo 6.004. - Donativos [en efectivo] anónimos.

14 (a) Todo donativo que exceda la cantidad de doscientos (200) dólares requerirá que se

15 identifique al donante con su nombre y apellidos, dirección postal, el nombre de la

16 persona o entidad a quien se hace el donativo y un número de identificación, tales

17 como: número electoral, número de licencia de conducir de Puerto Rico [,] o en su

18 defecto podrá proveer número de una identificación emitida por el gobierno estatal o

19 federal que cumpla con el Real ID Act de 2005, 119 Stat. 302, [o cualquier otra

20 identificación válida en derecho].

21 (b) El total de contribuciones anónimas que podrá recibir un partido y su candidato a

22 [gobernadornol gobernador no podrá exceder de $600,000 del total de lan



27

1 “Artículo 7.003. - Cambios en la información de la declaración.

2 Cualquier cambio en la información sometida en una declaración de organización deberá

3 ser informado al Contralor Electoral dentro de los diez (10) días laborables siguientes a que

4 ocurra el cambio. Si el cambio ocurre sobre la indicación dispuesta en el Artículo 7.001 (i)

5 será aplicable lo dispuesto en el Artículo 6.001[(a)].”

6 Artículo 18.- Se enmienda el inciso (b) del Artículo 7.004 de la Ley 222-2011. para que

7 lea como sigue:

8 “Artículo 7.004.- Designación de Comités de Campaña y Autorización y Participación en

9 Otros Comités.

10 a

11 b. Ningún candidato o aspirante designará a más de un (1’) comité como su comité de

12 campaña. Lo anterior no impide que un candidato o aspirante autorice comités adicionales

13 o participe en un comité establecido para apoyar a una plancha o grupo de candidatos o

14 aspirantes que incluya a dicho candidato o aspirante o Participe en esfuerzos conjuntos de

15 recaudación de fondos, siempre y cuando todos los gastos se desembolsen y contabilicen

16 de forma pro-rata entre los candidatos o aspirantes Participantes. En el caso específico de

17 comités que se creen para apoyar a una plancha de candidatos a un mismo cargo.

18 exceptuando la candidatura a gobernador. los gastos de este comité no se considerarán

19 donativos a los candidatos que apoya, siempre y cuando no se mencionen otros

20 candidatos, en cuyo caso se presumirá la coordinación i se le imputará como gasto de

21 campaña al candidato mencionado. Este comité podrá recibir donativos dentro de los

22 límites aplicables a los comités de acción política. La mera presencia de un candidato o

23 aspirante en una actividad de recaudación de fondos de otro candidato o aspirante no
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1 significa que han realizado un esfuerzo conjunto de recaudación de fondos para fines de

2 esta disposición.”

3 Artículo 4 j. — Se enmienda el Artículo 7.013 de la Ley 222-2011, para que lea como

4 sigue:

5 “Artículo 7.013. - Deudas de los Partidos.

6 A partir de la vigencia de esta Ley, las deudas certificadas de los partidos políticos que

7 [administraba] custodiaba la Comisión Estatal de Elecciones serán [administradas]

8 custodiadas por la Oficina del Contralor Electoral. Aquellas deudas que tengan más de diez

9 (10) años contados a partir de que las mismas sean líquidas y exigibles podrán ser reclamadas

10 dentro del término de cuarenta y cinco (45) días, conforme el procedimiento que establece

11 esta Ley. Este procedimiento se hará una sola vez. Sólo aquellas deudas que sean reclamadas

12 dentro del término y bajo las condiciones establecidas en este Artículo serán exigibles. La no

13 reclamación del acreedor no se entenderá como donativo al partido polftico. El Contralor

14 Electoral publicará un solo edicto en un periódico de circulación general, detallando los

15 acreedores y el monto de las deudas. Los acreedores tendrán un término de cuarenta y cinco

16 (45) días para reclamar el pago, presentando una declaración jurada y prueba fehaciente de la

17 deuda ante la Oficina del Contralor Electoral. Una vez transcurridos los cuarenta y cinco (45)

18 días que dispone este Artículo, todas las deudas de los partidos no reclamadas prescribirán,

19 serán sacadas de los libros del partido y no podrán ser reclamadas. La publicación del edicto

20 no podrá ser interpretada como una admisión o reconocimiento de la deuda por el partido

21 político.”

22 Artículo 4. —Se enmiendan los incisos (c), (d), (e), (g) y (k) y se añade un inciso (1) al

23 Artículo 8.000 de la Ley 222-2011, para que lea como sigue:
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1 “Artículo 8.000. - Contabilidad e informes de otros ingresos y gastos.

2 (a)...

3 (b)...

4 (c)...

5 (1)

6 (2)

7 (3)

8 (4)

9 Dicha acta deberá radicarse en la Oficina del Contralor Electoral dentro de

10 los veinte (20) días laborables siguientes a la fecha en que se haya

11 celebrado la actividad en cuestión. Disponiéndose que a partir del 1 de

12 octubre del año en que se celebren elecciones generales hasta el último día

13 de dicho año, los partidos y candidatos a Gobernador deberán presentar

14 dicha acta en la Oficina del Contralor Electoral dentro de los cinco (5) días

15 laborables siguientes a la fecha en que se haya celebrado la actividad en

16 cuestión.

17 [A partir del 1 de octubre del año en que se celebren elecciones

18 generales hasta el último día de dicho año, los partidos y candidatos a

19 Gobernador deberán notificar, a la Oficina del Contralor Electoral, la

20 celebración de todo acto político colectivo en un término que no podrá

21 exceder los cinco días a partir de la celebración de la actividad. Ésta

22 notificación incluirá la fecha de la actividad, el lugar y la cantidad de

23 personas que asistieron.]
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1 (d) Comenzando el primero (1’°) de octubre del año anterior al de las elecciones

2 generales, los partidos y candidatos a gobernador deberán rendir el informe al

3 que se refiere el inciso (a) de este Artículo ante la Oficina del Contralor

4 Electoral mensualmente antes del decimoquinto (15(0) día del mes siguiente al

5 que se informa. Desde el primero (1m) de octubre del año de elecciones hasta

6 el último día [de dicho año] del mes en que se celebran las elecciones

7 generales, los partidos y candidatos a gobernador deberán rendir los informes

8 semanalmente, o sea, el lunes de la siguiente semana que se informa cubriendo

9 los gastos incurridos desde el lunes hasta el día domingo de la semana

10 anterior a aquella cubierta por el informe. El informe correspondiente al mes

11 de diciembre del año electora4 se rendirá en la Oficina del Contralor

12 Electoral el día treinta (30) de ese mes, o el siguiente día laborable.

13 (e) Desde el primero (1ro) de julio del año de elecciones hasta el [último día] 30

14 de septiembre de dicho año, excepto candidatos a gobernador y partidos,

15 deberán rendir el informe de que trata el inciso (a) de este Artículo, ante la

16 Oficina del Contralor Electoral mensualmente, antes del decimoquinto (15(0)

17 día del mes siguiente al que se informa. Desde el primero (1ro) de octubre del

18 año de elecciones hasta el último día del mes en que se celebran las elecciones

19 deberán rendir los informes quincenalmente, los días quince y treinta de cada

20 mes o el siguiente día laborable de la Oficina del Contralor Electoral, si dichas

21 fechas coinciden con días no laborables de la Oficina del Contralor Electoral.

22 El informe correspondiente al mes de diciembre del año electoral, se rendirá
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1 en la Oficina del Contralor Electoral el día treinta (30) de ese mes, o el

2 siguiente día laborable.

3 (1)...

4 (g) A partir del 1 de enero de 2012, el Contralor Electoral deberá revisar los

5 informes dentro del término de noventa (90) días contados a partir de la fecha

6 de su radicación, periodo durante el cual los informes serdn confidenciales, a

7 los fmes de emitir señalamientos sobre devolución de donativos en exceso, si

8 alguno. De no hacerlo en dicho término, la Oficina del Contralor Electoral

9 estará impedida de señalar y requerir tales devoluciones.

10

11 (k) El Contralor Electoral establecerá un programa computadorizado dinámico

12 para realizar las auditorías a partidos, comités de acción política, aspirantes y

13 candidatos y a sus comités de campaña y comités segregados, al menos cada

14 dos (2) años, a menos que determine que éstas se realicen más frecuentemente.

15 En la realización de tales auditorías se podrán examinar las cuentas bancarias

16 de partidos, aspirantes, candidatos y sus comités, y las de los comités de

17 acción política. Los resultados de tales auditorías se harán públicas a los cinco

18 (5) días de haber sido cóncluida la auditoría o [antes] de haberse notficcuJo al

19 auditado, el término que sea mayor.

20 (1) En lugar de los informes requeridos bajo este Artículo, las organizaciones

21 políticas descritas en el Artículo Z000(d) de esta Ley, presentardn al

22 Contralor Electoral informes reportando todo donativo recibido de residentes
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1 de Puerto Rico y todo gasto realizado para apoyar u oponerse a un aspirante

2 o candidato en Puerto Rico.”

3 Artículo 21. - Se enmienda el subinciso (b) del inciso 2 del Artículo 8.002 de la Ley 222-

4 2011. para que lea como sigue

5 “Artículo 8.002- Informes de Gastos Independientes.

6 Gastos ascendentes a mii (1,000) dólares.

7

8 2. Gastos ascendentes a cinco mii (5.000) dólares.

9 (a)...

10 (b) Informes adicionales - Luego de cue una persona o comité de acción

11 presente el informe requerido en el inciso anterior, presentará un

12 informe adicional dentro de cuarenta ‘‘ ocho (48) horas cada vez que

13 haga o contrate para hacer gastos independientes que por sí o en el

14 agregado sumen cinco mii (5.000) dólares adicionales.”

15 (c)..

16 Artfculo 49 . — Se enmiendan los incisos (a), (b) y (d), se elimina el inciso (c) y se

17 reenumeran los incisos subsiguientes del Artículo 8.003 de la Ley 222-2011, para que lea

18 como sigue:

19 “Artículo 8.003. - Contratos de Difusión, Costos de Producción e Informes.

20 (a) Todo partido político, su candidato a Gobernador y los comités de estos, y

21 cada comité de acción política, presentará ante el Contralor Electoral y con la

22 gerencia de cada medio de difusión [pública] y medio de comunicacion que

23 desee utilizar, el nombre o los nombres y las firmas de las personas
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1 autorizadas a contratar a nombre suyo tiempo o espacio en dicho medio de

2 difusión.

3 (b) Previo al inicio de las campañas en los medios de [comunicación] difusión,

4 las agencias [publicitarias] de publicidad; y los medios de comunicación y-k

5 medios de difusión vendrán [obligadas] obligados a requerir de los partidos

6 políticos, sus candidatos a Gobernador..y—a los comités de éstos; y a los

7 comités de acción política, una certificación de la Oficina del Contralor

8 Electoral y otra de la Comisión Estatal de Elecciones acreditativa de que están

9 inscritos, registrados o certificados por dicho organismo, según aplique. Todas

10 las agencias de publicidad que presten servicios publicitarios y todos los

11 medios de difusión y medios de comunicación que presten servicios a los

12 partidos a nivel central, candidatos a Gobernador.y-a los comités de éstos, o a

13 comités de acción política estarán obligados a rendir informes mensuales a la

14 Oficina del Contralor Electoral, comenzando con el mes de enero de cada año

15 hasta el último día del mes en que se celebren elecciones generales, con

16 expresión de los costos de los servicios prestados por ellos para anuncios

17 [políticos] con fines electorales. Las agencias de publicidadjyj medios de

18 difusión y medios de comunicación a que se refiere este párrafo vendrán

19 [obligadas] obligados a incluir en dichos informes el nombre, dirección postal

20 y algún número de identificación de toda persona que sufrague los costos de

21 producción de la publicidad de los partidos a nivel central, candidatos a

22 Gobernador o comités de éstos, comités de acción política, personas y grupos

23 independientes. También, deberán informar cualquier donativo o contribución
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1 en forma de bienes o servicios, tales como vehículos, estudios, encuestas u

2 otros de cualquier naturaleza, cuyo propósito sea promover el triunfo o la

3 derrota de un partido o candidato. Dichos informes serán radicados, bajo

4 juramento, no más tarde del día diez (10) del mes siguiente a aquél cubierto

5 por el informe.

6 [(c) A partir del primer lunes de julio del año de elecciones, los partidos y

7 candidatos a la gobernación presentarán los informes que requiere este

8 Artículo semanalmente, cubriendo los gastos incurridos desde el lunes

9 hasta el día domingo de la semana anterior a aquella cubierta por el

10 informe. Los otros candidatos y comités que participen en la elección,

11 presentarán los informes correspondientes los días quince (15) y treinta

12 (30) de cada mes; si éstas fechas coincidiesen con días no laborables de la

13 Oficina del Contralor Electoral, los candidatos o comités deberán

14 presentar los mismos el siguiente día laborable de la Oficina del Contralor

15 Electoral.]

16 [(d)J (c) Desde el primero (1 ro) de julio del año electoral, todas las agencias de

17 publicidad que presten servicios publicitarios [y] todos jos medios de

18 difusión y medios de comunicación que presten servicios a los partidos,

19 candidatos a Gobernador o a los comités de éstos, y a cualquier otras

20 candidaturas a alcaldes o legisladores o sus comités, y a los comités de acción

21 política, estarán obligados a requerir del tesorero de tal partido o comités, una

22 certificación firmada y jurada por el tesorero so pena del delito de perjurio,

23 que refleje que tal solicitud de pauta de anuncio o grupo de anuncios o
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1 difusión cuenta inequívocamente con los recursos económicos ya recaudados y

2 debidamente reportados ante el Contralor Electoral, para sufragar el costo total

3 de tal comunicación electoral o conjunto de éstas. Dichas certificaciones serán

4 remitidas a la Oficina del Contralor Electoral por las agencias de publicidad

5 medios de comunicación y medios de dfusión que las reciban.

6 [(e)] (d) Las agencias de publicidad podrán pautar los anuncios solicitados por un

7 aspirante, candidato, partido, comité de acción política o comité de cualquier

8 otra naturaleza, siempre y cuando ya hayan recibido de manos del solicitante

9 el pago correspondiente al total del gasto para el anuncio que solicitan sea

10 pautado en medios de difusión. En caso de que el costo se vaya a sufragar con

11 el Fondo Especial dispuesto en el Capítulo X de esta Ley, las agencias de

12 publicidad deberán solicitar las certificaciones de recaudos y disponibilidad de

13 fondos que esta Ley dispone.

14 [(1)] (e) Los medios de difusión también podrán aceptar pautar los anuncios

15 solicitados por un candidato, aspirante, partido, comité de acción polftica o

16 comité de cualquier otra naturaleza, de forma conocida como pauta directa,

17 siempre y cuando ya hayan recibido de manos del solicitante el pago

18 correspondiente al total del gasto que solicitan sea pautado en medios de

19 difusión. En caso de que el costo se vaya a sufragar con el Fondo Especial

20 dispuesto en el Capítulo X de esta Ley, los medios de difusión deberán

21 solicitar las certificaciones de recaudos y disponibilidad de fondos que esta

22 Ley dispone. Los medios de difusión deberán solicitar antes de la pauta una

23 certificación firmada y jurada por el tesorero del partido, aspirante, candidato,
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1 comité de acción política o cualquier otro tipo de comité que solicite pautar

2 comunicaciones electorales, certificando so pena del delito de perjurio que ya

3 recaudó y registró el ingreso ante el Contralor Electoral y pagó a la agencia de

4 publicidad que funge como intermediario el monto total del costo de todas las

5 pautas que intenta contratar para un periodo determinado cuando este trámite

6 es a través de una agencia de publicidad. En caso de que el costo se vaya a

7 sufragar con el Fondo Especial dispuesto en el Capítulo X de esta Ley,

8 certificará que recaudó e informó los fondos necesarios y que están

9 disponibles.

10 [(g)J (f) Queda por esta Ley terminantemente prohibido a las agencias de publicidad y

11 a los medios de comunicación y medios de difusión financiar de su propio

12 [pecunio] peculio el costo de pautas de comunicación electoral de ningún

13 partido, aspirante o candidato a puesto electivo ni comité de acción política o

14 comité de otro tipo que solicite pautar comunicaciones electorales con el fm de

15 impactar positivamente o negativamente en la elección de un candidato,

16 aspirante o ideología en una elección general, candidatura o en una consulta,

17 plebiscito o referéndum.

18 [(h)J (g) También queda prohibido a las corporaciones o individuos dueños de los

19 medios de difusión aceptar o llevar al aire pautas de comunicaciones

20 electorales para las cuales no se hayan cumplido estrictamente todos los

21 requisitos antes mencionados, segin apliquen.”

22 Artículo 2Q . - Se enmienda el Artículo 8.005 de la Ley 222-2011, para que lea cómo

23 sigue:
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1 “Artículo 8.005. - Uso de medios de difusión.

2 El Contralor Electoral deberá actualizar el impacto del factor inflacionario en los medios

3 de comunicación masiva un año antes de la fecha en que se celebren las elecciones generales.

4 A estos fines, llevará a cabo el estudio correspondiente y lo remitirá al Gobernador y a la

5 Asamblea Legislativa del Gobierno de Puerto Rico.

6 Las estaciones de radio y televisión propiedad del Gobierno de Puerto Rico no podrán ser

7 usadas por el partido de gobierno para fines político-partidistas. Sin embargo, vendrán

8 obligadas, de así solicitarlo el Contralor Electoral [la Comisión Estatal de Elecciones,] a

9 cederle a [ésta] este una porción del tiempo de su programación durante el período de

10 [agosto] julio a noviembre del año de elecciones generales, para en igualdad de condiciones

11 orientar a las personas naturales, candidatos, aspirantes, partidos políticos, comités, medios

12 de comunicación, personas jurídicas y demás entidades reguladas por esta Ley sobre la

13 Fiscalización del Financiamiento de las Campañas Políticas que realiza la Oficina del

14 Contralor Electoral. [los electores respecto a los programas de los partidos, aspirantes o

15 candidatos involucrados en la misma. La Comisión Estatal del Elecciones] El Contralor

16 Electoral establecerá mediante reglamento y en coordinación con las estaciones de radio y

17 televisión del Gobierno de Puerto Rico, la forma y manera en que éstas proveerán el tiempo

18 de programación para el uso aquí establecido.”

19 Artículo 24 4. — Se enmienda el Artículo 8.006 de la Ley 222-2011, para que lea como

20 sigue:

21 “Artículo 8.006. - Divulgación de Comunicaciones Electorales. Requisito de Informe. -

22 Toda persona ciue de ordinario no rinda informes ante la Oficina del Contralor Electoral, que

23 haga un desembolso que por sí o en el agregado exceda de cinco mil (5,000) dólares para
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1 sufragar los gastos directos de producir o transmitir una comunicación electoral durante

2 cualquier año calendario presentará al Contralor Electoral un informe con la información

3 requerida en el párrafo [(b)] (a) que sigue. Dicho informe se presentará no más tardar dentro

4 de veinticuatro (24) horas de la “fecha de divulgación”, según dicho término se defme.

5 a. Contenido del Informe. -Todo informe requerido bajo este Artículo se

6 presentará so pena del delito de perjurio y contendrá la siguiente información:

7 i.

8

9 y.

10 [e.] b. Fecha de Divulgación. - Para fines de este Artículo el término “fecha de

11 divulgación” significará:

12 1.

13 2.

14 [d.] c. Coordinación con otros requisitos - El informe requerido por esta sección es

15 independiente y adicional a cualquier otro informe requerido por esta Ley.”

16 Artículo 22 25. — Se enmiendan enmienda el incioa inciso (a) y el subinciso (c) del

17 inciso (b) del Artículo 8.009 de la Ley 222-2011, para que lea como sigue:

18 “Artículo 8.009. - Comunicaciones hechas por los candidatos o personas autorizadas.

19 a. Por radio. Cualquier comunicación descrita en el Artículo 8.007 y que se transmita

20 por radio, además de cumplir con los requerimientos de dicho Artículo deberá incluir

21 una declaración en audio del aspirante o candidato donde éste se identifica y declara

22 que ha aprobado la comunicación, de ser el caso. Además, deberá incluir la siguiente

23 declaración en audio: “nombre de la persona o comité que [pagará] pagó la
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1 comunicación y el nombre de cualquier organización relacionada a dicha persona o

2 comité que es responsable por el contenido de este mensaje”.

3 b. Por televisión o cualquier medio audiovisual. Cualquier comunicación descrita en el

4 Artículo 8.007 y que se transmita por televisión o cualquier medio audiovisual deberá,

5 además de cumplir con los requisitos de dicho Artículo, incluir una declaración del

6 aspirante o candidato donde éste se identifica y declara que ha aprobado la

7 comunicación, de ser el caso. Dicha declaración se comunicará con:

8 a)

9 b)...

10 c)

11 Estos requisitos serán de igual aplicación a cualquier comunicación proselitista

12 transmitida por vía de la Internet.”

13 c) deberá incluir la siguiente declaración en audio: “nombre de la persona o comité

14 político que [pagará] pagó la comunicación y el nombre de cualquier organización

15 relacionada a dicha persona o comité que es responsable por el contenido de este

16 mensaje.

17 Estos requisitos serán de igual aplicación a cualquier comunicación proselitista

18 transmitida por vía de la Internet.”

19 Artículo 2 .- Se enmienda el Artículo 8.011 de la Ley 222-2011, para que lea como

20 sigue:

21 “Artículo 8.011. - Requisitos Formales de los Informes; Presentación Electrónica.

22 Toda persona natural o jurídica así como todo y comité que haya gastado más do diez mil

23 (10,000) dólares en el año antenor o proyecta gastar diez mil (10,000) dólares o más en el año
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1 en curso presentará los informes requeridos por esta Ley en un formato electrónico aprobado

2 y provisto por el Contralor Electoral. El Contralor Electoral podrá dispensar del requisito de

3 presentación electrónica caso a caso y sólo cuando quede demostrado que la persona o el

4 comité carece de la capacidad de presentar los informes utilizando el formato aprobado o

5 provisto por el Contralor Electoral. El formato electrónico será:

6 (a)...

7 (b)...

8 No será necesario presentar copia en papel de cualquier informe que sea presentado en

9 forma electrónica.

10 Será responsabilidad del Contralor Electoral asegurar que todos los informes presentados

11 electrónicamente estén disponibles al público una vez sean evaluados, según sea solicitado

12 por la persona interesada. En el caso específico de informes de donativos [o gastosj tardíos,

13 éstos se harán disponibles al público de igual manera. Será responsabilidad del Contralor

14 Electoral mantener récord de estas solicitudes.

15

16 Artículo 24 2. — Se enmienda el Artículo 10.002 de la Ley 222-2011, para que lea como

17 sigue;

18 “Artículo 10.002. - Elegibilidad y Procedimiento.

19 Será elegible para acogerse al Fondo Especial todo partido político inscrito con candidato

20 a la gobernación y todo candidato a gobernador independiente [certiflcadoj certEflcadoi,

21 certificado por la Comisión Estatal de Elecciones para las elecciones generales con relación a

22 las cuales se solicite participación en el Fondo. El partido tendrá y mantendrá un candidato a

23 la gobernación que a su vez no podrá ser el candidato de otro partido político acogido al
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1 Fondo Especial en una misma elección general. De incumplir con este requisito o de retirar

2 al candidato beneficiado por el Fondo Especial, el partido y el candidato serán responsables

3 solidariamente por la devolución de los fondos recibidos. Para acogerse al Fondo Especial, el

4 Presidente o Secretario del partido político o el candidato independiente a la gobernación, si

5 ese fuera el caso, deberá solicitarlo bajo juramento al Contralor Electoral. La certificación

6 jurada deberá recibirse en la Oficina del Contralor Electoral dentro de los quince (15) días

7 siguientes a la fecha en que la Comisión Estatal de Elecciones certifique la candidatura del

8 candidato a la gobernación. Este término será de estricto cumplimiento. No más tarde del

9 día laborable siguiente al recibo en su oficina de la solicitud juramentada, el Contralor

10 Electoral certificará al Secretario de Hacienda el cumplimiento de este requisito. Una vez

11 certificado podrá comenzar el pareo de fondos. La opción de acogerse a los beneficios del

12 Fondo será final y firme y no podrá ser revocada para esa elección general.”

13 Artículo 24 . - Se enmienda el Artículo 10.004 de la Ley 222-2011, para que lea como

14 sigue:

15 “Artículo 10.004. - Recursos para el Fondo Especial.

16 El Fondo Especial se nutrirá del fondo general, para lo cual se asignarán cualesquiera

17 cantidades disponibles necesarias para el funcionamiento, administración y financiamiento

18 del Fondo Especial; las donaciones que reciban los partidos políticos y sus candidatos a la

19 gobernación, y los candidatos independientes a Gobernador; los intereses que generen los

20 recursos del Fondo[:] y el dinero que se recobre por penalidades civiles bajo esta Ley; [y

21 contribuciones anónimas en exceso del límite establecido.]”

22 Artículo 2 22. - Se añade un nuevo Artículo 11.004 a la Ley 222-2011, para que lea

23 como sigue:
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1 “Artículo 11.004 —Auditorías

2 Previo a la publicación de los informes de auditoría el Contralor Electoral brindará a

3 los candidatos la oportunidad de enmendar, contestar y exponer por escrito su explicación en

4 torno a los señalamientos preliminares contenidos en el borrador del informe; también

5 brindará a éstos la opción de reunirse para discutir los mismos de manera informaL Todo

6 informe de auditoría incluirá la contestación o explicación que el auditado brindó en

7 relación a los señalamientos.

8 El Contralor Electoral notificará al candidato auditado cualquier hallazgo indicativo de

9 que inadvertidamente haya recibido donativos de dinero no conformes a las disposiciones de

10 ley y reglamentos aplicables para que tales aportaciones se devuelvan dentro de los treinta

11 (30) días calendario siguientes a la notificación del Contralor Electoral; de no darse esa

12 devolución, el hallazgo se incluirá como parte de tos señalamientos en el informe de

13 auditoría

14 En la etapa de borrador, los informes y los documentos relacionados a éstos se

15 mantendrán confidenciales.

16 La publicación de los informes se hará simultáneamente para todos los candidatos a un

17 mismo cargo, no más tarde de los veinticuatro (24) meses posteriores a las elecciones

18 generales, excepto que éstos respondan a querellas juramentadas sobre alegadas violaciones

19 cometidas durante el período de campaña.

20 El Contralor Electoral notWcará a todos los candidatos la fecha en que habrá de

21 publicar los informes de auditoría. supliéndoles a éstos copia del informe final con un

22 mínimo de cinco (5) días de antelación a dicha publicación.”
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1 Artículo 2é Q. - Se reenumera el Artículo 11.004 como el Artículo 11.005 de la Ley 222-

2 2011, para que lea como sigue:

3 “Artículo [11.004] 11.005.- Procedimiento para Solicitar Interdicto.

4

5 Artículo 27 — Se enmienda el Artículo 11.005 de la Ley 222-2011, para que lea como

6 sigue:

7 “Artículo [11.005] 11.006. - Designación de jueces y juezas en casos electorales.

8 Todas las acciones y procedimientos judiciales, civiles o penales, que dispone y

9 reglamenta esta Ley serán tramitados por los jueces y juezas del Tribunal de Primera

10 Instancia que se designen conforme al método aleatorio en la región judicial correspondiente

11 para atender estos casos. El Tribunal Supremo. mediante Resolución, determinará el método

12 aleatorio a utilizarse para la selección de jueces.”

13 Artículo 28. - Se autoriza al Contralor Electoral a contratar directamente con los planes de

14 seguros de servicios de salud a nombre de y para beneficio de los empleados y funcionarios de la

15 Oficina del Contralor Electoral mediante la exclusión de los funcionarios y empleados de la

16 Oficina del Contralor Electoral de la defmición de empleado de la Ley 95 de 29 de junio de

17 1963, según enmendada. Dicha negociación y contratación se podrá hacer de inmediato sin

18 necesidad de esperar al término de los contratos vigentes con los seguros de salud.

19 Artículo 29 3. - El personal que al momento de la aprobación de esta Ley sea

20 participante del Sistema de Retiro del Gobierno tendrá la opción de permanecer en el mismo

21 o podrá seleccionar algún otro método de retiro privado.

22 Artículo 34. - Cláusula de salvedad.
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1 Si cualquier Artículo, apartado, párrafo, inciso, Capítulo, cláusula, frase o parte de esta

2 Ley fuese declarada inválida o inconstitucional por un Tribunal de jurisdicción competente, la

3 sentencia dictada a ese efecto no afectará, perjudicará o invalidará el resto de esta Ley,

4 quedando sus efectos limitados al Artículo, apartado, párrafo, inciso, Capítulo, cláusula, frase

o parte de esta Ley que fuere así declarada inválida o inconstitucional.

6 Artículo 34. - Vigencia.

7 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente luego de su aprobación.
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AL SENADO DE PUERTO RICO

Vuestra Comisión de Agricultura del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideración tiene a bien rendir a este honorable Cuerpo Legislativo el informe del Proyecto de
la Cámara 551, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.

ALCANCE DE LA MEDIDA

La presente medida pretende otorgar, a cambio de la preparación de planes de
conservación de energía, un crédito equivalente a veinte (20%) por ciento en la facturación
mensual de energía eléctrica a todo agricultor que este certificado como agricultor bona fide; y
para otros fines relacionados.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

Para la evaluación de esta, se efectuó una Vista Pública el 18 de abril de 2012 en el Salón
de Audiencias María Martínez del anexo del Senado de Puerto Rico. Como resultado del análisis
de los comentarios emitidos por la Autoridad de Energía Eléctrica, el Departamento de
Agricultura, y la Administración de Asuntos Energéticos adscrita al Departamento de Desarrollo
Económico y Comercio, quienes aportaron valiosa información pericial sobre el tema,
sometemos las recomendaciones sugeridas por las agencias.

AuToRIDAD DE ENERGÍA ELÉcTRIcA

Esta Corporación Pública establece que su Ley habilitadora la confiere la facultad de

L determinar, fijar, altera imponer y cobrar tarifas por los servicios de energía eléctrica
suministrada. Indica además que las razones por las cuales se creó la Autoridad de Energía
Eléctrica como ente jurídico separado es porque el Estado no puede financiar con sus propios
recursos la labor que realizan.

La AEE deja claramente establecido que los compromisos de la Autoridad con los
bonistas, tiene prioridad sobre cualquier aportacion o subsidio que apruebe la asamblea
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legislativa. Puntualiza además, que la concesión de nuevos créditos subsidios o tarifas con cargos

reducidos, agrava su situación financiera.
Para el aflo 2009/10 el costo estimado de créditos y subsidios en la Autoridad fue de unos

$73,1 13.885. Además, cubrir la aportación en lugar de impuesto a los municipios fue de unos

$187, 000,000 adicionales. Por otro lado la Autoridad tiene actualmente una tarifa reducida para

el Sector Agrícola (GAS). En el 2009/10 el Costo de dicha tarifa fue $603.968 al compararlo

con la Tarifa de Servicio General de Distrito a Distribución Secundaria (GSS)
Finalmente, al indicar que no favorece la medida, plantea la AEE que el crédito que

establece este proyecto es casi doble (20%) que el que se le concede a los comercios en los

cascos urbanos (10%), para expansión industrial (11%) y para hoteles (11%)

ADMINIsTRAcIÓN DE ASUNTO ENERGÉTIcOs

En memorial explicativo del 7 de julio de 2011 la AAE manifiesta que la integración de

planes de conservación de energía logrará poner a la vanguardia en materia de eficiencia

energética al sector agrícola del país. A través de la Ley de Incentivos Económicos para el

Desarrollo de Puerto Rico, Ley Núm. 73 de 28 de mayo de 2008, en su artículo 4, se creó la

Administración de Asuntos Energéticos adscrita al Departamento de Desarrollo Económico y

Comercio. Así mismo, se transfirieron todos los deberes y facultades a la AAE ya establecidos

mediante la Ley Núm. 128 de 29 de julio de 1977. Estos incluyen el deber de contribuir al

desarrollo de una política pública sobre energía y asesorar la búsqueda creativa de estrategias y

soluciones al problema energético de Puerto Rico.
La P. de la C. 551, en su artículo 3, incisos (a) y (b) respectivamente, propone exigir a

los agricultores a desarrollar un plan de conservación energética en coordinación con la AAE.

Cabe recalcar, que los agricultores que desean beneficiarse de lo establecido en esta medida

deberán regirse bajo las normas adoptadas en la misma y contratar la ayuda de un auditor

energético.
La AAE manifiesta que apoya dicho proyecto aclarando que será responsabilidad de los

agricultores participantes el realizar las auditorías energéticas pertinentes según lo establece la

medida. De la misma manera, la agencia se encargará de realizar las revisiones correspondientes

a las auditorias utilizando su conocimiento experto una vez los trabajos sean realizados por los

contratistas independientes.

DEPARTAMENTo DE AGIUcuLTuRA

El Departamento de Agricultura en memorial del 18 de abril de 2012 manifiesta que

concurre con la medida en su exposición de motivos en la necesidad de continuar desarrollando

estrategias dirigidas a reducir los costos de producción especialmente en lo referente al costo

energético para la producción agrícola.
Conscientes de esta realidad utiliza fondos del Programa Inversión Agrícola para

proyectos de reconvención energética. Además el Fondo de Innovación para el Desarrollo

Agrícola (FEDA) parca fondos con la Administración de Asuntos Energéticos (AAE) para en

conjunto cubrir en partes iguales el 80% del costo para equipos de energía renovable. También

indica que el Departamento mantiene una alianza con el Servicio de Conservación de los
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Recursos Naturales (NRCS) del Departamento de Agricultura Federal (USDA) donde
subvenciona, en pareo con el agricultor hasta el 50% de la construcción de dichos proyectos.

También tiene acuerdos de Cooperación como el Recinto Universitario de Mayagüez
para el desarrollo de investigación ubicada en este Campo.

Con la preparación del plan de conservación de energía, el Departamento de Agricultura
sugiere que el agricultor pueda acogerse a un crédito equivalente de acuerdo a la energía
renovable que produzca. La mcta sugerida por el Secretario de Agricultura es el estímulo a cada
agricultor para que, de acuerdo a sus recursos, paulatinamente reconvierta sus sistemas actuales a
sistema más eficientes hasta lograr la independencia total de energía fósil.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado y la Ley Núm. 81 de 30
de agosto de 1991, la aprobación de la medida objeto de evaluación no tiene impacto fiscal
alguno sobre las finanzas de los gobiernos municipales.

IMPACTO FISCAL ESTATAL

En cumplimiento con la Sección 37.5 del Reglamento del Senado y el Artículo 8 de la
Ley Reforma Fiscal, Ley Núm. 103 de 25 de mayo de 2006, la aprobación de la medida objeto de
evaluación no tiene gravamen de fondos de las arcas del Fondo General del Estado.

CONCLUSIÓN

Por las razones antes expuestas, la Comisión de Agricultura recomienda la aprobación del
P. de la C. 551 al Senado de Puerto Rico con las enmiendas contenidas en el entirillado
electrónico que se acompafia.

Respetuosamente sometido,

Presidente
Comisión de Agricultura Presidente
Comisión de Agricultura



(ENTIRILLAD0 ELECrRÓNIc0)

(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)
(23 DE JUNIO DE 2011)

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO

l6ta. Asamblea Ira. Sesión
Legislativa Ordinaria

CAMARA DE REPRESENTANTES

P. de la C. 551
12 DE ENERO DE 2009

Presentado por el representante Torres Calderón y la representante Vega Pagán

Referido a la Comisión de Agricultura

LEY

Para otorgar, a cambio de la preparación de jj planes de conservación de energía, un
crédito equivalente a veinte (20%) por ciento en la de acuerdo a la cantidad de
energía renovable que produzca según su facturación mensual de energía eléctrica a
todo agricultor que este certificado por el Departamento de Agricultura de Puerto
Rico como agricultor bona fide; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La producción agropecuaria representa un importante papel dentro de la
economía de un país, aportándole a la generación del crecimiento y desarrollo
económico, además de darle una estabilidad o seguridad alimentaria frente a las crisis
del mercado internacional y los imprevistos de la naturaleza.

En Puerto Rico es política pública fomentar una agricultura fuerte y estable como
factor clave para la economía del país. Por tal motivo, se dedica particular interés a la
industria agrfcola para brindar el apoyo necesario para desarrollar una agricultura
dinámica y diversificada que responda a las necesidades presentes y futuras tanto del
agricultor como del pueblo en general.
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A base de dicha política de avanzada y como punto de partida, el Gobierno de
Puerto Rico se ha fijado unos objetivos básicos, como establecer nuevos programas que
estimulen la eficiencia, la productividad y el mercadeo de los productos agrícolas
locales, entre otros.

No obstante, es de todos sabido la precaria situación económica que existe en la
Isla. Todos los indicadores económicos apuntan a que Puerto Rico enfrenta una
recesión. Entre los factores que afectan a la economía están los incrementos en el precio
del petróleo y sus derivados e incrementos en precios de materia prima (en particular la
escasez y los precios de los materiales de construcción) así como incrementos en los
niveles de precios de bienes importados. Otros factores que fuertemente han
influenciado en la actividad económica de la Isla, se encuentran los costos de hacer
negocios o costos operacionales, los altos precios de bienes de consumo, alimentos
importados y servicios básicos, la condición fiscal del Gobierno Central y otros que se
relacionan a las expectativas de los inversionistas, empresarios y consumidores.

Es imprescindible que establezcamos medidas que aseguren la continua
operación de nuestros agricultores en todas sus ramificaciones. Esta Ley pretende
otorgar, a cambio de la preparación de plane9 de conservación de energía, un crédito
equivalente a veinte (20%) por ciento en la de acuerdo a la cantidad de energía
renovable que produzca según su facturación mensual de energía eléctrica a todo
agricultor que este certificado por el Departamento de Agricultura de Puerto Rico como
agricultor bona fide y que el gasto de energía eléctrica sea imprescindible para la
producción agrícola, o en su defecto empresas dedicadas a la actividad avícola
promovidas bajo la Ley de Incentivos Contributivos de 2007.

Es nuestra contención que lo propuesto en esta Ley ayudará a estimular a
nuestros agricultores a atajar la difícil situación económica que cc cnfrenta. de acuerdo a
sus recursos y a la participación de ayudas gubernamentales, paulatinamente
reconvierta sus sistemas actuales a sistemas más eficientes hasta lograr la
sustentabilidad o independencia total del consumo de energia fósil, y que se convierta
en un generador de energía renovable para otras actividades de nuestra economía.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.-Política Pública

2 En Puerto Rico es política pública fomentar una agricultura fuerte y estable como

3 factor clave para la economía del país. Por tal motivo, se dedica particular interés a la

4 industria agrícola para brindar el apoyo necesario para desarrollar una agricultura
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1 dinámica y diversificada que responda a las necesidades presentes y futuras tanto del

2 agricultor como del pueblo en general.

3 A base de dicha política de avanzada y como punto de partida, el Gobierno de

4 Puerto Rico se ha fijado unos objetivos básicos, como establecer nuevos programas que

5 estimulen la eficiencia, la productividad y el mercadeo de los productos agrícolas

6 locales, entre otros.

7 Esta Ley tiene el propósito de reforzar la política pública enunciada en la presente y en

8 otras leyes y reglamentos otorgándole un crédito equivalente a vcmtc (20%) por ciento

9 en la de acuerdo a la cantidad de energía renovable que produzca según su facturación

10 mensual de energía eléctrica a todo agricultor que este certificado por el Departamento

11 de Agricultura de Puerto Rico como agricultor bona fide y que el gasto de energía

12 eléctrica sea imprescindible para la producción agrícola, o en su defecto empresas

13 dedicadas a la actividad avícola promovidas bajo la Ley de Incentivos Contributivos de

14 2007.

15 Artículo 2.-Crédito

16 En atención a la politica pública establecida en el Artículo 1 de esta Ley, se

17 ordena a la Autoridad de Energía Eléctrica a conceder un crédito equivalente a veinte

18 (20%) por ciento en la de acuerdo a la cantidad de energía renovable que produzca

19 según su facturación mensual de energía eléctrica a todo agricultor que este certificado

20 por el Departamento de Agricultura de Puerto Rico como agricultor bona fide y que el

21 gasto de energía eléctrica sea imprescindible para la producción agrícola, o en su
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1 defecto empresas dedicadas a la actividad avícola promovidas bajo la Ley de Incentivos

2 Contributivos de 2007.

3 Este crédito será otorgado de conformidad a las siguientes normas:

4 (a) Que la actividad agrícola, sea comercial o familiar, sea a todo

5 agricultor que este certificado como agricultor bona fide y que el

6 gasto de energia eléctrica sea imprescindible para la producción

7 agncola, o en su defecto empresas dedicadas a la actividad avicola

8 promovidas bajo la Ley de Incentivos Contributivos de 2007.

9 (b) Que el agricultor esté al día en el pago de sus obligaciones por

10 servicio de energía eléctrica o haber formalizado un plan de pago

11 con la Autoridad de Energía Eléctrica y esté al día en el

12 cumplimiento del mismo.

13 (c) El crédito a concederse sólo será aplicable a la proporción utilizada

14 para la producción agrícola.

15 (d) El Departamento de Agncultura de Puerto Rico certificará a la

16 Autoridad de Energía Eléctrica aquellos que cualifiquen para

17 recibir este crédito y sólo bajo estas circunstancias la Autoridad

18 procederá a realizar los correspondientes ajustes en la facturación

19 mensual.

20 (e) El Departamento de Agricultura podrá imponer aquellas

21 condiciones que sean necesarias para asegurar el cumplimiento de

22 los términos bajo los cuales se otorgue el crédito.
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Artículo 3.-Plan de Conservación de Energía

En adición a las normas dispuestas en el Artículo 2 de esta Ley, toda persona,

natural o jurídica, a beneficiarse de esta Ley deberá:

(a) Al momento de acogerse al beneficio del crédito y

subsiguientemente cada cinco (5) años los agricultores presentarán

al Departamento de Agricultura y a la Autoridad de Energía

Eléctrica, un plan de conservación de energía por dichos períodos.

Dicho plan será elaborado por el agricultor en coordinación y con el

asesoramiento de la Administración de Asuntos Energéticos—de4L

adscrita al Departamento de Desarrollo Económico y ComercioL

bajo los poderes y facultades establecidas en la Ley Núm. 128 de 29

de junio de 1977.

(b) El agricultor y el funcionario decignado, para dicho5 finca, en la

Administración de Auntoc Encrgético del Dcvartamcnto de

Desarrollo Económico y Comercio presentarán anualmente un

mforme de progreso incluyendo las auditorias energéticas

pertinentes, realizado por un experto en el tema; y una certificación

al Departamento de Agricultura y a la Autoridad de Energía

Eléctrica, de que se han efectuado todas las medidas de

conservación, excepto las que conlleven costos mayores, de acuerdo

al plan sometido inicialmente.

Artículo 4.-Revocación del Crédito

15

16

17

18

19

20
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1 El crédito concedido por esta Ley será revocado a la fecha de incumplimiento, si

2 el beneficiario dejare de cumplir con su obligación de pago de servicios por un término

3 de dos (2) meses o más. En el caso en que se deje de cumplir con cualquiera de los otros

4 requisitos establecidos en la Ley, la revocación será retroactiva a la fecha de concesión

5 del crédito o la presentación del último informe, según sea el caso.

6 Artículo 5.-Reglamentación

7 La Autoridad de Energía Eléctrica, el Departamento de Agricultura y la

8 Administración de Asuntos Energéticos adoptarán un reglamento en el que

9 establecerán, entre otras cosas, todas las reglas y normas relativas a la efectiva

lO consecución de esta Ley. Este Reglamento se adoptará de conformidad con la Ley Núm.

11 170 de 12 de agosto de 1988, según enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento

12 Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico” y se radicará

13 inmediatamente después de su aprobación.

14 Artículo 6.-Vigencia

15 Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación. No

16 obstante, se conceden ciento ochenta (180) días a la Autoridad de Energía Eléctrica, al

17 Departamento de Agricultura y a la Administración de Asuntos Energéticos para que

18 promulguen la reglamentación provista en el Artículo 5 de esta Ley.
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-
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1 N F’ O R M E CONJUNTO POSITIVO SOBRE El P. de la C. 1606

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestras Comisiones de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura; y de Asuntos

de la Mujer del Senado de Puerto Rico; recomiendan la aprobación del P. de la C. 1606, sin

enmiendas.

L ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 1606 propone enmendar el Artículo 11 y añadir un inciso (g) al Artículo 17

de la Ley Núm. 108 de 29 de junio de 1965, según enmendada, conocida como “Ley de

Detectives Privados en Puerto Rico”, a fin de exigir que toda agencia de detectives privados o de

seguridad para la protección de personas o propiedades mueble, suministre a los aspirantes a

empleo con licencia para portar armas, a ser utilizadas como parte de su gestión laboral, la

aprobación de un (1) examen psicológico, entre los requisitos para trabajar en la agencia;

disponer que aquellos empleados que actualmente porten armas en el desempeño de sus

funciones, serán sometidos a un (1) examen psicológico, el cual deberán aprobar al momento de

renovar su licencia de armas, como condición para continuar portándolas mientras rindan sus

servicios en la misma; y proveer que el incumplimiento de esta obligación, por parte de la

agencia, constituirá causa para revocar o rehusar renovar la licencia para operarla.
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II. ANÁLISIS

Las Comisiones suscribientes evaluaron el siguiente memorial explicativo sometido ante

la Cámara de Representantes; a saber la Policía de Puerto Rico.

La Policía de Puerto Rico, en adelante la Policía, expresó que esta medida legislativa se

propone enmendar el Artículo 11 y añadir un inciso (g) al Artículo 17 de la Ley Núm. 108 de 29

de junio de 1965, según enmendada, conocida como ‘Ley de Detectives Privados en Puerto

Rico”, a tin de exigir que toda agencia de detectives privados o de seguridad para la protección

de personas o propiedades mueble, suministre a los aspirantes a empleo con licencia para portar

armas, a ser utilizados como parte de su gestión laboral, la aprobación de (1) examen

psicológico, entre los requisitos para trabajar en la agencia; disponer de aquellos empleados que

actualmente porten armas en el desempeño de sus funciones, serán sometidos a un (1) examen

psicológico, el cual deberán aprobar al momento de renovar su licencia de armas, como

condición para continuar portándolas mientras rindan sus servicios en la misma; y proveer que el

incumplimiento de esta obligación, por parte de la agencia, constituirá causa para revocar o

renovar la licencia para operarla.

La Policía destacó que la Ley Núm. 171 -2007 estableció la obligación de todo miembro

de la Fuerza a someterse cada tres (3) años a un examen psicológico como parte de un programa

de acondicionamiento mental, para demostrar que el mismo está capacitado al momento de

intervenir en los diversos escenarios que enfrenta de forma cotidiana. Dicha iniciativa surgió, en

pro (le crear mecanismos que les permitan a los miembros, mantener una salud mental adecuada,

para así poder lidiar con las situaciones a las que se enfrentan diariamente. Además todos los

cadetes que ingresan en el Colegio de Justicia Criminal, se les requiere que tomen una prueba

psicológica, la cual es indispensable para poder ser admitidos a la Policía de Puerto Rico.

La Policía expresó que las agencias de seguridad privada brindan un servicio de gran

interés público, tanto a las instituciones gubernamentales como a las empresas privadas. Debido

a ello, las mismas han proliferado, durante las pasadas décadas. Por ende, los entes (le seguridad

privada juegan un rol protagónico en ejecución de la protección y seguridad de todo Puerto Rico.
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Corno consecuencia de dicho rol protagónico, la Policía reconoce que dichos miembros de los

cuerpos de seguridad privada, enfrentan situaciones de extremada presión y peligro, los cuales

afecten su estado mental y tisico, de la misma manera que afectan a los miembros de la Fuerza.

La Policía manifestó que es necesario evaluar a los miembros de agencias de detectives

privados que porten armas mediante pruebas psicológicas, ya que ciertamente al portar armas,

recae en ellos una gran responsabilidad ante la sociedad, y en pos de dicha responsabilidad recae

en la Ley la potestad de establecer normas que estimulen la tranquilidad y la seguridad de los

ciudadanos.

Por lo tanto, la Policía es de la opinión que se debe suministrar un examen psicológico a

todos aquellos miembros que porten armas y formen parte de una agencia de guardias de

seguridad y detectives privados. A tenor con lo anterior la Policía de Puerto Rico indicó que

ayala totalmente la aprobación de esta medida legislativa.

III. IMPACTO FISCAL ESTATAL

En cumplimiento con lo dispuesto en el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 de 25 de mayo de

2006 conocida como “Ley Para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de

Puerto Rico de 2006”, las Comisiones evaluaron la medida y sus disposiciones, así como las

opiniones de las agencias concernidas, para determinar e! impacto fiscal que tendría la

aprobación de esta medida. Del análisis de las Comisiones se desprende que la aprobación del P.

de la C. 1606 no tiene un impacto fiscal sobre el Fondo General, ni las finanzas del Gobierno de

Puerto Rico.

IV. IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado, las Comisiones

suscribientes evaluaron la presente medida y han determinado que la aprobación de la misma no

tendría impacto fiscal sobre las finanzas de los municipios.
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y. CONCLUSION

A tenor on lo antes expuesto, las Comisiones de Seguridad Publica y Asuntos de la

Judicatura, y de Asuntos de la Mujer del Senado de Puerto Rico recomiendan la aprobacion del

P de la C 1606, sin enmiendas

Respetuosamente sometido,

Suárez

la Mujer



ENTIRILLADO ELECTRÓNICO
(TEXTO DE APROBACION FINAL POR LA CAMARA)

(22 DE JUNIO DE 2009)

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO

l6ta. Asamblea ira. Sesión
Legislativa Ordinaria

CAMARA DE REPRESENTANTES

P. de la C. 1606
8 DE ABRIL DE 2009

Presentado por la representante González Colón

Referido a las Comisiones de Seguridad Pública; y de Asuntos de la Mujer y Equidad

LEY

Para enmendar el Artículo 11 y añadir un inciso (g) al Artículo 17 de la Ley Núm. 108
de 29 de junio de 1965, según enmendada, conocida como “Ley de Detectives
Privados en Puerto Rico”, a fin de exigir que toda agencia de detectives privados o
de seguridad para la protección de personas o propiedades mueble, suministre a
los aspirantes a empleo con licencia para portar armas, a ser utilizadas como parte
de su gestión laboral, la aprobación de un (1) examen psicológico, entre los
requisitos para trabajar en la agencia, disponer que aquellos empleados que
actualmente porten armas en el desempeño de sus funciones, serán sometidos a un
(1) examen psicológico, el cual deberán aprobar al momento de renovar su licencia
de armas, como condición para continuar portándolas mientras rindan sus
servicios en la misma; y proveer que el incumplimiento de esta obligación, por
parte de la agencia, constituirá causa para revocar o rehusar renovar la licencia
para operarla.

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Ley de Detectives Privados de Puerto Rico fue creada a través de la
aprobación de la Ley Num 108 de 29 de junio de 1965, segun enmendada La misma
tiene el objetivo primordial de reglamentar la profesión de detective privado, las
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agencias de detectives privados, las agencias de seguridad para la protección de
empresas privadas y las escuelas para la enseñanza de detectives privados.

Por tanto, estas agencias de seguridad privadas brindan un servicio de gran
interés público tanto a las instituciones gubernamentales como a las empresas privadas.
Debido a ello, las mismas han proliferado durante las pasadas décadas. Por ende, los
oficiales privados juegan un rol protagonico en la ejecucion de la politica publica de
seguridad en Puerto Rico. En particular, la labor brindada por estos agentes es una
sumamente delicada, ya que incide en la seguridad ciudadana, el cual es uno de los
intereses apremiantes del Gobierno.

Es menester reconocer que estos oficiales se enfrentan diariamente a situaciones
de extrema presión y peligro, las cuales afectan su estado mental y físico, pudiendo
degenerar, si no se corrige a tiempo, en un comportamiento agresivo o violento.
Igualmente, entre la ciudadanía existen preocupaciones legítimas referentes a la salud y
estabilidad mental de algunos de estos agentes. Ante dicha realidad fáctica, es
indispensable la realización periódica de pruebas psicológicas tanto a los oficiales
privados de seguridad como a los candidatos a dicho empleo, con el fin de disminuir
los posibles problemas emocionales que puedan estar enfrentando.

Por lo tanto, basándose en el gran interés público que dichas agencias
representan para la ciudadanía, la Asamblea Legislativa persigue garantizar que se le
provea al Pueblo de Puerto Rico con los mejores servidores de la seguridad privada.
Por lo cual, esta Asamblea Legislativa entiende pertinente y necesario que los
candidatos a oficiales aprueben un (1) examen psicológico, entre los requisitos para
trabajar en estas agencias y que los que actualmente porten armas en el desempeño de
sus funciones, sean sometidos a un (1) examen psicológico, el cual deberán aprobar al
momento de renovar su licencia de armas, como condición para continuar portándolas
mientras rindan sus servicios. Finalmente, se provee para que el incumplimiento de
esta obligación constituya causa para revocar o rehusar renovar a la agencia la licencia
para operar.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 11 de la Ley Núm. 108 de 29 de junio de 1965,

2 según enmendada, para que se lea como sigue:

3 “Artículo 11.—Empleados de la Agencia:— Toda ‘Agencia’ que posea una

4 licencia podrá emplear las personas que fueren necesarias para el

5 funcionamiento de la ‘Agencia’. Cualquier persona así empleada no tendrá que
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1 poseer una licencia como detective privado, pero su empleo en la ‘Agencia’ no le

2 facultará para actuar como detective privado a menos que obtenga una licencia

3 como tal.

4 La ‘Agencia’ suministrará a los aspirantes a empleo con licencia para

5 portar armas, que serán utilizadas como parte de su gestión laboral, un (1)

6 examen psicológico, cuya aprobación será parte de los requisitos necesarios para

7 trabajar en ésta. Disponiéndose, además, que aquellos empleados que

8 actualmente porten armas en el desempeño de sus funciones, serán sometidos a

9 un (1) examen psicológico, el cual deberán aprobar al momento de renovar su

10 licencia de armas, como condición para continuar portándolas mientras rindan

11 sus servicios en la ‘Agencia’. El incumplimiento de este deber, por parte de la

12 ‘Agencia’, será considerado como una causa para revocar o rehusar renovar una

13 licencia al tenedor, según dispuesto en el inciso (g) del Artículo 17 de esta Ley.”

14 Sección 2.-Se añade un inciso (g) al Artículo 17 de la Ley Núm. 108 de 29 de junio

15 de 1965, según enmendada, para que se lea como sigue:

16 “Artículo 17.-Causas para revocar o rehusar renovar Licencias:—

17 Constituirá motivo para revocar o rehusar renovar una licencia cualquiera de las

18 causas siguientes:

19 a)

20 g) No suministrar a los aspirantes a empleo con licencia para

21 portar armas, que serán utilizadas como parte de su gestión

22 laboral, un (1) examen psicológico, cuya aprobación se
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1 hallará entre los requisitos necesarios para trabajar en ésta; o

2 no someter a los empleados que actualmente porten armas

3 en el desempeño de sus funciones, a un (1) examen

4 psicológico, el cual deberán aprobar al momento de renovar

5 su licencia de armas, como condición para continuar

6 portándolas mientras rindan sus servicios en la ‘Agencia’.

7 h) El haber incumplido el pago de pensión alimenticia y/o plan

8 de pago, según estipulado por un tribunal o ASUME.

9 i) El haber ingresado al Registro de Ofensores Sexuales.

10 j) El haber violentado una orden de protección o cualquier otra

11 disposición expedida por un tribunal como parte de orden

bajo la Ley 54
“y

13 Sección 2.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente a partir de los noventa (90)

14 días después de su aprobación.



























































































































































































































GOBIERNO DE PUERTO RiCO

16 Asamblea 7ma. Sesión
Legislativa Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

INFORME POSITIVO
sobre el

P. de la C. 3709

de junio de 2012

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico, previo

estudio y consideración del Proyecto de la Cámara 3709, recomienda a este Honorable Cuerpo

Legislativo, su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3709 persigue establecer la “Ley Especial de Apoyo a Sistemas de Aguas

Públicos No-AAA de Puerto Rico”; enmendar el primer y tercer párrafo del inciso (a); enmendar

los incisos (e), (d), (e) y (f) del Artículo 25-A; añadir un nuevo Artículo 27; y reenumerar los

actuales artículos 27 al 33, como 28 al 34, respectivamente, en la Ley Núm. 44-1988, según

enmendada, conocida como “Ley de la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura de

Puerto Rico”, a los fines de crear dentro de la Autoridad una denominada “División de Apoyo a

Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de Puerto Rico”, con la finalidad de auxiliar a las juntas,

asociaciones de residentes, comunidades incorporadas o juntas de acueductos rurales o

comunales, debidamente incorporados y registrados en el Departamento de Salud, para la

rehabilitación, conservación y mantenimiento de dichos acueductos; enmendar el Artículo 9 de la
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Ley Núm. 416-2004, según enmendada, conocida como “Ley sobre Política Pública Ambiental”,

a los fines de ordenar al Laboratorio de Investigaciones Ambientales de Puerto Rico, llevar a

cabo las pruebas y análisis sobre la calidad de agua requeridas a los antes aludidos acueductos

rurales o comunales, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley; y para otros fines

relacionados.

Explica la Exposición de Motivos de la medida que existen 511 sistemas de agua

públicos registrados en el Departamento de Salud, según el Informe Anual de Violaciones a

Sistemas de Aguas Públicos de 2006. Estos se dividen en 206 sistemas operados por la

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (AAA) y 305 sistemas no operados por la AAA,

conocidos como los Non PRASA. Bajo los sistemas de la AAA se encuentran 133 plantas de

filtros y sobre 350 pozos en operación.

En términos de la población servida, el tres por ciento (3%) de la población se sirve de

sistemas Non PRASA. Además, revela que todos los sistemas y sus respectivos componentes

(pozos y plantas) están sujetos a cumplir con los niveles máximos de contaminantes, requisitos

de tratamiento y de muestreo establecidos en reglamentación para contaminantes

microbiológicos, químicos, fisicos y radiológicos, conforme a la “Ley de Agua Potable Segura”

(SDWA, por sus siglas en inglés) y la Ley Núm. 5-1977, según enmendada, conocida como “Ley

para Proteger la Pureza de las Aguas Potables de Puerto Rico”. Sobre el Informe antes

mencionado señala la pieza legislativa:

Surge del Informe, que en los contaminantes microbiológicos las violaciones se
subdividen en los sistemas operados por la AAA y los Non PRASA. Este
muestreo se realiza mensualmente en todos los sistemas y la cantidad de muestras
a tomar depende de la población servida por el sistema. La AAA tomó 52,693
muestras bacteriológicas en el 2006. El por ciento de muestras positivas fue de
1.3%. La mayoría de las violaciones en los sistemas Non PRASA se registraron
por incumplimiento con la toma de muestras bacteriológicas requeridas. Estos
sistemas no cuentan con la capacidad técnica, administrativa ni financiera, por lo
que incurren en incumplimiento con la reglamentación de agua potable.

Las violaciones relacionadas con los contaminantes químicos se registraron
mayormente en las áreas de muestreo y reporte (M/R) y pertenecen en su mayoría



Comisión de Urbanismo e Infraestructura
Informe Positivo P. de la C. 3709 Página 3

a los sistemas AAA. Solamente 14 sistemas reflejaron incumplimiento con los
niveles máximos de contaminantes (13 sistemas AAA y 1 sistema Non PRASA).
Las violaciones de turbidez se denotan en las plantas de filtración de la AAA, a
través del cumplimiento con el por ciento de turbidez requerido en agua potable.
Cabe señalar que, 5 sistemas superficiales de la AAA y 111 sistemas superficiales
Non PRASA están en violación por no tener instalada la técnica de filtración
requerida en la reglamentación.

Las fallas que muestran los sistemas Non PRASA se deben a: deficiencias que incluyen
equipo inadecuado para la desinfección y purificación del agua; el agua no se filtra en muchos
de los sistemas que se abastecen de ríos y quebradas, contrario a los requerimientos de la Ley de
Agua Potable y del Departamento de Salud; los clorinadores a veces no son efectivos debido a la
falta de mantenimiento o materiales; la falta de bombeo, almacenaje y transmisión de agua;
personal no capacitado para operar y mantener los sistema; y debido a la falta de recursos
económicos para reparar o mejorar los sistemas por daños climáticos o aumentos en demanda de
agua potable.

Según estadísticas del Departamento de Salud hace cerca de diez (10) años, se estimaba
en más de 3 00,000 habitantes en Puerto Rico los que son servidos por acueductos comunales
pequeños privados que no pertenecen a la AAA.

Considerando la gran cantidad de puertorriqueños que dependen de dichos sistemas para
abastecerse del preciado líquido, la pieza legislativa instituye en la Autoridad para el
Financiamiento de la Infraestructura de Puerto Rico una oficina a denominarse como “División
de Apoyo a Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de Puerto Rico”, con la finalidad de auxiliar a
las juntas, asociaciones de residentes, comunidades incorporadas o juntas de acueductos rurales o
comunales, debidamente incorporados y registrados en el Departamento de Salud, para la
rehabilitación, conservación y mantenimiento de dichos acueductos. Para esos fines, se dispone
que la División pueda sufragar sus gastos del “Fondo de Desarrollo de Infraestructura” creado
mediante el Artículo 25-A de la Ley Núm. 44, antes citada.
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA

La Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico analizó los

memoriales explicativos sometidos por la Asociación de Alcaldes de Puerto Rico, la Federación

de Alcaldes de Puerto Rico, el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales (DRNA) y

del Acueducto Comunal Maná de Corozal. Además, evaluó los memoriales sometidos ante la

Comisión de Desarrollo Integrado de la Región Central de la Cámara de Representantes por la

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (AAA), la Autoridad para el Financiamiento de la

Infraestructura (AFI) y el Departamento de Salud, toda vez que al momento de redactar este
informe sus memoriales no habían sido recibidos en la Comisión suscribiente. También, se
analizó el Informe Positivo de la Comisión de Desarrollo Integrado de la Región Central de la
Cámara de Representantes.

Asimismo, la Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de Puerto Rico
solicitó memoriales a la Junta de Calidad Ambiental de Puerto Rico y al Departamento de
Hacienda, así como a varias asociaciones de acueductos de comunidad. No obstante, al
momento de redactar este informe, los memoriales solicitados no habían sido recibidos.

El Departamento de Recursos Naturales y Ambientales señala que, a base de su
experiencia trabajando directamente con las comunidades mediante la División de Permisos y
Franquicias de Agua, el proyecto es uno loable que redunda en beneficios directos a las

comunidades. Destaca que estas comunidades son las que asumen las responsabilidades del

Estado para satisfacer sus necesidades básicas de suministro de agua potable.

Explica la agencia que los costos de los análisis de calidad de agua para asegurar su

potabilidad son muy onerosos. Por tanto, establecer la División que se propone dentro de la

Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura “redundaría en beneficios para todos los

ciudadanos que se sirven de estos sistemas.”

Recalca el Departamento que la Ley Núm. 136 de 3 de junio de 1976, según enmendada,

conocida como “Ley de Aguas en Puerto Rico”, dispone que ninguna persona natural o jurídica,
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causará o permitirá la extracción o aprovechamiento de las aguas o cuerpos de agua sin haber

obtenido la Franquicia correspondiente otorgada por el Secretario de la agencia. Por tanto,

recomiendan que se incluya que los acueductos NoAAA deben contar con una autorización del

DRNA para la extracción del agua, para recibir la ayuda de la División de Apoyo a Sistemas de

Agua Públicos No-AAA de Puerto Rico.

Por su parte, el Acueducto Comunal Maná de Corozal expresó favorecer el P. de la C.

3709, debido a que las comunidades que cuentan con un acueducto necesitan la ayuda

gubernamental. Como cuestión de hecho señalan que su comunidad le sirve agua potable a una

escuela elemental libre de costo. Destaca que los fondos que recolectan la mayoría de estos

acueductos están destinados al pago de luz, cloro y el arreglo de las averías que surgen, que
incluyen reparaciones de motores y bombas, entre otras.

La Federación de Alcaldes de Puerto Rico reconoce que lo propuesto en la legislación
puede ser un remedio a la situación que nos ocupa. No obstante, su preocupación estriba en que
no se contempla la opción de integrar la totalidad o parte de los sistemas al sistema de la

Autoridad de Acueductos y Alcantarillados. Según la Federación, lo que debe de proceder es

“encomendar un análisis técnico de cada uno de estos sistemas para determinar entonces cuáles

de ellos se deben integrar al sistema de la AAA, cuáles de ellos deben agruparse y cuáles de

ellos deben continuar operando como hasta el presente y establecer entonces las medidas que

deban tomarse ...“ Reconoce que en algunos casos el remedio puede ser el que propone la pieza

legislativa.

La Asociación de Alcaldes de Puerto Rico expresa que no es un asunto nuevo la

existencia de numerosos sistemas privados de acueducto, rurales y comunales, y destaca las

limitaciones respecto a la calidad del agua que tienen estos sistemas. Por tanto, reconocen que

“tomarse una iniciativa para auxiliar a los operadores de los mencionados sistemas que por lo

general opera en lugares altos de los barrios de las montañas a los cuales no es viable o resulta

costoso extender los servicios de agua de la AAA, es una gesta que nos parece merece una

adecuada atención.”
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La Asociación cuestiona la creación de una División Especializada para ofrecer ayuda
técnica, económica y operacional para atender las necesidades de los sistemas de acueductos
rurales o comunales. Sin embargo, aclaran que “no objetamos que se instituyan mecanismos
para financiar el costo de las mejoras que se requieran para que estos sistemas operen cónsonos
con las leyes y reglamentos que regulan el suministro de agua potable” y expresa que la
Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura puede ser la entidad que atienda la parte
económica.

La Asociación recalca que la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados es la entidad
que tiene la responsabilidad primaria del suministro de agua potable y, por ende, posee la
estructura administrativa, operacional y técnica que sirve para los propósitos que se establecen en
el P. de la C. 3709. Por tanto, recomienda que los recursos económicos que segregaría la AFI,
según la medida, se le transfieran periódicamente a la AAA. Sugieren, además, que los alcaldes
de los municipios a beneficiarse tengan participación al momento de hacerse el inventarios de los
sistemas elegibles a recibir la ayuda.

Por otro lado, la Asociación de Alcaldes expresa no tener objeción en cuanto a las
responsabilidades que se sumarían a la Junta de Calidad Ambiental, toda vez que ello favorece el
objetivo de optimizar la calidad de las aguas de los sistemas que operan independientemente.

La Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura señaló a la Comisión de
Desarrollo Integrado de la Región Central de la Cámara de Representantes que los fondos para
los programas de mejoras permanentes de infraestructura de la agencia provienen de legislación
para estos proyectos. En cuanto a la creación de la División de Apoyo a Sistemas de Aguas
Públicos No-AAA manifiesta que la AFI no tiene fondos disponibles para sufragar los costos de
operación y servicios necesarios para cumplir con sus propósitos.

Cabe mencionar que la pieza legislativa fue enmendada en la Cámara de Representantes
para conceder a la AFI trescientos noventa (390) días naturales, a partir de la aprobación de la
Ley, para desarrollar el andamiaje fiscal y administrativo necesario para crear la División de
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Apoyo a Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de Puerto Rico. Además, las funciones

otorgadas a la agencia no le serían ajenas, debido a que dentro de sus responsabilidades figura

proveer asistencia técnica y financiera a proyectos de infraestructura prioritarios, que se han

identificado en otras entidades gubernamentales, con el propósito de desarrollar su programa de

mejoras capitales, entre otras.

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados reconoce que “actualmente en la Isla

hay una población no servida por la Autoridad que se suple de agua proveniente de ríos, pozos y

quebradas y no tiene un tratamiento adecuado o confiable de potabilización y/o desinfección.

Por lo anterior, entendemos que el objetivo del proyecto de referencia es trascendental.”

En su memorial explicativo señala una preocupación en cuanto a la posible proliferación

de los acueductos comunitarios que son ubicados sin la debida planificación, lo que conlieva

consecuencias negativas en la protección y uso del recurso del agua. No obstante, se desprende

del Informe Positivo de la Comisión de Desarrollo Integrado de la Región Central de la Cámara

de Representantes que, en vista pública, los representantes de la corporación pública no pudieron

estimar cuándo se contemplaba contar con un sistema universal de distribución de agua que supla

a todos los habitantes de Puerto Rico.

Ante este cuadro, es evidente la necesidad apremiante de establecer una herramienta

efectiva que asegure que el agua servida en los acueductos rurales y comunales sea potable y

segura para los miles de ciudadanos que actualmente permanecen conectados a este sistema.

El Departamento de Salud endosó la pieza legislativa con varias enmiendas dirigidas a

que los aspectos importantes relacionados a la agencia y su política pública, así como a los

acuerdos establecidos con la Agencia Federal de Protección Ambiental (EPA, por sus siglas en

inglés ) no se vean afectados. Las recomendaciones fueron consideradas y acogidas por la

Comisión de Desarrollo Integrado de la Región Central de la Cámara de Representantes.
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IMPACTO FISCAL ESTATAL

A tenor con el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 - 2006, conocida como Ley para la

Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2006, de que no se

aprobará ninguna Ley o Resolución que requiera la erogación de fondos públicos sin antes

mediar certificaciones bajo juramento del Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y del

Secretario de Hacienda, ambas por separado, sobre la disponibilidad de fondos recurrentes o no

recurrentes, para financiar las mismas, identificando su fuente de procedencia; y que de existir un

impacto fiscal, el informe legislativo deberá contener recomendaciones que subsane el efecto

negativo que resulte de la aprobación de la medida, como también deberán identificarse los

recursos a ser utilizados por la entidad afectada para atender tales obligaciones; la Comisión

suscribiente ha determinado que esta medida no tiene impacto fiscal sobre las arcas del

Gobierno Central.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

A tenor con el Artículo 3 de la Ley Núm. 321 - 1999, conocida como “Ley de Impacto

Fiscal Municipal”, la Comisión suscribiente ha determinado que esta medida no tiene impacto

fiscal significativo sobre las finanzas de los gobiernos municipales.

CONCLUSIÓN

Evaluada toda la información, la Comisión de Urbanismo e Infraestructura del Senado de

Puerto Rico está convencida del beneficio de aprobar el P. de la C. 3709, toda vez que está

revestido de alto interés público dado el impacto en las zonas rurales de la Isla.

Esta Asamblea Legislativa no puede permanecer inmóvil ante la realidad de que

alrededor 300,000 puertorriqueños consumen diariamente agua que proviene de acueductos

rurales y comunales, no servida por la AAA, y que no tiene un tratamiento confiable de
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potabilización yio desinfección. La pieza legislativa que nos ocupa provee un mecanismo para

auxiliar a las asociaciones de residentes, comunidades o juntas de acueductos rurales o

comunales, debidamente incorporados y registrados en el Departamento de Salud, en la

rehabilitación, conservación y mantenimiento de dichos acueductos de manera que puedan

cumplir con las leyes estatales y federales aplicables.

Por las razones antes expuestas, la Comisión recomienda la aprobación del P. de la C.

3709 con las enmiendas presentadas en el entirillado electrónico que se acompaña.

Respetuosamente sometido,

)Iw5ce N. Se,frmer Rodríguez
Preídente
Comisión de Urbanismo e Infraestructura
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P. de la C. 3709
24 DE OCTUBRE DE 2011

Presentado por el representante Rivera Ortega
y suscrito por el representante Chico Vega

Referido a la Comisión de Transportación e Infraestructura;
y de Desarrollo Integrado de la Región Central

LEY

Para establecer la “Ley Especial de Apoyo a Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de
Puerto Rico”; enmendar el primer y tercer párrafo del inciso (a); enmendar los
incisos (c), (d), (e) y (f del Articulo 25-A; añadir un nuevo Articulo 27; y
reenumerar los actuales artículos 27 al 33, como 28 al 34, respectivamente, en la
Ley Núm. 44 — de 21 de junio de 1988, según enmendada, conocida como “Ley
de la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura de Puerto Rico”, a
los fines de crear dentro de la Autoridad una denominada “División de Apoyo a
Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de Puerto Ricot1, con la finalidad de
auxiliar a las juntas, asociaciones de residentes, comunidades incorporadas o
juntas de acueductos rurales o comunales, debidamente incorporados y
registrados en el Departamento de Salud, para la rehabilitación, conservación y
mantenimiento de dichos acueductos; enmendar el Artículo 9 de la Ley Núm.
416-2004, según enmendada, conocida como 11Ley sobre Política Pública
Ambiental”, a los fines de ordenar al Laboratorio de Investigaciones Ambientales
de Puerto Rico, llevar a cabo las pruebas y análisis sobre la calidad de agua
requeridas a los antes aludidos acueductos rurales o comunales, de conformidad
con lo dispuesto en esta Ley; y para otros fines relacionados.
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EXPOSICION EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De acuerdo al Informe Anual de Violaciones a Sistemas de Aguas Públicos de
2006, existen registrados en el Departamento de Salud 511 sistemas de agua públicos.
Estos se dividen en 206 sistemas operados por la Autoridad de Acueductos y
Alcantarillados (AAA) y 305 sistemas no operados por la AAA, conocidos como los
Non PRASA. Bajo los sistemas de la AAA se encuentran 133 plantas de filtros y más de
350 pozos en operación.

En términos de la población servida, la AAA sirve al 9% noventa y siete por
ciento (97%) de la población y el restante 3% de la población se sirve de sistemas Non
PRASA. Todos los sistemas y sus respectivos componentes (pozos y plantas) están
sujetos a cumplir con los niveles máximos de contaminantes, requisitos de tratamiento y
de muestreo establecidos en reglamentación para contaminantes microbiológicos,
químicos, físicos y radiológicos, conforme a la “Ley de Agua Potable Segura” (SDWA,
por sus siglas en inglés) con sus respectivas enmiendas y la Ley Núm. 5 —de 21 de julio

1977, según enmendada, conocida como ‘Ley para proteger la pureza de las aguas
potables de Puerto Rico”.

Surge del Informe, que en los contaminantes microbiológicos las violaciones se
subdividen en los sistemas operados por la AAA y los Non PRASA. Este muestreo se
realiza mensualmente en todos los sistemas y la cantidad de muestras a tomar depende
de la población servida por el sistema. La AAA tomó 52,693 muestras bacteriológicas
en el 2006. El por ciento de muestras positivas fue de 1.3% uno punto tres por ciento (1.3
). La mayoría de las violaciones en los sistemas Non PRASA se registraron por
incumplimiento con la toma de muestras bacteriológicas requeridas. Estos sistemas no
cuentan con la capacidad técnica, administrativa ni financiera, por lo que incurren en
incumplimiento con la reglamentación de agua potable.

Las violaciones relacionadas con los contaminantes químicos se registraron
mayormente en las áreas de muestreo y reporte (M/R) y pertenecen en su mayoría a los
sistemas AAA. Solamente 14 catorce (14) sistemas reflejaron incumplimiento con los
niveles máximos de contaminantes (13 sistemas AAA y 1 sistema Non PRASA).

Las violaciones de turbidez se denotan en las plantas de filtración de la AAA, a
través del cumplimiento con el por ciento de turbidez requerido en agua potable. Cabe
señalar que, cinco (5) sistemas superficiales de la AAA y 144 ciento once (111) sistemas
superficiales Non PRASA están en violación por no tener instalada la técnica de
filtración requerida en la reglamentación.
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Las fallas que en reiteradas ocasiones muestran los sistemas Non PRASA se
deben a serias deficiencias que incluyen equipo inadecuado para la desinfección y
purificación del agua. En muchos de los sistemas que se abastecen de ríos y quebradas,
el agua no se filtra, contrario a los requerimientos de la Ley de Agua Potable y el
Departamento de Salud. Los clorinadores a veces no son efectivos debido a la falta de
mantenimiento o materiales.

De otra parte, las fallas se relacionan, también, a la falta de bombeo, almacenaje y
transmisión de agua, resultando en un sistema que sirve agua a bajas presiones parte
del tiempo, personal no capacitado para operar y mantener los sistemas, y por último,
debido a la falta de recursos económicos para reparar o mejorar los sistemas debido a
daños climáticos o aumentos en demanda de agua potable.

De acuerdo a unas estadísticas compiladas hace cerca de 10 diez (1Q) años por el
Departamento de Salud, se estimaba en más de 300,000 habitantes en Puerto Rico los
que son servidos por acueductos comunales pequeños privados, que no pertenecen a la
AAA.

Considerando la gran cantidad de puertorriqueños que dependen de dichos
sistemas para abastecerse del preciado liquido líquido, la Asamblea Legislativa de
Puerto Rico estima imperativo dotar a estos entes con las herramientas necesarias para
suplir su demanda.

Mediante esta Ley, se instituye en la Autoridad para el Financiamiento de la
Infraestructura de Puerto Rico una oficina a denominarse como “División de Apoyo a
Sistemas de Aguas Públicos No-AAA de Puerto Rico”, con la finalidad de auxiliar a las
juntas, asociaciones de residentes, comunidades incorporadas o juntas de acueductos
rurales o comunales, debidamente incorporados y registrados en el Departamento de
Salud, para la rehabilitación, conservación y mantenimiento de dichos acueductos.

Para lograr tales propósitos, se dispone que la División pueda sufragar sus
gastos del “Fondo de Desarrollo de Infraestructura” creado mediante el Artículo 25-A
de la Ley Núm. 44, supra. Hasta este momento, el Fondo se crea con el propósito de que
la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura conceda asistencia a cualquier
corporación pública, instrumentalidad gubernamental, subdivisión política o municipio
autorizado por ley a proveer facilidades de infraestructura relacionadas con los
sistemas de acueductos y alcantarillados, incluyendo todos los sistemas para suplir,
tratar y distribuir agua, sistemas de tratamiento y eliminación de aguas de albañal ymejoras que sean financiadas al amparo de las disposiciones de la Ley Federal de Agua
Limpia, y la Ley Federal de Agua Potable o cualquier otra legislación o reglamento
Federal similar o relacionado.
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Si bien es cierto que los dineros del Fondo son reservados para conceder
asistencia a cualquier corporación pública, instrumentalidad gubernamental,
subdivisión política o municipio, la presente pieza legislativa contiene los cambios de
rigor, a fin de establecer la viabilidad de su génesis. Con los cambios propuestos, no
vemos mayores objeciones para que los dineros depositados en el Fondo antes
mencionado puedan ser dirigidos hacia la rehabilitación, reparación, preservación,
reemplazo, mejoramiento y mantenimiento de parte de la infraestructura y otros
equipos y propiedades que se usen o sean provechosos para proveer el servicio de
acueductos rurales o comunales en Puerto Rico.

DECRETASE DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.-Título de la Ley

2 Esta Ley podrá ser citada como “Ley Especial de Apoyo a Sistemas de Aguas

3 Públicos No-AAA de Puerto Rico”.

4 Artículo 2.-Se enmiendan el primer y tercer párrafo del inciso (a); los incisos (c),

5 (d), (e) y (f) del Artículo 25-A de la Ley Núm. 44 —de 21 de junio de 1988, según

6 enmendada, para que lean como sigue:

7 “Artículo 25-A.-Fondo de Desarrollo de Infraestructura

8 (a) Por la presente se crea, dentro y bajo el control y custodia de la

9 Autoridad, un fondo en fideicomiso público, especial, irrevocable y

10 permanente, para el beneficio continuo del pueblo de Puerto Rico,

11 que se conocerá como el Fondo de Desarrollo de Infraestructura.

12 La Autoridad tendrá el poder de hacer desembolsos de dicho

13 Fondo de Desarrollo a tono con los propósitos de esta Ley y las

14 disposiciones del Artículo 5 de la Ley Núm. 54 de 4 de agosto de

15 1997 y de este Artículo. La Autoridad concederá asistencia de

16 acuerdo con las disposiciones de este Artículo, y cuando así se le
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1 requiera por cualquier corporación pública, instrumentalidad

2 gubernamental, subdivisión política, municipio autorizado por ley

3 a proveer facilidades de infraestructura relacionadas con los

4 sistemas de acueductos y alcantarillados u operador de acueducto

5 rural o comunal, incluyendo todos los sistemas para suplir, tratar y

6 distribuir agua, sistemas de tratamiento y eliminación de aguas de

7 albañal y mejoras que sean financiadas al amparo de las

8 disposiciones de la Ley Federal de Agua Limpia, y la Ley Federal

9 de Agua Potable o cualquier otra legislación o reglamento Federal

10 similar o relacionado.

11

12 Se faculta además a la Autoridad para: (i) crear dentro del

13 Fondo de Desarrollo cualesquiera otras cuentas que sean necesarias

14 para llevar a cabo los propósitos de esta Ley, conocidas en adelante

15 como las “Cuentas Adicionales”, y segregar una porción del dinero

16 depositado a crédito del Fondo de Desarrollo en dichas cuentas, (u)

17 otorgar préstamos o concesiones o proveer cualquiera otra

18 asistencia financiera, según dispuesto en los incisos (c) al (f) de este

19 Artículo 25-A, (iii) emitir, con el propósito de proveer fondos para

20 pagar todo o parte del costo de cualquier proyecto necesario de

21 desarrollo de infraestructura, bonos u otras obligaciones de la

22 Autoridad en los mismos términos y condiciones y con los mismos
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1 derechos y beneficios provistos en otras disposiciones de esta Ley

2 y’ en relación con lo anterior, (x) pignorar con el mismo efecto que

3 se dispone en otros Artículos de esta Ley todo o parte de tal dinero

4 segregado en cualesquiera de las Cuentas Adicionales así creadas

5 para el pago del principal de, e intereses sobre, tales bonos u otras

6 obligaciones, (y) pignorar con el mismo efecto que el dispuesto en

7 otros Artículos de esta Ley todo o parte de tal dinero segregado en

8 cualesquiera de las Cuentas Adicionales así creadas para el pago

9 (incluyendo la provisión para el pago hasta el vencimiento o

10 resolución) o el refinanciamiento de bonos u otras obligaciones de

11 la Autoridad o cualquier otra corporación pública, municipio,

12 subdivisión política, instrumentalidad gubernamental u operador

13 de acueducto rural o comunal, o (z) usar tal dinero así segregado en

14 cualesquiera de las Cuentas Adicionales así creadas para cualquier

15 otro propósito legal de la Autoridad.

16

17 (c) La Autoridad, cuando así se le requiera por la entidad interesada,

18 estará autorizada para otorgar préstamos o concesiones a, o en

19 nombre de, cualquier corporación pública, municipio, subdivisión

20 política, instrumentalidad gubernamental u operador de acueducto

21 rural o comunitario con el propósito de financiar o facilitar el

22 financiamiento de proyectos de desarrollo de infraestructura,
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1 incluyendo préstamos y concesiones a, o en nombre de, proyectos

2 de desarrollo de infraestructura con el propósito de facilitar el

3 acceso a, o reducir los costos de financiamiento de, otras fuentes de

4 financiamiento ya sea tomando dinero prestado de diversas

5 fuentes, obteniendo respaldos crediticios, participaciones o

6 subsidios para los costos del financiamiento.

7 (d) La Autoridad, cuando así se le requiera por la entidad interesada,

8 estará autorizada para conceder subsidios de intereses a cualquier

9 corporación pública, municipio, subdivisión política,

10 instrumentalidad gubernamental u operador de acueducto rural o

11 comunitario que haya solicitado exitosamente el financiamiento de

12 préstamos para proyectos de desarrollo de infraestructura de otros

13 intermediarios y programas de financiamiento federales y de

14 Puerto Rico. La Autoridad sólo concederá subsidios de intereses a,

15 o en nombre de, un proyecto de desarrollo de infraestructura

16 cuando se haya determinado que el subsidio de intereses es

17 justificado para permitir el financiamiento total del proyecto.

18 (e) La Autoridad, cuando así se le requiera por la entidad interesada,

19 estará autorizada para otorgar préstamos y concesiones de respaldo

20 crediticio a cualquier corporación pública, municipio, subdivisión

21 política, instrumentalidad gubernamental u operador de acueducto

22 rural o comunitario. Préstamos y concesiones de respaldo crediticio
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1 podrán otorgarse a intermediarios públicos de financiamiento de

2 infraestructura con el propósito de adquirir cartas de crédito y otras

3 formas de respaldo crediticio para permitir al receptor expandir los

4 recursos de financiamiento, o reducir el costo de financiamiento,

5 disponibles para cualquier corporación pública, municipio,

6 subdivisiÓn política o instrumentalidad gubernamental para

7 financiar proyectos necesarios de desarrollo de infraestructura.

8 (f) La Autoridad, cuando así se le requiera por la entidad interesada,

9 estará autorizada para conceder reservas de fondos con el

10 propósito de facilitar el acceso a, y el financiamiento de costos a

11 través de, fondos disponibles por medio de otros intermediarios

12 públicos de financiamiento de infraestructura. Dichas concesiones

13 se podrán otorgar únicamente a intermediarios públicos de

14 financiamiento de infraestructura autorizados para proveer

15 financiamiento a cualquier corporación pública, municipio,

16 subdivisiÓn política, instrumentalidad gubernamental u operador

17 de acueducto rural o comunitario para los propósitos de proyectos

18 necesarios de desarrollo de infraestructura. El producto de dichas

19 concesiones sólo podrá ser utilizado por los intermediarios

20 públicos de financiamiento de infraestructura para establecer

21 reservas de fondos para pérdidas cuya intención es diversificar el

22 acceso y el financiamiento de costos de la infraestructura. Las
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1 reservas de fondos de pérdidas se establecerán conforme a un

2 acuerdo de fideicomiso otorgado para tal propósito por el

3 intermediario financiero concesionario. El acuerdo de fideicomiso

4 limitará los usos de la reserva de fondos al pago de las pérdidas

5 realizadas ocurridas en el programa de financiamiento de

6 infraestructura del intermediario público de financiamiento de

7 infraestructura, según se especifique en el acuerdo de concesión y

8 para el pago de honorarios y otros costos de administración del

9 fideicomiso de reserva de fondos para pérdidas.

lo II

11 Artículo 3.-Se añade un nuevo Artículo 27 a la Ley Núm. 44— de 21 de junio de

12 1988, según enmendada, que leerá como sigue:

13 ‘Artículo 27.-División de Apoyo a Sistemas de Agua Públicos No-AAA de

14 la Zona Central de Puerto Rico.

15 Se instituye, dentro de la Autoridad, una División de Apoyo a Sistemas de

16 Agua Públicos No-AAA de Puerto Rico con el propósito de auxiliar a las juntas,

17 asociaciones de residentes, comunidades incorporadas o juntas de acueductos

18 rurales o comunales, debidamente incorporados y registrados en el

19 Departamento de Salud, para la rehabilitación, conservación y mantenimiento de

20 dichos acueductos.
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1 El Director Ejecutivo adoptará, previa aprobación de la Junta de

2 Directores de la Autoridad, las medidas administrativas necesarias para hacer

3 posible el adecuado funcionamiento de la División creada mediante esta Ley.

4 Sin que se entienda como una limitación, serán las funciones de la

5 División, en primera instancia, evaluar la viabilidad de conectar estos sistemas

6 de aguas No-AAA, a los sistemas de la Autoridad de Acueductos y

7 Alcantarillados. De ello no ser factible por razones de costos o por ubicar en una

8 topografía accidentada, la División auxiliará a las juntas, asociaciones de

9 residentes, comunidades incorporadas o juntas de acueductos rurales o

10 comunales, debidamente incorporados y registrados en el Departamento de

11 Salud, para que estos puedan rehabilitar, reparar, preservar, reemplazar,

12 extender, mejorar, equipar y mantener parte de la infraestructura y otros equipos

13 y propiedades que se usen o sean provechosos para proveer el servicio de

14 acueductos rurales o comunales. Disponiéndose, que las facultades y poderes

15 conferidos a esta División están revestidos de interés público.

16 Además, tendrá la encomienda de asistir a los operadores de los

17 acueductos de referencia en materias de reglamentación federal sobre calidad de

18 agua. Proveyendo a esos fines, asistencia consultiva, técnica, administrativa y de

19 asesoramiento, en coordinación con el Secretario del Departamento de Salud.

20 Se autoriza al Director Ejecutivo a crear un comité consultivo para

21 asesorar en el funcionamiento de la División y para ejercer aquellas otras

22 funciones que se estimen necesarias por la Junta de Directores de la División. El

41
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1 comité consultivo estará compuesto por los siguientes funcionarios o sus

2 representantes autorizados, a saber: el Secretario del Departamento de Salud; el

3 Secretario del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales; el Presidente

4 de la Junta de Calidad Ambiental; el Presidente Ejecutivo de la Autoridad de

5 Acueductos y Alcantarillados; el Director Ejecutivo de la Autoridad de Energía

6 Eléctrica; el Administrador de la Administración para el Desarrollo de Empresas

7 Agropecuarias y por dos alcaldes; uno en representación de la Asociación çjç

8 Alcaldes de Puerto Rico y otro por la Federación de Alcaldes de Puerto Rico, a

9 ser elegidos por sus pares.

10 En adición, el Director Ejecutivo de la Autoridad, en conjunto con el

11 Secretario del Departamento de Salud, establecerán aquellos formularios a ser

12 completados, mecanismos, normas y/o requisitos necesarios para cualificar a los

13 acueductos rurales o comunales que se beneficiarán por medio del auxilio de la

14 División, en consideración a que los mismos, tendrán que ser debidamente

15 incorporados y registrados en el Departamento, previo al recibo de la ayuda

16 dispuesta.

17 Los gastos necesarios y ordinarios para el funcionamiento de la División,

18 se sufragarán del quince (15%) por ciento de todo ingreso, incluyendo ingreso de

19 intereses, recibido de las inversiones de dinero depositado en el “Fondo de

20 Desarrollo de Infraestructura”, creado mediante el Artículo 25-A de ésta esta

21 Ley.”
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1 Artículo 4.-Se reenumeran los actuales artículos 27 al 33, como 28 al 34,

2 respectivamente, en la Ley Núm. 44— de 21 de junio de 1988, según enmendada.

3 Articulo 5.-El Director Ejecutivo de la Autoridad para el Financiamiento de la

4 Infraestructura de Puerto Rico y el Secretario del Departamento de Salud someterán a

5 las Secretarías de las Cámaras Legislativas un primer informe suscrito por ambos sobre

6 las gestiones realizadas para cumplir con lo aquí dispuesto dentro de los primeros

7 ciento veinte (120) días luego de aprobada esta Ley. Posteriormente, remitirán

8 conjuntamente informes trimestrales a ambas Secretarías hasta que se cumpla el

9 término en que se supone esté totalmente operacional la denominada “División de

10 Apoyo a Sistemas de Agua Públicos No-AAA de Puerto Rico” aquí creada.

11 Artículo 6.-Se enmienda el Artículo 9 de la Ley 416-2004, según enmendada, para

12 que lea como sigue:

13 “Artículo 9.-Facultades y deberes

14 A. La Junta de Calidad Ambiental, bajo la autoridad conferida al Director

15 Ejecutivo, tendrá los siguientes deberes, facultades y funciones:

16

17 B. Bajo la autoridad conferida a su Junta de Gobierno y de conformidad con

18 los requerimientos, guías, normas e instrucciones de la misma y lo

19 dispuesto en el Artículo 8(B) de esta Ley, la Junta de Calidad Ambiental

20 tendrá los siguientes deberes, facultades y funciones adicionales:

21 1...

22 14.- Laboratorio de Investigaciones Ambientales de Puerto Rico
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1 a)...

2 b) El Laboratorio tendrá, sin que constituya una limitación, los

3 siguientes objetivos:

4 1)

5 9) Llevar a cabo las pruebas y análisis sobre la calidad de agua

6 requeridas a los acueductos rurales o comunales,

7 debidamente incorporados y registrados en el Departamento

8 de Salud, de conformidad con lo dispuesto en la “Ley

9 Especial de Apoyo a Sistemas de Aguas Públicos No-AAA

10 de Puerto Rico”. Disponiéndose, que el Laboratorio facturará

11 a los acueductos rurales o comunales el costo exacto en que

12 incurra para la realización de las referidas pruebas.

13

14 Articulo 7.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.

15 No obstante, se conceden al Director Ejecutivo de la Autoridad para el Financiamiento

16 de la Infraestructura y al Secretario del Departamento de Salud trescientos noventa

17 (390) días naturales para desarrollar e institucionalizar el andamiaje fiscal y

18 administrativo necesario para crear la denominada “División de Apoyo a Sistemas de

19 Agua Públicos No-AAA de Puerto Rico”, según contemplada en esta Ley.











































































































































GOBIERNO DE PUERTO RICO

6 Asamblea
7rna Sesión

—

Legislativa Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

C7dejuniode2012

INFORMEPOSITIVOSOBREE1P.delaC.3984

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura del Senado de

Puerto Rico recomienda la aprobación del P. de la C. 3984, sin enmiendas.

1. ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3984 propone crear la “Ley de Procedimientos Administrativos Expeditos

Para el Bienestar de la Niñez”; enmendar las secciones 21 y 22 de la Ley Núm. 186-2009, según

enmendada, conocida como “Ley de Reforma Integral de Procedimientos de Adopción de 2009”;

para enmendar los artículos 21-A y 21 -D de la Ley Núm. 24 de 22 de abril de 1931, según

enmendada; y para enmendar los artículos 23, 37, 32, 39, 42, 49 y 52 de la Ley 246-2011,

conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, a los fines de

establecer un procedimiento expedito y flexible para procedimientos de adopción, custodia de

emergencia, relevo de esfuerzos y privación de patria potestad; autorizar la imposición de multas

administrativas, fijar penalidades; y para otros fines.

II. ANÁLISIS

La presente medida, es una de las iniciativas que hemos proyectado para complementar el

esfuerzo realizado por esta administración, al proveer un mecanismo adicional, para agilizar y

flexibilizar los procesos. Como se observa la Exposición de Motivos de la medida demuestra por

sí misma lo imperativo de aprobarse al señalamos que:

Por los pasados años el Gobierno de Puerto Rico ha realizado esfuerzos

dirigidos a agilizar los procesos en los casos de familia. Se ha aprobado una

nueva ley de adopción, Ley 186-2009, según enmendada, conocida como “Ley
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de Reforma Integral de Procedimientos de Adopción de 2009”; una nueva ley

de protección de menores, Ley 246-2011, conocida como “Ley para la

Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”; y la ley de custodia

compartida, Ley 223-2011, conocida como “Ley Protectora de los Derechos de

los Menores en el Proceso de Adjudicación de Custodia”. Todo esto ha ido

dirigido a conseguir dirimir los conflictos entre familias que pudiesen afectar a

nuestros menores. La presente medida complementaría el esfuerzo realizado

por esta administración, al proveer un mecanismo adicional, para agilizar y

flexibilizar los procesos.

El Departamento de la Familia es la agencia con el peritaje necesario para

establecer las salas administrativas que juzgaran los asuntos relacionados con

el Relevo de Esfuerzos, conforme al Artículo 49 de la Ley 246-2011, conocida

como la “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, así como

la adopción en aquellos casos en que los funcionarios responsables, conforme

lo establece la Ley Núm. 246-2011, hayan determinado que la adopción es el

plan de permanencia del menor y hayan sido privados de patria potestad, con el

objetivo de alcanzar la estabilidad y seguridad emocional y fisica de nuestros

niños. El Departamento tiene como política pública garantizar el ejercicio

pleno de los derechos de los niños y niñas de tener un hogar seguro, ser

reconocido por su padre o madre, relacionarse con su padre y madre, tener

certeza de filiación, ser adoptado y tener una nueva familia, con especial

énfasis en la protección integral y a la inclusión social con equidad. Esto

mediante la creación de servicios dirigidos a atender dichas necesidades.

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura evaluó los siguientes

memoriales explicativos sometidos ante la Cámara de Representantes; a saber el Departamento

de la Familia y el Departamento de Justicia.

El Departamento de la Familia, en adelante la agencia, comenzó reconociendo que la

agencia como lugar inicial de socialización involucra promover el cuidado y afecto familiar, la
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construcción de autonomía y las relaciones familiares. La creación de condiciones y medios para

la realización de proyectos de vida familiar requiere del impulso de la participación de las

familias en los espacios de decisión colectiva. La visión de la agencia ha permitido dirigir los

esfuerzos de la agencia hacia una meta posible: hacer del pueblo un escenario permanente de

reconciliación, en donde la familia sea protagonista de su propio desarrollo y el Estado garantice

el bienestar colectivo.

La agencia expresó que durante los últimos años la presente administración ha trabajado

incansablemente por asegurar la protección de los menores que residen en la isla. La agencia

reconoce que los menores son los más vulnerables en la sociedad, así mismo, han hablado por

ellos. Según la Agencia se aprobó una nueva ley de adopción, la “Ley para la Seguridad,

Bienestar y Protección de Menores”, la Ley de Custodia Compartida, diversas enmiendas a

artículos del Código Civil y a las leyes de procedimientos especiales. Todo esto ha ido dirigido a

conseguir dirimir los conflictos entre familias que pudiesen afectar a los menores.

Además, la agencia, manifestó que conjuntamente con estos cambios, existe la necesidad

de otorgar recursos adicionales que permitan acelerar las acciones para proteger a los niños y

niñas, de manera que no se dilaten o compliquen, al no existir procedimientos específicos y

expeditos en auxilio de los juzgadores para hacer una determinación. La agencia resaltó que la

mayoría de los procedimientos aun se realizan en los tribunales de justicia, los cuales atienden un

alto volumen de trabajo. Los niños y niñas no pueden esperar prolongadamente para lograr su

estabilidad filial o ser adoptados. La Agencia entiende que es necesario dar un paso al frente y

crear los mecanismos que pennitan acelerar los procesos para lograr brindar a las familias la

justicia a la que tienen derecho, garantizando a la vez su debido proceso de ley.

Durante los últimos años, el Departamento expresó que los tribunales han reconocido las

ventajas de que las agencias atiendan situaciones relacionadas con su área de expertise, a través

de procedimientos administrativos. De esta manera, se alivia la carga de los tribunales mientras

que las partes tienen a su disposición otro mecanismo donde poder acudir para atender sus

reclamos o necesidades.
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A tenor con dicho mandato y con la necesidad real que tienen los menores de atención

inmediata a sus necesidades, la agencia entiende necesario crear este proceso administrativo

expedito.

La agencia destacó que es el compromiso de ellos lograr que se les brinde a las familias

todos los servicios que éstas necesitan de manera rápida y efectiva, lo que a su vez le permite

asumir un rol más trascendental en su papel de construcción de ciudad y ciudadanía, porque sin

su participación no es posible desarrollar políticas sociales sostenibles. En el proceso de

humanizar y socializar a sus miembros, todos estos grupos junto a las familias soportan los

proyectos de vida, producen y reproducen la cultura y satisfacen necesidades básicas a través de

la provisión económica. Las familias y sus redes comunitarias de apoyo, son fundamentales para

la construcción democrática de Puerto Rico, a partir de la gestión social, política, económica,

cultural y ambiental de los espacios que habitan.

El Departamento de la Familia concluyó expresando que en la medida en que se faciliten

los procesos adjudicativos mediante la creación de organismos administrativos, la agencia

cumplirá de una mejor forma su función como centro de satisfacción de necesidades materiales,

para la realización de las capacidades y potencialidades de sus integrantes y de la unidad

familiar. Implica también, reconocer la multiplicidad, la heterogeneidad y la pluralidad de las

familias, de sus formas de relación, de habitar nuestro país y de ser generadoras de cambio y

desarrollo social.

Por su parte, el Departamento de Justicia, en adelante el Departamento, comenzó

indicando que en el ordenamiento de Puerto Rico, las relaciones familiares han sido examinadas

por los tribunales en el contexto del derecho a la intimidad. El derecho a la intimidad en Puerto

Rico y la protección a la dignidad del ser humano tienen un origen constitucional explícito. El

Artículo II, Sección 1 de la Constitución de Puerto Rico establece la inviolabilidad de la dignidad

del ser humano como principio de interpretación cardinal para todos los derechos reconocidos en

ella.Ù
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El Departamento indicó que existe una presunción de que los padres aptos actúan en el

mejor interés de los hijos por lo que, cuando éstos cuidan adecuadamente de ellos, no existe

razón para la intervención del Estado en dicho aspecto de la crianza de los hijos. Cuando un

progenitor es negligente en cumplir sus deberes y responsabilidades sobre sus hijos, la sociedad

asume el costo de proteger a los menores. El papel del estado en la remoción del menor de la

custodia de sus progenitores tiene base tanto en el poder de razón del Estado como en su poder

de parens patriae.

Sin embargo, el Departamento expresó, que antes de que el Estado pueda terminar

completa e irrevocablemente los derechos de los padres sobre sus hijos, el debido proceso de ley

requiere que el Estado apoye sus alegaciones en evidencia clara y convincente. Véase Santosky

y. Kramer, 455 U.S. 745 (1982).

Por tanto, al establecer las salas administrativas especializadas en el área de familia es

fundamental que la agencia salvaguarde en el proceso adjudicativo lo siguiente:

1. El derecho a una notificación oportuna de los cargos o querella o reclamo contra

la parte;

2. El derecho a presentar prueba;

3. El derecho a una adjudicación imparcial;

4. El derecho a que la decisión se base en el expediente.

En este caso, en efecto, el Departamento destacó que se propone la creación de un

mecanismo alterno (administrativo), con requisitos procesales muy específicos, para atender la

necesidad de procesos adjudicativos más ágiles y eficientes. A su vez, el Departamento

manifestó que promueve una importante política pública, basada en la protección de los derechos

inherentes al área de la familia, viabilizando un foro especializado en la materia. Por todo ello, y

por entender que el objetivo que subyace esta medida legislativa es totalmente cónsono con los

poderes y deberes del Estado, el Departamento de Justicia ayala totalmente este esfuerzo

legislativo.
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Finalmente, el Departamento de Justicia expresó que ayala la aprobación de esta medida

legislativa, por considerar que la misma redundará en el fortalecimiento del sistema y en mayor

protección y bienestar de nuestros menores.

III. IMPACTO FISCAL ESTATAL

El Departamento de la Familia emitió una certificación de disponibilidad de fondos para

el nombramiento de los diez (10) jueces de adopción que serán nombrados a las Salas

Administrativas de Familia. Dicha certificación establece que las Salas Administrativas serán

sufragadas por los fondos federales recurrentes del Programa “Promoting Safe and Stable

Families”. La cantidad anual de fondos establecida para el funcionamiento de las Salas

Administrativas es $882,882.00. De esta forma, se entiende que la medida no compromete

fondos del presupuesto del año fiscal en curso, por lo que no se vuinera la Ley 103-2006, según

enmendada, conocida como “Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno de Puerto Rico de 2006”.

IV. IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado, la Comisión

suscribiente evaluó la presente medida y determinó que la aprobación de la misma no tendría

impacto fiscal sobre las finanzas de los municipios.

y. CONCLUSION

A tenor con lo antes expuesto, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la

Judicatura del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación del P. de la C. 3984, sin

enmiendas.

uYsometido

oger J. l9as Suárez
PresidenteV
Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura
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El Estado tiene el deber, no solo legal, sino moral, de proteger a los menores que

residen en nuestra isla. Son éstos los sujetos jurídicos más vulnerables en nuestra

sociedad; el Estado viene obligado a velar por ellos. A esos efectos, esta Asamblea

Legislativa ha aprobado una serie de estatutos cuyo denominador común es

salvaguardar el bienestar y los intereses de los menores de edad.

Por los pasados años el Gobierno de Puerto Rico ha realizado esfuerzos dirigidos

a agilizar los procesos en los casos de familia. Se ha aprobado una nueva ley de

adopción, Ley 186-2009, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Integral de

Procedimientos de Adopción de 2009”; una nueva ley de protección de menores, Ley

246-2011, conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”;

y la ley de custodia compartida, Ley 223-2011, conocida como “Ley Protectora de los

Derechos de los Menores en el Proceso de Adjudicación de Custodia”. Todo esto ha ido

dirigido a conseguir dirimir los conflictos entre familias que pudiesen afectar a nuestros

menores. La presente medida complementaría el esfuerzo realizado por esta

administración, al proveer un mecanismo adicional, para agilizar y flexibilizar los

procesos.

La adopción es un regalo de vida, de oportunidades, de amor y de seguridad.

Nuestros niños se merecen poder disfrutar de este regalo sin tener que pasar por

procesos que no sean rápidos ni expeditos. Ante esta situación y en nuestra búsqueda

por mejorar y ampliar las oportunidades que tienen nuestros menores, creamos las salas

administrativas donde se podrán ver también los casos de adopción de una forma

rápida y menos costosa. Además, en el marco del debido proceso de ley y teniendo

presente los derechos de los padres, en las salas administrativas se podrán ventilar

procesos de relevo de esfuerzos conforme el Artículo 49 de la Ley Núm. 246-2011 y las

privaciones de patria potestad relacionados con estos. Tal como se desprende, en estas

Salas Administrativas los jueces estarán encargados de atender procesos encaminados a

lograr el relevo de esfuerzos, así como la adopción en aquellos casos en que los

funcionarios responsables, conforme lo establece la Ley Núm. 246-2011, hayan

determinado que la adopción es el plan de permanencia del menor, y hayan sido

privados de patria potestad con el objetivo de alcanzar la estabilidad y seguridad

emocional y física de nuestros niños. Todos estos procesos estarán siempre enmarcados

en el mejor bienestar de los menores y es precisamente en ese aspecto que los jueces

deberán basar y tomar sus decisiones. Durante los últimos años, los tribunales han

reconocido las ventajas de que las agencias atiendan situaciones relacionadas con su

área de peritaje a través de procedimientos administrativos. De esta manera, se alivia la

carga de los tribunales mientras que las partes tienen a su disposición otro mecanismo

donde poder acudir para atender sus reclamos o necesidades. Ante esta situación,

entendemos necesario crear un proceso administrativo en el que se atiendan los

procedimientos de adopción, determinaciones de custodia de emergencia,

determinaciones de relevo de esfuerzos y privaciones de patria potestad.
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El Departamento de la Familia es la agencia con el peritaje necesario para
establecer las salas administrativas que juzgaran los asuntos relacionados con el Relevo
de Esfuerzos, conforme al Artículo 49 de la Ley 246-2011, conocida como la “Ley para la
Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, así como la adopción en aquellos casos
en que los funcionarios responsables, conforme lo establece la Ley Núm. 246-2011,
hayan determinado que la adopción es el plan de permanencia del menor y hayan sido
privados de patria potestad, con el objetivo de alcanzar la estabilidad y seguridad
emocional y física de nuestros niños. El Departamento tiene como política pública
garantizar el ejercicio pleno de los derechos de los niños y niñas de tener un hogar
seguro, ser reconocido por su padre o madre, relacionarse con su padre y madre, tener
certeza de filiación, ser adoptado y tener una nueva familia, con especial énfasis en la
protección integral y a la inclusión social con equidad. Esto mediante la creación de
servicios dirigidos a atender dichas necesidades.

Tal como se ha reconocido ampliamente el Estado en su poder de parens patriae
utiliza el vehículo de la adopción para brindarle a los menores que han sido removidos
de sus hogares, a los que por alguna razón no puedan volver a los mismos, o a los que
han sido entregados voluntariamente, la posibilidad de criarse en un hogar estable,
saludable y seguro. Nuestros niños y niñas no pueden esperar años para lograr su
estabilidad filial y poder ser adoptados. Ante esta situación, es necesario dar un paso al
frente y crear los mecanismos adicionales que permitan acelerar los procesos para
lograr brindar a nuestras familias la justicia a la que tienen derecho, garantizando a la
vez su debido proceso de ley.

Esta Asamblea Legislativa entiende que a través de la presente medida se logra
de manera rápida y expedita proveerle un ambiente seguro y adecuado a nuestros
menores a través de un hogar en el que se sientan amados y puedan desarrollarse física,
mental, social y moralmente. En la medida en que se faciliten los procesos
adjudicativos mediante la creación de organismos administrativos, se promueve la
estabilidad y la seguridad de nuestros niños.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Sección 1.-Se crea la presente Ley, la cual dispone de la siguiente manera:

2 Artículo 1.-Título

3 Esta Ley se conocerá como la “Ley de Procedimientos Administrativos Expeditos

4 para el Bienestar de la Niñez”.

5 Artículo 2.-Definiciones
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1 A los fines de interpretación, cuando se utilice una palabra que establezca

2 diferencia de géneros, se entenderá que el término masculino aplica al término

3 femenino y viceversa.

4 Los siguientes términos tienen el significado que se expresa a continuación:

5 a) “Departamento” el Departamento de la Familia del Gobierno de Puerto

6 Rico.

7 b) “Secretario” significa Secretario del Departamento de la Familia.

8 c) “Sala Administrativa” Las Salas Especializadas de Familia, creadas por

9 esta Ley, adscritas al Departamento de la Familia para la atención de

10 trámites que establece esta ley.

11 d) “Juez Administrativo” Abogado revalidado nombrado según se dispone

12 en esta Ley para intervenir en los procedimientos adjudicativos y que está

13 facultado, sin que se entienda como una limitación, para hacer

14 determinaciones de hecho y conclusiones de derecho, emitir órdenes y

15 resoluciones sobre los asuntos que se establecen en esta ley y que surjan

16 dentro del procedimiento administrativo expedito y tomar todas aquellas

17 medidas administrativas necesarias para compeler al cumplimiento de

18 dichas órdenes.

19 e) “Juez Administrativo Coordinador” Juez Administrativo nombrado según

20 se dispone en esta Ley que tiene a su cargo la función adicional de

21 coordinar y dirigir el funcionamiento administrativo de la Oficina de los

22 Jueces Administrativos.
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1 Artículo 3.-Política Pública

2 En atención al mejor bienestar del menor, se dispone que los procedimientos de

3 custodia de emergencia, rclevo de esfuer7os, privacion de pata la potestad y adopcion,

4 sean expeditos, flexibles, asi como confidenciales y que contengan las garantias

5 mínimas necesarias para proteger los derechos constitucionales de las partes. Se crean

6 las Salas Administrativas para proveer un mecanismo adicional y dar especial atención

7 a la agilización de los casos relacionados con el Relevo de Esfuerzos, conforme al

8 Articulo 49 de la Ley 246-2011, conocida como la “Ley para la Seguridad, Bienestar y

9 Protección de Menores”, así como la adopción en aquellos casos en que los funcionarios

10 responsables, conforme lo establece la Ley Núm. 246-2011, hayan determinado que la

II adopción es el plan de permanencia del menor y hayan sido privados de patria

12 pote’tad, con el objetivo de alcanzar la estabilidad y seguridad emocional y fisica de

13 nuestros niños.

14 Es política pública en materia de adopción, custodia de emergencia, relevo de

15 esfuerzos y privación de patria potestad lo siguiente:

16 1) El reconocer al Estado las mas plenas facultades para, en casos

17 apropiados, dar en adopcion niños que estan bajo su custodia y tutela y

Y 18 CUYOS padres hayan sido privados de la patria potestad y custodia cuando

19 así lo requiera el mejor bienestar de los menores.

20 2) El facilitar en la forma mas liberal y amplia posible dentro del esquema

21 juridico que rige en Puerto Rico, los procedimientos de adopcion,

22 proveyendo para un procedimiento simple, sencillo y expedito cuyo
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1 trámite total no exceda de setenta y cinco (75) días desde su inicio hasta su

2 resolución final, además de simplificar y liberalizar sustancialmente los

3 requisitos de ley para la emisión de decretos de adopción.

4 Es preciso crear los mecanismos necesarios para poder dirimir de forma rápida y

5 efectiva los casos de adopción, custodia de emergencia, relevos de esfuerzos y privación

6 de patria potestad.

7 Artículo 4.-Competencia

8 La competencia de las salas administrativas creadas en esta ley será concurrente

9 con la ejercida por los tribunales, en los casos que se mencionan en esta ley. El

10 peticionario tendrá la opción de presentar el asunto ante el Juez Administrativo o ante

11 el Tribunal, según lo estime conveniente.

12 Artículo 5.-Confidencialidad

13 Todos los expedientes y documentos relacionados con los casos que se atiendan

14 bajo la presente ley, incluyendo los informes de cualesquiera oficinas, entidades

15 públicas o privadas generados en el cumplimiento de esta Ley, serán confidenciales y

16 no serán revelados, excepto en los casos y circunstancias en que específicamente lo

17 autoricen las leyes pertinentes.

18 Artículo 6.-Funciones del Secretario

19 El Secretario es el funcionario responsable del cumplimiento cabal de la política

20 pública enunciada en esta ley a fin de atender de manera integral y eficiente los asuntos

21 relacionados a las mismas. Como tal, tendrá los siguientes poderes y funciones:
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1 a) Asesorar al Gobernador de Puerto Rico y hacer las recomendaciones

2 correspondientes a la Asamblea Legislativa en la formulación de la

3 polffica pública relacionada con esta Ley.

4 b) Supervisar, evaluar, auditar y velar que se implante la política pública

5 enunciada en este capítulo.

6 c) Establecer las normas, criterios y mecanismos para coordinar las funciones

7 administrativas y operacionales necesarias para el funcionamiento

8 adecuado de esta ley.

9 d) Supervisar, evaluar y auditar el funcionamiento y las operaciones del Juez

10 Administrativo Coordinador que se nombre, en virtud de la presente ley.

11 e) Requerir todos aquellos informes que estime pertinentes para el

12 cumplimiento de sus responsabilidades.

13 f) Realizar recomendaciones para los puestos de jueces Administrativos,

14 quienes serán nombrados por el Gobernador.

15 g) Realizar todos aquellos otros actos necesarios y convenientes para el logro

16 de los propósitos de esta Ley.

17 Artículo 7.-Juez Administrativo; Nombramiento; Facultades; Organización

18 Se crean diez (10) puestos de Jueces Administrativos, quienes serán nombrados

19 por el Gobernador de Puerto Rico para atender las controversias administrativas que se

20 señalan más adelante.

21 El Departamento tendrá salas administrativas, según la necesidad, en por lo

22 menos ocho (8) regiones, incluyendo entre estas a: San Juan, Bayamón, Arecibo,
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1 Aguadilla, Mayagüez, Ponce, Guayama, Humacao, Caguas y Carolina. Se podrán

2 nombrar más de uno por región de entenderse necesario.

3 Las personas a ser nombradas en dichos puestos, deberán ser abogados con por

4 lo menos tres (3) años de experiencia profesional y tener conocimiento en el derecho de

5 familia. Los nombramientos estarán adscritos a la Oficina del Secretariado del

6 Departamento de la Familia. Cada Juez Administrativo será nombrado a una de las

7 regiones del Departamento de la Familia al hacerse el nombramiento. El Secretario

8 designará, de entre los Jueces Administrativos nombrados, un Juez Administrativo

9 Coordinador y un Juez Administrativo Sub-Coordinador, los cuales serán nombrados

10 por el término que reste a su nombramiento como Juez Administrativo. La designación

11 como Juez Coordinador y Sub-Coordinador podrá ser revocada por justa causa. Una

12 vez nombrados a una Oficina Regional, los jueces administrativos podrán ser

13 trasladados a otra región por necesidad de servicio, siempre que ello sea debidamente

14 acreditado por el Juez Administrativo Coordinador. A tales fines, de ser necesario un

15 traslado el Juez Coordinador deberá solicitarlo al Secretario presentando un informe de

16 cuales son las razones que hacen necesario dicho traslado. El Juez Coordinador podrá

17 también recomendar que un Juez asignado a una región preste apoyo a otra región de

18 ser necesario. Esto podrá hacerse por destaque, por tiempo limitado y cuando así la

19 necesidad de servicio lo requiera. El nombramiento de los Jueces Administrativos será

20 por el término de siete (7) años, ocuparán sus cargos hasta que su sucesor sea nombrado

21 y devengarán un sueldo mínimo de setenta y dos mil ($72,000) dólares anuales. En el
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1 caso del Juez Administrativo Coordinador y el Juez Administrativo Sub-Coordinador,

2 éstos devengarán un sueldo mínimo de setenta y seis mil ($76,000.00) dólares anuales.

3 Por su naturaleza, los jueces administrativos gozarán de la misma inmunidad

4 que gozan los jueces del Tribunal General de Justicia en todo lo relacionado a los

5 procesos que se ventilan ante ellos, la toma de decisiones y notificación de Resoluciones

6 Así mismo, y al igual que los nombramientos de los jueces del Tribunal General de

7 Justicia, a estos nombramientos no les aplicarán las disposiciones relativas a la Veda

8 Electoral, por lo que podrán ser nombrados durante dicho término. Una vez

9 nombrados, tendrán los mismos derechos que los empleados públicos en términos de

10 licencia por enfermedad, vacaciones, bono de navidad y demás beneficios marginales

11 El Secretario estará a cargo de identificar los fondos necesarios para sufragar los gastos

12 de la implantación de esta ley.

13 Artículo 8.-Funciones de los Jueces Administrativos

14 En el ejercicio de sus funciones, y sin necesidad de obtener una orden de algún

15 tribunal estatal, federal, o de otra jurisdicción, los Jueces Administrativos tendran

16 autoridad y facultad para:

17 a) Celebrar vistas, tomar juramentos, dirigir y permitir que las partes utilicen

18 el descubrimiento de información que agilice el trámite y la solución de

19 las controversias, recibir testimonio y cualquier otra evidencia a través de

20 grabaciones en cintas de sonido y video sonido para establecer el récord

21 del caso.
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1 b) Dirigir, ordenar y permitir que las partes lleven a cabo reuniones y

2 conversaciones transaccionales.

3 c) Ordenar la comparecencia de testigos y de las partes; recibir y evaluar la

4 evidencia sometida; emitir las órdenes correspondientes; y notificar la

5 celebración de una vista cuando sea necesario o la imposición de remedios

6 o penalidades según corresponda.

7 d) Ordenar exámenes genéticos para determinar la paternidad del menor,

8 siempre que las partes consientan.

9 e) Acoger Acuerdos de Adopción Privados y llevar a cabo el procedimiento

10 de colocación de menores con las partes adoptantes establecido en la Ley

11 186-2009, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Integral de

12 Procedirruentos de Adopción de 2009”

13 f) Atender los procedimientos y emitir todas las órdenes que sean necesarias

14 y adjudicar cualquier caso o petición de adopción.

15 g) En todos los casos donde se decrete una adopción deberá enviar copia

16 certificada de la Resolución que emita al Registro demográfico para que

17 éste proceda a hacer la corrección del nombre en el Registro.

18 h) Adjudicar, en los casos de maltrato en que proceda, la custodia legal de

19 emergencia a favor del Departamento de la Familia. En este caso, el Juez

20 Administrativo deberá cumplir con los procedimientos establecidos en la

21 Ley 246-2011, conocida como la “Ley para la Seguridad, Bienestar y

22 Protección de Menores”.
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¡ i) Celebrar la vista de Relevo de Esfuerzos, conforme al Artículo 49 de la

2 Ley 246-2011, conocida como la “Ley para la Seguridad, Bienestar y

3 Protección de Menores”. En estos casos el Departamento vendrá

4 obligado a presentar el Plan de Permanencia.

5 j) En los casos donde se determine el Relevo de Esfuerzos, conforme al

6 Artículo 49 de la Ley 246-2011, conocida como la “Ley para la Seguridad,

7 Bienestar y Protección de Menores”, podrá celebrar la vista de privación

8 de la patria potestad.

9 k) Imponer las sanciones, multas y penalidades establecidas en esta Ley y los

10 reglamentos que adopten.

11 1) Ordenar a las agencias gubernamentales o privadas el acceso a

12 expedientes de las partes concernidas.

13 m) Atender los procedimientos y emitir todas las órdenes que sean necesarias

14 y adjudicar cualquier caso de los comprendidos en esta Ley.

15 n) Establecer relaciones paterno o materno filiales entre las partes. La parte

16 que no esté conforme, deberá acudir ante el Tribunal de Primera Instancia

17 mediante un procedimiento ordinario.

18 o) Hacer determinaciones de custodia. La parte que no esté conforme, deberá

19 acudir ante el Tribunal de Primera Instancia mediante un procedimiento

20 ordinario.

21 Artículo 9.-Funciones del Juez Administrativo Coordinador y el Juez

22 Administrativo Sub-Coordinador
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1 El Juez Administrativo Coordinador y el Juez Administrativo Sub-Coordinador,

2 serán a su vez Jueces Administrativos, por lo que podrán ser asignados a una de las

3 regiones en cuyo caso tendrán todas las funciones establecidas en el artículo 8 de esta

4 ley. Además, atenderán asuntos de supervisión y de naturaleza administrativa. El Juez

5 Administrativo Coordinador será el jefe administrativo y en tal capacidad velará por el

6 funcionamiento eficiente de las salas administrativas, la pronta solución de los casos y

7 por el fiel cumplimiento y uniformidad de la política pública establecida en esta Ley y

8 la legislación federal aplicable. Igualmente será responsable de la supervisión y

9 evaluación de todos los jueces administrativos, la distribución de salas administrativas,

10 la asignación de casos y cualquier otra que le sea delegada por el Secretario. El Juez

11 Administrativo Coordinador responderá directamente al Secretario del Departamento,

12 en cuanto a sus funciones administrativas.

13 Artículo 10.-Disciplina Judicial y Separación del Servicio

14 A) Conductas que conllevan medidas disciplinarias y separación de servicio

15 Estará sujeto a la imposición de medidas disciplinarias y posible separación de

16 servicios todo juez administrativo que:

17 1. Incurra en violación a la ley, los Cánones de Ética Profesional o a la

18 reglamentación administrativa aplicable.

19 2. Manifieste negligencia crasa, inhabilidad o incompetencia profesional en

20 el desempeño de sus deberes.

21 Cualquier medida disciplinaria o proceso de separación de servicio deberá

22 iniciarse por recomendación fundamentada del Juez Coordinador y seguir los
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1 procedimientos que el Departamento disponga por reglamento.

2 B) Separación del Servicio por Condición de Salud Mental o Física

3 Todo juez cuya condición de salud mental o física, ya sea temporera o

4 permanente, afecte adversamente el desempeño de sus funciones, estará sujeto al

5 procedimiento de separación del servicio.

6 Cuando el Juez Administrativo Coordinador le informe al Secretario que un

7 juez se encuentra en la condición física o mental a que se refiere este Artículo, el

8 Secretario podrá, previo los trámites legales correspondientes, ordenar la separación

9 temporal o la separación permanente del cargo.

10 Artículo 11.-Procedimientos

11 1 En los casos donde se adjudique la custodia legal de emergencia a favor

12 del Departamento de la Familia y el Juez Administrativo determine que

13 era un caso en el cual se den las circunstancias establecidas en el articulo

14 49 de la Ley Núm. 246-2011, no será requisito notificar al Tribunal de

15 Primera Instancia la determinación para ser ratificada y se podrá

16 continuar el caso por la via administrativa No obstante lo anterior, en

)
17 todos los demás casos en que se adjudique la custodia legal de emergencia

18 a favor del Departamento de la Familia la determinación del Juez

19 Administrativo deberá ser notificada al Tribunal de Primera Instancia de

20 la Region a la que pertenezca el caso, el proximo día laborable de haberse

21 emitido la determinación. El Tribunal de Primera Instancia notificará la

22 Vista de Ratificación a ser celebrada en el Tribunal y dará cumplimiento a
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lo establecido en los artículos 37, 38 y 39 de la Ley 246-2011 y continuará

2 con el trámite del caso. En dichos casos los menores permanecerán bajo la

3 custodia del Departamento de la Familia, hasta que el Tribunal de

4 Primera Instancia tome la determinación que considere más adecuada

5 para el mejor interés del menor.

6 2. En los casos en que el Juez Administrativo haya determinado el cese de

7 esfuerzos en virtud del artículo 49, incisos (a), (c) o (k) de la Ley Núm.

8 246-2011, si la parte afectada no está conforme con la determinación,

9 deberá notificarlo mediante moción al Juez Administrativo en un término

10 no mayor de cinco (5) días calendario. En este caso, el Juez

11 Administrativo detendrá los procedimientos y referirá el asunto al

12 Tribunal de Primera Instancia en el término de cinco (5) días para la

13 continuación de los procedimientos. El Tribunal de Primera Instancia

14 deberá celebrar la vista correspondiente en los próximos quince (15) días.

15 3. La vista de privación de patria potestad deberá ser celebrada dentro de los

2 16 próximos diez (10) días de haberse presentado la petición, la cual no será

17 suspendida excepto por justa causa. Al momento de la radicación de la

18 petición, se le notificará vía correo certificado a las partes de su derecho a

19 estar asistido de abogado.

20 Una vez advenga final y firme la privación de patria potestad, el

21 Departamento podrá iniciar inmediatamente el proceso de adopción.
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1 El padre y/o la madre podran renunciar voluntariamente, por

2 escrito bajo juramento, a la patria potestad de los menores sin necesidad

3 de estar asistidos de abogado. El consentimiento será prestado por escrito,

4 de forma consciente y voluntaria en sala ante un Juez Administrativo para

5 su verificación El juez advertirá sobre las consecuencias de la renuncia de

6 privación de patria potestad.

7 Al realizarse la renuncia de patria potestad el juez administrativo

8 podra celebrar de forma simultánea el procedimiento de adopcion, segun

9 lo previsto en la reglamentación establecida por el Departamento.

10 Artículo 12.-Penalidades

11 Toda persona que violare voluntariamente alguno de los terminos de la

12 Resolución Administrativa, según esta Ley, será sujeto a desacato o multa no mayor de

13 cinco mii (5,000.00) dólares, o ambas penas, a discreción del tribunal competente.

14 Artículo 13.-Revisión

15 De conformidad con la Ley Núm 170 del 12 de agosto de 1988, segun

16 enmendada, conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme” la parte

17 adversamente afectada podrá, dentro de un término de treinta (30) días contados a

18 partir de la fecha del archivo en autos de la copia de la notificación de la orden o

19 decisión final del Juez Administrativo, presentar una solicitud de revisión ante el

20 Tribunal de Apelaciones. Será requisito jurisdiccional para poder acudir en revisión

21 judicial, haber solicitado en el término de quince (15) días la reconsideración de la orden

22 de la cual se recurre
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1 Sección 2.-Se enmienda la Sección 21 de la Ley Núm. 186-2009, según

2 enmendada, conocida como “Ley de Reforma Integral de Procedimientos de Adopción

3 de 2009”para que lea como sigue:

4 “Sección 21 -Procedimientos de Adopcion en Menores Liberados de patria

5 potestad

6 En aquellos casos en que un menor haya sido liberado de patria potestad,

7 ya sea mediante un procedimiento ordinario en casos de maltrato bajo la Ley

8 Núm. 246-2011, conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de

9 Menores” o cualquier ley subsiguiente, o mediante el trámite voluntario de

lO entrega de custodia y patria potestad, establecido en la Sección 20 de esta Ley, la

11 parte promovente podrá presentar la petición ante el tribunal o ante la Sala

12 Administrativa del procedimiento de adopción de dicho menor, observando las

13 garantías procesales necesarias para que este menor sea colocado en un hogar

14 adoptivo debidamente acreditado por el Departamento, dentro del menor

15 tiempo posible.

16

17

18 Sección 3.-Se enmienda la Sección 22 de la Ley Núm. 186-2009, según

19 enmendada, conocida como “Ley de Reforma Integral de Procedimientos de Adopción

20 de 2009”para que lea como sigue:

21 “Sección 22.-El Departamento promoverá diligentemente la privación de

22 patria potestad de los padres, en todos los casos en los que el plan de
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1 permanencia del menor sea la adopción. Una vez el Departamento asuma la

2 tutela del menor, el Departamento o la agencia de adopción debidamente

3 licenciada por el Departamento, otorgará un convenio de colocación con una

4 parte adoptante debidamente cualificada y que tenga prioridad, según el

5 Registro. Sólo por excepción, el Departamento o la agencia de adopción

6 otorgarán el convenio de colocación previo a la privación de patria potestad de

7 los padres del menor. En estos casos, el convenio de colocación establecerá que

8 la privación de patria potestad de los padres del menor aún no ha ocurrido.

9 Inmediatamente luego de otorgado el convenio de colocación, el

10 Departamento, la agencia de adopción o la parte adoptante, una vez el menor sea

11 privado de patria potestad, comenzará un procedimiento de adopción. De

12 presentarse en el Tribunal, deberá sujetarse a lo dispuesto en las disposiciones de

13 la Ley Núm. 186-2009, según enmendada y la Ley 9-1995, según enmendada. En

14 los casos en que el procedimiento de adopción sea llevado por la vía

15 administrativa deberá sujetarse a la reglamentación establecida por el

) 16 Departamento. Con dicho fin, el Departamento o la agencia de adopción

17 rendirán de forma expedita el informe de estudio social pericial al tribunal o a la

18 sala administrativa para la adjudicación de la petición. Sólo se actualizarán los

19 estudios sociales periciales con mas de un (1) año de vigencia El Departamento

20 o agencia de adopción notificará inmediatamente a la parte adoptante de

21 cualquier procedimiento instado en referencia al menor en el que la parte

22 adoptante no sea parte.
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1 En los casos de Acuerdo de Adopción durante embarazo, el Departamento

2 ejercerá la debida diligencia para identificar al padre biológico y notificar a éste

3 sus derechos, conforme a lo establecido en esta Ley. El Departamento asumirá la

4 tutela del menor a la fecha del nacimiento. La colocación del menor se llevará a

5 cabo conforme al acuerdo de adopción otorgado con la parte adoptante. Luego

6 de transcurrido el término de (7) siete días de retracto, los peticionarios

7 comenzarán un procedimiento de adopción. De presentarse en el Tribunal,

8 deberá sujetarse a lo dispuesto en las disposiciones de la Ley 9-1995, según

9 enmendada. En los casos en que el procedimiento de adopción sea llevado por la

10 vía administrativa deberá sujetarse a la reglamentación establecida por el

11 Departamento. Con dicho fin, el Departamento o la agencia de adopción

12 rendirán de forma expedita el informe de estudio social pericial al Tribunal o la

13 Sala Administrativa para la adjudicación de la petición. Sólo se actualizarán los

14 estudios sociales periciales con más de un año de vigencia. El Departamento o

15 agencia de adopción notificará inmediatamente a la parte adoptante de cualquier

16 procedimiento instado en referencia al menor en el que la parte adoptante no sea

17 parte.

18 En los casos de Entrega Voluntaria de Menores, el Departamento asumirá

19 la tutela una vez otorgado el acuerdo. El Departamento ejercerá la debida

20 diligencia para identificar al padre o madre registral que no haya consentido a la

21 entrega y le notificará a éste(a) de sus derechos conforme a lo establecido en esta

22 Ley. Luego de transcurrido el término de quince (15) días de retracto, el
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1 Departamento, la agencia de adopción o la parte adoptante podrá otorgar un

2 convenio de colocación. Subsiguientemente, los peticionarios comenzarán un

3 procedimiento de adopción De presentarse en el Tribunal, debera sujetarse a lo

4 dispuesto en las disposiciones de la Ley 9-1995, según enmendada. En los casos

5 en que el procedimiento de adopción sea llevado por la vía administrativa

6 deberá sujetarse a la reglamentacion establecida por el Departamento Con dicho

7 fin, el Departamento o la agenda de adopción rendirán de forma expedita el

8 estudio social pericial de la parte adoptante Sólo se actualizaran los estudios

9 sociales periciales con más de un año de vigencia. El Departamento o agenda de

10 adopción notificará inmediatamente a la parte adoptante de cualquier

11 procedimiento instado en referencia al menor en el que la parte adoptante no sea

12 parte.

13 Las partes adoptantes que hayan otorgado un acuerdo de adopción o

14 convenio de colocación con el Departamento podrán:

15 1. Presentar petición de adopción en el tribunal conforme a lo establecido en

16 la Ley Núm. 9-1995, según enmendada. En los casos en que el

17 procedimiento de adopción sea llevado por la vía administrativa deberá

18 sujetarse a la reglamentación establecida por el Departamento.

19 2 Intervenir como parte en cualquier procedimiento referente al menor, tales

20 como acción de filiación, impugnación de privación de patria potestad,

21 entre otros. A esos efectos, podrán presentar prueba pericial, entre otros.
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1 3. Solicitar consolidación de otros procedimientos judiciales referente al

2 menor con el procedimiento judicial de adopción.

3 Sección 4.-Se enmienda el Artículo 21-A de la Ley Núm. 24 de 22 de abril de

4 1931, según enmendada, para que lea como sigue:

5 “Artículo 21—A. Adopciones; cambio en inscripción; confidencial

6 Si el nacimiento de un adoptado hubiera sido previamente inscrito en el Registro

7 Demográfico, ci acta de inscripción de tal nacimiento se sustituirá por otra en que

8 conste el nuevo estado jurídico del inscrito, como si fuese hijo legítimo de los

9 adoptantes; Disponiéndose, que el acta original de la ínscripción del nacimiento

10 del adoptado; la resolución del tribunal o resolución de la sala administrativa y

11 demás documentos se conservarán en el Registro en sobre lacrado y serán

12 documentos confidenciales. En ninguna certificación de inscripción que expida el

13 Registro se consignarán los datos de la inscripción original, a menos que el

14 solicitante del certificado requiera expresamente la consignación de estos datos y

15 así lo haya ordenado un tribunal competente o sala administrativa por causas

16 justificadas. Disponiéndose, que flO necesitará dicha autorización cuando el

17 solicitante sea el adoptante o el adoptado.”

18 Sección 5.-Se enmienda el Artículo 21-D de la Ley Núm. 24 de 22 de abril de

19 1931, según enmendada, para que lea como sigue:

20 “Artículo 21-D. Registro especial de personas nacidas fuera de Puerto Rico

21 y adoptadas en éste
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1 En caso de que el adoptado hubiere nacido fuera de Puerto Rico, pero fuere

2 adoptado en Puerto Rico, será deber del Jefe de la División de Registro

3 DenlogratKo y Estadistacas Vitales del Depaitamento de Salud iemitir, al

4 funcionario correspondiente del lugar donde hubiere nacido el adoptado, copia

5 certificada de la resolución dictada por el tribunal o resolución de la sala

6 admmistrativa en el caso de adopcion

7 El Registro Demográfico llevará un registro especial para inscripciones de las

8 adopciones de personas nacidas fuera de Puerto Rico y adoptadas en Puerto

9 Rico

10 Sección 6.-Se enmienda el Artículo 23 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

11 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue

12 “Artículo 23.-Custodia de Emergencia

13

14 La custodia de emergencia a que se refiere este Artículo no podrá exceder

15 de setenta y dos (72) horas, salvo en los casos que se diligencie y obtenga una

16 autorización del tribunal o sala administrativa, mediante el procedimiento

17 establecido en esta Ley, o en aquellas circunstancias en que no se haya podido

18 obtener dicha autorización por estar el Tribunal o Sala Administrativa en

19 receso.”

20 Sección 7.-Se enmienda el Artículo 37 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

21 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

22 “Articulo 37 -Procedimientos de emergencia
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1 Cuando se haya obtenido la custodia de emergencia, conforme lo establece

2 el Artículo 23 de esta Ley, o cuando la situación en que se encuentra un menor

3 representa un riesgo para su seguridad, salud e integridad física, mental o

4 emocional, el Trabajador Social del Departamento o Tecnico de Servicios a la

5 Familia podrá comparecer y declarar bajo juramento, ante un Juez del Tribunal

6 de Primera Instancia o ante un Juez de la Sala Administrativa, en forma general,

7 breve y sencilla, mediante un formulario preparado por la Oficina de la

8 Administración de Tribunales o de la Sala Administrativa al efecto, los hechos

9 específicos que dan base a solicitar la protección del menor mediante una

10 remoción.

11 El Tribunal o la Sala Administrativa tomará la determinación que considere

12 más adecuada para el mejor interés del menor, incluyendo una orden

13 concediendo custodia de emergencia para que inmediatamente se ponga al

14 menor bajo la custodia del Departamento, que se efectúe el tratamiento médico

15 necesario, que se asigne una pensión provisional alimentaria en beneficio del

2 16 menor y cualquier otra orden que el juzgador considere que asegurará el mejor

17 bienestar del menor. El menor no será sacado de la jurisdicción de Puerto Rico,

18 excepto que medie una orden del Tribunal al respecto

19 El Tribunal o la Sala Administrativa estará obligado a entregar la custodia

20 provisional al Departamento si surge de las declaraciones vertidas o de la

21 petición, que los actos incurridos por el padre, madre o encargado, así lo

22 requieren, o si existe riesgo en la seguridad o el bienestar del menor.
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1 En los casos de denegatoria de custodia provisional de emergencia

2 resueltos por un Juez Municipal o un Juez Administrativo, el Departamento o la

3 parte interesada podrá acudir al Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior,

4 Relaciones de Familia, para solicitar una vista ordinaria de custodia de menores

5 dentro de los próximos veinte (20) días contados a partir de la determinación.”

6 Sección 8 -Se enmienda el Artículo 39 de la Ley Núm 246-2011, conocida como

7 “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

8 “Artículo 39 -Vista de Ratificación de Custodia

9 Dentro de los quince (15) días contados a partir de que el Tribunal

10 Municipal o la Sala Administrativa haya otorgado la custodia de emergencia al

11 Departamento de la Familia, el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Relaciones

12 de Familia, celebrará una vista de Ratificación.

13

14

15 Sección 9.-Se enmienda el Artículo 42 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

16 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

17 “Artículo 42.-Vista Final

18 El tribunal o la sala administrativa deberá celebrar una vista de

19 disposición dentro de un período que no exceda de seis (6) meses, a contarse

20 desde que se otorgo la custodia provisional del menor El termino solo podrá ser

21 prorrogado una sola vez por 6 meses adicionales cuando existan causas que así

22 lo justifiquen y sea en el mejor interés y bienestar del menor.



24

1 Toda decisión disponiendo el regreso del menor al hogar, deberá estar

2 sustentada por un informe, realizado por un trabajador social, psicólogo o

3 siquiatra debidamente licenciado en Puerto Rico o por un trabajador de casos

4 adiestrado en el servicio de protección a menores. Será responsabilidad del

5 Departamento presentar un informe para la consideración del Tribunal o la Sala

6 Administrativa que cumpla con las disposiciones de esta sección en todas las

7 vistas de disposición final. De recomendar el regreso del menor al hogar, el

8 mismo debe demostrar, razonablemente, que las condiciones de riesgo existentes

9 al momento de la remoción ya no están presentes y, por el tanto, el regreso no

10 representa peligro para el bienestar y la salud e integridad física, mental,

11 emocional o sexual del menor. No obstante, en los casos donde el tribunal o la

12 sala administrativa no tuviere dicho informe, podrá determinar el regreso del

13 menor al hogar de donde fue removido, si luego de evaluar la prueba disponible

14 puede determinar que ello no constituye un riesgo a la seguridad del menor y es

15 en el mejor interés de éste.

16 En los casos en que el tribunal o la sala administrativa determine que no

17 es viable el regreso del menor al hogar de donde fue removido o a otro hogar

18 familiar según la prelación, se otorgará la custodia al Departamento o se podrá

19 iniciar el procedimiento para la privación de la patria potestad conforme a las

20 disposiciones establecidas en esta Ley. Además, podrá tomar cualquier otra

21 determinación necesaria para la protección del menor, tomando en consideración

22 el mejor interés del menor.”
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1 Sección 10.-Se enmienda el Artículo 49 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

2 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

3 “Artículo 49.-Esfuerzos Razonables

4 Luego de la remoción de un menor de su hogar, cuando sea viable y se

5 pueda garantizar la seguridad, bienestar y el mejor interés de los menores, el

6 Departamento de la Familia hará esfuerzos razonables para reunificar al menor a

7 la unidad familiar de donde fue removido. El personal del Departamento

8 incorporará los recursos de apoyo de las personas, la familia y la comunidad, así

9 como los recursos internos y externos del Departamento y otras agencias

10 públicas y no gubernamentales, para mejorar las condiciones de vida de la

11 familia que puedan poner en riesgo la vida y seguridad de un/a menor

12 En los casos en que proceda hacer esfuerzos razonables, la determinación

13 de razonabilidad de los esfuerzos será hecha por el Tribunal o la Sala

14 Administrativa, tomando en consideración si el Departamento puso a la

15 disposición del padre o la madre o persona responsable de éste un plan de

16 servicios que atendiera las necesidades específicas identificadas, así como la

2 17 diligencia de la agencia en proveer los servidos y cualquier otro elemento que

18 considere necesario el Tribunal o el Juez Administrativo.

19

20 En los casos de los incisos (d) al (m), una vez probado los hechos, el

21 tribunal o el juez administrativo no tendrá discreción y deberá relevar de

22 esfuerzos al Departamento.
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1 En los casos en que el tribunal o el juez administrativo determine que no

2 se harán esfuerzos razonables, se celebrará una vista de permanencia para el

3 menor dentro de los quince (15) días siguientes a la determinación.”

4 Sección 11.-Se enmienda el Artículo 52 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

5 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

6 “Artículo 52.-Petición de Privación de la Patria Potestad

7 El Departamento podrá iniciar un procedimiento para la privación,

8 restricción o suspensión de la patria potestad cuando ocurra cualquiera de las

9 siguientes circunstancias:

10 (a)

11 (b) El tribunal o la sala administrativa ha hecho una determinación conforme

12 a las disposiciones de esta ley de que no procede realizar esfuerzos

13 razonables y ordena que no se presten servicios de reunificación.

14 (c) El tribunal o la sala administrativa determine que el padre y/o la madre

15 no está dispuesto o es incapaz de tomar responsabilidad y proteger al

16 menor de riesgos a su salud e integridad física, mental, emocional y/o

17 sexual y estas circunstancias no cambiarán dentro de un período de seis

18 (6) meses de haberse iniciado los procedimientos, según la evidencia

19 presentada en el caso.

20 (d) El tribunal o la sala administrativa determina que el padre y/o la madre

21 no ha hecho esfuerzos de buena fe para rehabilitarse y reunirse con el

22 menor.
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(e)

2 (f)

3 (1)

4 (2)

5 (3)

6 (4)

7 El Departamento no tendrá que solicitar la petición de privación de patria

8 potestad si ha decidido colocar al menor con un familiar o si manifiesta al

9 tribunal o la sala administrativa que la privación de patria potestad es en

10 perjuicio del mejor interés del menor.

11
•1

12 Sección 12.-Se enmienda el Artículo 32 de la Ley 246-2011, conocida como “Ley

13 para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores” para que lea como sigue:

14 “Artículo 32.-Representación Legal

2 16 Los intereses de cualquier menor de quien se alegue en el tribunal o salas

j5Y 17 administrativas que es víctima de maltrato, maltrato institucional, negligencia y/o

18 negligencia institucional serán representados por un Procurador de Asuntos de Familia,

19 nombrado por el Gobernador para dicha función, quien tendrá el deber ministerial,

20 además, de mantener informado al menor de los aspectos más relevantes de su caso,

21 siempre que su capacidad intelectual y emocional lo permita.”

22 Sección 13.-Reglamentación
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1 El Departamento adoptará las reglas y reglamentos que sean necesarios para

2 implantar esta Ley conforme a las disposiciones de la Ley 170-1988, segun enmendada,

3 conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado Libre

4 Asociado de Puerto Rico’, no más tarde de ciento ochenta (180) días después de la

5 vigencia de esta Ley.

6 Sección 14.-Disposición Transitoria

7 Los reglamentos del Departamento, continuarán en vigor hasta tanto sean

8 aprobados los nuevos reglamentos

9 Sección 15.-Interpretación

10 Las disposiciones de esta Ley deberán interpretarse a favor de la protección,

11 bienestar, seguridad y mejor interés del menor. Las mismas deberán estar en armonía

12 con la Ley 186-2009 y la Ley 246-2011.

13 Sección 16 -Clausula de Separabihdad

14 Si cualquier párrafo, artículo o parte de esta Ley fuere declarado inconstitucional

15 por un Tribunal competente, la sentencia dictada a esos efectos no afectará ni invalidará

2 16 sus demás disposiciones y el efecto de dicha sentencia quedará limitado al párrafo,

17 artículo o parte de esta Ley que hubiere sido declarado inconstitucional.

18 Sección 17.-Vigencia

19 Esta Ley comenzará a regir inmediatamente, no obstante las salas

20 administrativas no podrán comenzar a funcionar hasta tanto el Departamento no haya

21 aprobado el reglamento dispuesto en esta Ley.ÁŠ
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1 N F O R M E POSITIVO SOBRE El P. de la C. 3985

AL SENADO DE PUERTO RICO:

Vuestra Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura del Sena de

Puerto Rico recomienda la aprobación del P. de la C. 3985, sin enmiendas.

1. ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. de la C. 3985 propone enmendar el inciso (b) del Artículo 2, enmendar el Artículo

81, de la Ley 205-2004, según enmendada a los fines de aclarar la forma en que se crearán los

cargos de procuradores de familia y de menores y realizar enmiendas técnicas y clarificaciones;

añadir un subinciso (12) al inciso (c), eliminar el inciso (h) y renumerar los incisos (1) y (j) como

incisos (h) e (i) del Artículo 3, enmendar el Artículo 4, Artículo 7, Artículo 8, Artículo 10 de la

Ley 183-1998, según enmendada, conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las

Víctimas y Testigos de Delito” para clarificar las funciones de la nueva Oficina; y para enmendar

el Artículo 87 del Plan de Reorganización Núm. 5-2011 para aclarar la cláusula derogatoria.

II. ANÁLISIS

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura evaluó el siguiente

memorial explicativo sometido ante la Cámara de Representantes; a saber el Departamento de

Justicia.
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El Departamento de Justicia, en adelante el Departamento, comenzó expresando que el

objetivo de esta medida legislativa es realizar varias aclaraciones y enmiendas técnicas al Plan de

Reorganización Núm. 5-2011 del Departamento de Justicia y a las leyes enmendadas por el Pian.

El Departamento destacó que el Artículo 81 de la Ley Núm. 205-2004, según enmendada,

conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Justicia” establece el número de cargos de

fiscales y procuradores que podrán nombrarse. Dicha disposición autoriza que se puedan crear

cargos adicionales cuando los mismos sean necesarios. La enmienda propuesta va dirigida a

aclarar que dicha creación de cargos será previa certificación del Secretario de Justicia sobre la

necesidad de crear dichos cargos adicionales de fiscales y procuradores y se requiere una

certificación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto sobre disponibilidad de los fondos para los

mismos. Esta enmienda es cónsona con la política pública de velar por el gasto público.

Por otro lado, el Departamento expresó que como bien se explica en la Exposición de

Motivos de la medida, el Plan de Reorganización Núm. 5-2011 propuso enmiendas a la Ley

Núm. 183-1998, según enmendada, para crear adscrita al Departamento de Justicia, la Oficina de

Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de Delito. El Departamento indicó que la

Sección 17 del Artículo III de la Constitución establece que el título del proyecto de ley deberá

expresar claramente el asunto atendido, y aclara que toda aquella parte de una ley cuyo asunto no

haya sido expresado en el título será nula. El Departamento señaló que el título del Plan de

Reorganización, como es la intención del legislador, indica que se propone enmendar la Ley

Núm. 183-1998, según enmendada. Dicho título, de forma alguna, hace mención de la intención

de derogar la Ley Núm. 77 de 9 de julio de 1986, según enmendada, conocida como la “Ley para

la Protección de Testigos y Víctimas” ni la Ley Núm. 183, supra.

Sin embargo, por inadvertencia, se incluyó la Ley Núm. 77 de 9 de julio de 1986, según

enmendada, conocida como la “Ley para la Protección de Testigos y Víctimas”; y la Ley Núm.

183, supra, en el Artículo 87 correspondiente a la cláusula derogatoria. El Departamento

entiende que es necesario eliminar la alusión a dichas leyes del mencionado Artículo 87 porque

la intención de esta Asamblea Legislativa fue enmendar la Ley Núm. 183, supra, y transferir

todos los empleados y recursos de la Division de Asistencia a Victimas y Testigos del
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Departamento de Justicia y no la derogación de las mencionadas leyes. Aún cuando dicho

asunto no estuvo expresado en el título del Plan de Reorganización, lo que hace forzoso concluir

que dicha inclusión en la cláusula derogatoria no tiene efecto alguno, el Departamento entiende

que para evitar cualquier duda, es recomendable atemperar el texto de dicha disposición.

Además, el Departamento destacó que actualmente la Ley Núm. 183, supra, dispone el

piazo de seis (6) meses para reclamar los beneficios de compensación. El Departamento

considera que el término otorgado es muy corto. Por la experiencia de la Oficina de

Compensación, las víctimas pueden tomar hasta un (1) año en solicitar la información de la

Oficina, incluyendo en consideraciones el período de reconocimiento de la pérdida del ser

querido, cuando es un familiar el que solicita los servicios, o en el caso de las víctimas que

tardan puesto que no se reconoce a sí misma como víctimas de delito. Por ello, la medida ante

nuestra consideración propone aumentar dicho plazo a un (1) año.

Así mismo, con la enmienda propuesta al Artículo 3 de la Ley Núm. 183, supra, se

permitiría que personas que incurren en los gastos fúnebres de la víctima puedan solicitar

compensación aun cuando no estén relacionados con la víctima por determinados lazos de

consanguinidad, consensuales o de afinidad o por dependencia económica.

El Departamento de Justicia concluyó expresando que favorece la aprobación de esta

medida legislativa.

III. IMPACTO FISCAL ESTATAL

En cumplimiento con lo dispuesto en el Artículo 8 de la Ley Núm. 103 de 25 de mayo de

2006 conocida como “Ley Para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de

Puerto Rico de 2006”, la Comisión evaluó la medida y sus disposiciones, así como la opinión de

la agencia concernida, para determinar el impacto fiscal que tendría la aprobación de esta

medida. Del análisis de la Comisión se desprende que la aprobación del P. de la C. 3985 no tiene

un impacto fiscal sobre el Fondo General, ni las finanzas del Gobierno de Puerto Rico.
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IV. IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con la Sección 32.5 del Reglamento del Senado, la Comisión

suscribiente evaluó la presente medida y determinó que la aprobación de la misma no tendría

impacto fiscal sobre las finanzas de los municipios.

Y. CONCLUSION

A tenor con lo antes expuesto, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la

Judicatura del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación del P. de la C. 3985, sin

enmiendas.

Resp tt1amente sometido,

Presi
aduárez

Comisión de Seguridad Pública y Asuntos de la Judicatura
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Para enmendar el inciso (b) del Artículo 2, enmendar el Artículo 81, de la Ley 205-2004,
según enmendada a los fines de aclarar la forma en que se crearán los cargos de
procuradores de familia y de menores y realizar enmiendas técnicas y
clarificaciones; añadir un subinciso (12) al inciso (c), eliminar el inciso (h) y
renumerar los incisos (1) y (j) como incisos (h) e (i) del Artículo 3, enmendar el
Artículo 4, Artículo 7, Artículo 8, Artículo 10 de la Ley 183-1998, según
enmendada, conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas

y Testigos de Delito” para clarificar las funciones de la nueva Oficina; y para
enmendar el Artículo 87 del Plan de Reorganización Núm. 5-2011 para aclarar la
cláusula derogatoria.
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EXPOSICION DE MOTIVOS

La Asamblea Legislativa aprobó el Plan de Reorganización Núm. 5-2011 para
reorganizar el Departamento de Justicia. El mismo tiene el objetivo de promover una
estructura gubernamental que responda a las necesidades reales de Puerto Rico y al
sistema de justicia existente, contribuyendo así, a mejorar la calidad de vida de nuestros
ciudadanos y los servicios que se les proveen. Sin embargo, esta Asamblea Legislativa
entiende necesario realizar varias aclaraciones y enmiendas técnicas al Plan de
Reorganización y a las leyes enmendadas por el Plan.

Mediante esta pieza legislativa, se aclara que será previa certificación del
Secretario de Justicia sobre la necesidad de crear cargos adicionales de fiscales y
procuradores y con una certificación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto sobre
disponibilidad de los fondos que el Gobernador de Puerto Rico podrá autorizar la
creación de puestos adicionales para los mismos.

Por otro lado, el Plan de Reorganización Núm. 5-2011 propuso enmiendas a la
Ley 1834998, según enmendada, para crear adscrita al Departamento de Justicia, la
Oficina de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de Delito. Esta intención
legislativa se viabilizó mediante una serie de enmiendas a la Ley 183-1998, según
enmendada. Sin embargo, por inadvertencia, se incluyó la Ley Núm. 77 de 9 de julio de
1986, según enmendada, conocida como la “Ley para la Protección de Testigos y
Víctimas”; y la Ley 183-1998, según enmendada, conocida como la “Ley de para la
Compensación a Víctimas del Delito” en el Artículo 87 correspondiente a la cláusula
derogatoria. Es necesario eliminar la alusión a dichas leyes del mencionado Artículo 87
porque la intención de esta Asamblea Legislativa fue enmendar la Ley 183-1998 y
transferir todos los empleados y recursos de la División de Asistencia a Víctimas y
Testigos del Departamento de Justicia y no la derogación de las mencionadas leyes.

Entre los cambios que se realizan a través de esta ley se encuentran el que
personas que incurren en los gastos fúnebres de la victima puedan solicitar
compensación aun cuando no estén relacionados con la víctima por determinados lazos
de consanguinidad, consensuales o de afinidad o por dependencia económica, Por otro
lado se le provee seis meses adicionales a las víctimas para poder reclamar los
beneficios de la Oficina de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de
Delito. De esta forma las víctimas de delitos tienen un año desde que ocurrió la
comisión del delito para poder solicitar los beneficios de la Oficina.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:



1 Sección 1.-Se enmienda el inciso (b) del Artículo 2 de la Ley 205-2004, según

2 enmendada, para que lea como sigue:

3 “Artículo 2.-Definiciones

4 Las palabras y frases utilizadas en esta Ley tienen el significado que se

5 indica a continuación:

6 a)

7 b) Agente del Negociado- servidor público adscrito al Negociado de

8 Investigaciones Especiales quién tendrá la facultad para investigar,

9 denunciar, arrestar, diligenciar órdenes de los tribunales, poseer y portar

10 armas de fuego y tomar juramento a testigos potenciales en casos bajo

11 investigación del Servicio, según se describe en el Artículo 77 del Plan de

12 Reorganización Núm. 5-2011.

13 c)

14

15 q) .“

16 Sección 2.-Se enmienda el Artículo 81 de la Ley 205-2004, según enmendada, para

17 que lea como sigue:

18 “Artículo 81.-Cargos de Fiscales y Procuradores

19

20 El Gobernador podrá autorizar la creación de cuatro (4) cargos adicionales

21 de Fiscales Auxiliares IV, cuatro (4) cargos adicionales de Fiscales Auxiliares III,

22 seis (6) cargos adicionales de Fiscales Auxiliares II, seis (6) cargos adicionales de



4

1 Fiscales Auxiliares 1, dieciocho (18) cargos adicionales de Procuradores de

2 Asuntos Familia y catorce (14) cargos adicionales de Procuradores de Asuntos de

3 Menores previa certificación del Secretario acreditativa de la necesidad de crear

4 cargos adicionales de fiscales y procuradores y una vez la Oficina de Gerencia y

5 Presupuesto certifique la disponibilidad de los fondos.

6 Los Fiscales de Distrito, los Fiscales Auxiliares IV, los Fiscales Auxiliares

7 III, los Fiscales Auxiliares II, los Fiscales Auxiliares 1 y los Procuradores de

Asuntos de Familia tienen los poderes y ejercerán aquellas funciones

9icIaas por ellos o por funcionarios de igual categoría bajo

10 autoridad legal hasta la fecha de la vigencia de esta Ley; el Procurador de

11 Asuntos de Menores tendrá los poderes y ejercerá las funciones que establece la

12 Ley Núm. 88 de 9 de julio de 1989, y el Procurador de Asuntos de Familia tendrá

13 los poderes y ejercerá las funciones que estable esta Ley y la Ley 246-2011,

14 conocida como “Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, o

15 cualquiera otra legislación que se apruebe en el futuro”

16 Sección 3.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley 183-1998, según enmendada,

17 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

18 Delitos”, para que lea como sigue:

19 “Artículo 3.-Definiciones.

20 A los fines de esta ley, los siguientes terminos y frases tienen el significado

21 que a continuación se expresa:

22 (a) Daños físicos...
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1 (b) Oficina.- La Oficina de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos

2 de Delito.

3 (c) Reclamante...

4 (1)

5 (2)

6 (3)

7 (4) Toda persona unida a la víctima por lazos legales o consensuales,

8 de consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado y que residía

9 con ella al momento de los hechos;

10 (5)

11 (6)

12 (7)

13 (8)

(9)

15 (10)

16 (11)

17 (12) En los casos en que se reclamen gastos fúnebres, se compensará a la

18 persona que incurrió en el gasto sin necesidad de estar relacionada

19 con la víctima por determinados lazos de consanguinidad,

20 consensuales o de afinidad o por dependencia económica.

21 No podrá ser reclamante...

22 (d) Secretario
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1 (e) Víctima..,.

2 (f) Hospital...

3 (g) Examen Médico Forense. . *

4 (h) víctima secundaria...

5 (i) núcleo familiar...”

6 Sección 4.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley 183-1998, según enmendada,

7 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

8 Delito”, para que lea como sigue:

9 “Se crea, adscrita al Departamento de Justicia, la Oficina de Compensación

10 y Servicios a las Víctimas y Testigos de Delito, con el propósito de autorizar y

11 conceder el pago de compensación a las víctimas elegibles para recibir los

12 beneficios que por esta ley se conceden. De igual forma, la Oficina proveerá

13 apoyo, servicios y asistencia a las víctimas y testigos para ayudarles a lidiar con

14 el trauma relacionado con el evento delictivo en el cual involuntariamente se

15 vieron involucrados. Ello incluirá entre otros, los siguientes: servicios de

16 intervención en crisis, servicios de orientación y familiarización con el sistema de

17 justicia criminal, orientación sobre la Carta de Derechos de las Víctimas y

18 coordinación y referidos para recibir servicios de las diversas agencias

19 gubernamentales. Dicha Oficina funcionará bajo la supervisión general del

20 Secretario, pero su dirección inmediata estará a cargo de un Director nombrado

21 por éste y a quien fijará su sueldo. Para llevar a cabo las funciones relacionadas a

22 su cargo, entre estas las de compensación y servicios a víctimas y testigos, el
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1 Director contará con dos Directores Auxiliares. Se transfiere a la Oficina de

2 Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de Delito todos empleados y

3 recursos de la División de Asistencia a Víctimas y Testigos del Departamento de

4 Justicia.”

5 Sección 5.-Se enmienda el Artículo 5 de la Ley 183-1998, según enmendada,

6 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

7 Delito”, para que lea como sigue:

8 “Artículo 5.-Funciones y Facultades del Director.

9 El Director de la Oficina tendrá las siguientes funciones y facultades:

10 a) Administrar la Oficina de Compensación y Servicios a las Víctimas y

11 Testigos de Delito.

12 b)

13 c)

14 d)

15 e) Divulgar a toda la población los alcances de los beneficios provistos y las

16 condiciones de elegibilidad establecidas en esta ley, lo cual incluirá, pero

17 no se limitará a realizar campañas publicitarias y educativas tanto en

18 prensa escrita como en radio y televisión, entregar folletos informativos,

19 entregar material promocional, entre otros.

20 0

21 g)

22 h)
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1 i)

2 j)

3 k)

4 1)

5 m)

6 n) Podrá aceptar donaciones por parte de Instituciones Públicas o Privadas y

7 Personas o Individuos.”

8 Sección 6.-Se enmienda el Artículo 7 de la Ley 183-1998, según enmendada,

9 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

10 Delito”, para que lea como sigue:

11 “Artículo 7.-Impedimentos para ofrecer Compensación.

12 La Oficina estará impedida para conceder el pago de una compensación

13 cuando estén presentes una o más de las siguientes circunstancias:

14 (a)

15 (b) Cuando la víctima se encontraba incurriendo en una conducta delictiva al

16 momento de los hechos. No obstante lo anterior, en los casos en que

17 muera la víctima al llevar a cabo tal conducta delictiva, los dependientes o

18 familiares menores de edad de ésta tendrán derecho a reclamar los gastos

19 psicológicos en que hayan incurrido a consecuencia del delito y el

20 beneficio de pérdida de sustento provisto por esta ley en caso de muerte

21 de la víctima. Cuando el estatus migratorio de la víctima sea ilegal y esta
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1 haya solicitado protección bajo el “Violence Against Women Act” o haya

2 solicitado una visa U.

3 (c)

4 (d)

5 (e)

6 (f) ...“

7 Sección 7.-Se enmienda el Artículo 8 de la Ley 183-1998, según enmendada,

8 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

9 Delito”, para que lea como sigue:

10 “Artículo 8.-Requisitos para la Elegibilidad.

11 Para ser acreedor a los beneficios que concede esta ley, la víctima deberá

12 satisfacer los siguientes requisitos:

13 (a)

14 (b)

15 (c) Reclamar los beneficios de la Oficina dentro del plazo de un (1) año

16 siguiente a la fecha de la comisión del delito, a menos que medie justa

17 causa. No obstante, en caso que la víctima o reclamante sea menor de

18 edad y su padre, madre o custodio legal no acude a reclamar los

19 beneficios en su representación, dicho término comenzará a transcurrir

20 cuando alcance la mayoría de edad.”
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1 Sección 8.-Se enmienda el Artículo 10 de la Ley 183-1998, según enmendada,

2 conocida como la “Ley de Compensación y Servicios a las Víctimas y Testigos de

3 Delito”, para que lea como sigue:

4 “Artículo 10.-Beneficios de Compensación a Víctimas.

5 Los beneficios concedidos por esta ley compensarán al reclamante por los

6 siguientes conceptos hasta los límites que se disponen a continuación. En caso

7 que la víctima sobreviva al evento delictivo, se podrá conceder compensación

8 por lo siguiente:

9 (a)

10 (b)

11 (c)

12 (d)

13

14 (a)

15 (b)

16 (c) Gastos razonables incurridos para tratamiento psicológico o psiquiátrico

17 para toda persona unida a la víctima por lazos legales o consensuales, o

18 afinidad hasta el segundo grado y que residía con ella al momento de los

19 hechos o las personas unidas a la víctima hasta un segundo grado de

20 consanguinidad aun cuando no residían con la víctima o para toda

21 víctima secundaria y a toda persona que depende de la víctima en más del

22 cincuenta por ciento (50%) de sus gastos de subsistencia. La compensación
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1 a pagarse por este concepto no excederá de mil dólares ($1,000) por cada

2 reclamante; y

3 (d)

4

5 (a)

6 (b)

7 (c)

8

9 Sección 9 -Se enmienda el Artículo 87 del Plan de Reorganización Núm 5-2011,

10 para que lea como sigue:

11 “Artículo 87.-Cláusula derogatoria.

12 Se deroga la Ley Núm. 38 de 13 de julio de 1978, según enmendada,

13 conocida como “Ley del Negociado de Investigaciones Especiales del

14 Departamento de Justicia del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”.

15 Sección 10 -Vigencia

16 Esta ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.

17
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